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Introducción

Pueblo de Guatemala, la paz ha sido firmada. Es el principio 

de una nueva era para Guatemala, una nueva era en la que todos 

tenemos algo que decir y algo que hacer. Una nueva era que debe 

encontrarnos con la mente muy clara, con el corazón limpio y con 

las espaldas anchas para trabajar todos unidos por una patria libre y 

por una patria que encamine los pasos por el progreso  

y el desarrollo.

Álvaro Arzú, presidente de Guatemala,  

30 de diciembre de 1996

El desafío es grande, pero nosotros también… yo firmé la 

paz, pero también puedo hacer la guerra

Álvaro Arzú, alcalde de la Ciudad de Guatemala,  

agosto de 2017

Veinte años separan las declaraciones de Álvaro Arzú. La primera fue 
pronunciada como presidente de Guatemala, tras la firma de los 

Acuerdos de Paz con la Unión Revolucionaria Nacional Guatemalteca 
(urng), en la Plaza de la Constitución, ante una multitud esperanzada por 
el fin de una guerra de más de treinta años. La segunda ocurrió cuando 
Arzú era alcalde de la Ciudad de Guatemala, en presencia del entonces 
presidente Jimmy Morales, y hacía referencia a las investigaciones de 
la Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala (cicig, 
2009), las cuales —según él— ponían en vilo al Estado guatemalteco. 

Ambas declaraciones reflejan la complejidad de la superación de 
la guerra y la construcción del Estado. La Guatemala de 1996 era un 
país que, tras iniciar un proceso democrático diez años antes, estaba 
finalizando un conflicto civil y veía en la violencia una de sus mayores 
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amenazas para consolidarse y garantizar el bienestar ciudadano. En 
2017, en teoría, existía otra Guatemala: un país sin guerra civil y con 
un Estado reconstruido desde finales de los años noventa. Sin embar-
go, este debía enfrentar dos grandes amenazas: la violencia contra la 
ciudadanía y la corrupción sistémica que debilitaba sus instituciones. 
La guerra que Arzú declaraba terminada en 1996 era la de los fusiles 
y las guerrillas; la guerra que estaría dispuesto a dar en 2017 era contra 
las instituciones internacionales que, según él, interferían en Guatemala 
y amenazaban el statu quo.

Guatemala ha estado marcada por paradojas similares. Basta re-
cordar el golpe de Estado de 1954 contra un gobierno que, en esencia, 
buscaba modernizar el Estado y mejorar la redistribución de la tierra. 
Este hecho abrió paso a una época dominada por gobiernos militares 
que solo comenzó a debilitarse en 1985 con el inicio de la democratiza-
ción. No obstante, la violencia ha sido una constante en la vida públi-
ca guatemalteca, especialmente durante el conflicto armado, que dejó 
aproximadamente 200 000 víctimas, en su mayoría indígenas. Se su-
ponía que el fin de la guerra civil traería consigo el cese de la violen-
cia y permitiría al Estado implementar reformas consignadas en los 
Acuerdos de Paz, fortaleciendo su institucionalidad y mejorando su 
relación con la ciudadanía mediante la provisión de bienes y servicios. 

Lamentablemente, la realidad fue otra. La violencia siguió siendo 
protagonista en Guatemala, aunque bajo una nueva forma: se trasla-
dó a las zonas urbanas, fue ejercida por actores distintos y perseguía 
objetivos diferentes. La inseguridad se convirtió en parte de la cotidia-
nidad, y la paz prometida terminó siendo una reconfiguración de re-
pertorios de violencia. Estas nuevas expresiones violentas emergieron 
en territorios menos afectados por el conflicto armado y respondían 
a intereses criminales en busca de rentas privadas. Mientras tanto, la 
respuesta estatal para re-construir1 lo perdido durante la guerra era 

1	 A lo largo del texto se emplea el término re-construcción, con guion, para en-
fatizar que los periodos de posconflicto son momentos en los que es posible, 
por un lado, reconstruir las capacidades estatales perdidas durante la guerra 
—si es que existieron previamente—, o bien, construir aquellas capacidades 
que estuvieron ausentes tanto antes como durante las confrontaciones armadas. 
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limitada, cuando no inexistente, lo que aumentó la desconfianza en las 
capacidades institucionales del Estado. Como señala Bateson (2013): 

[En Guatemala] los agentes del Estado pueden llegar a cometer 

más crímenes de los que resuelven: los fiscales federales y policías 

asesinan a sus colegas; jefes de la policía, oficiales de aduana, e in-

cluso miembros de unidades élite anti-narcóticos contra los carte-

les de la droga; y oficiales de policía de manera rutinaria cometen 

crímenes, incluidas ejecuciones extrajudiciales y secuestro. (p. 3)

En otras palabras, el posconflicto guatemalteco estuvo marcado por 
altos niveles de violencia. Pero, ¿por qué ocurrió esto? ¿Fue un fenó-
meno homogéneo en todo el país?

Este libro sostiene que la violencia en los periodos de posconflic-
to no es uniforme y que, para comprender sus dinámicas, es necesa-
rio analizar cómo interactúan los factores locales dentro del proceso 
de re-construcción estatal a nivel nacional. No es la primera vez que 
se buscan explicaciones sobre la violencia tras una guerra; de hecho, 
existe una amplia literatura sobre las dificultades que enfrentan los 
Estados después de un conflicto armado, donde la persistencia de la 
violencia es uno de los rasgos más evidentes. Las teorías al respecto 
abarcan desde los componentes criminales de la violencia, pasando 
por las continuidades y discontinuidades en relación con el conflicto 
terminado, hasta sus expresiones culturales.

A pesar de los avances en el estudio del posconflicto, aún es nece-
sario profundizar en la manera en que interactúan los elementos na-
cionales y locales en la emergencia de la violencia. Por ello, este libro 
se guía por la siguiente pregunta: ¿Cuáles son los factores que influ-
yen en la violencia que emerge en un periodo de posconflicto, una vez 
que inicia un proceso de re-construcción estatal? Desde este enfoque, 
el libro examina las explicaciones de la violencia en los periodos de 
posconflicto, destacando el impacto de las acciones estatales tras el 
fin de la guerra en las dinámicas violentas y sus expresiones locales.
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Acerca de la teoría

El argumento central de este libro es que la violencia en el posconflicto 
se explica por la interacción entre la re-construcción de la capacidad 
estatal, en el ámbito nacional, y la reconfiguración de elementos loca-
les como la población, las experiencias de la guerra, los ajustes insti-
tucionales y las competencias armadas. 

Para comprender las dinámicas de la violencia en periodos de pos-
conflicto, además de analizar cómo los Estados diseñan e implementan 
acciones orientadas a la re-construcción de capacidades (generalmente 
desde el nivel nacional), es fundamental considerar, en el ámbito local, 
la reconfiguración poblacional, las experiencias de la guerra, los ajus-
tes institucionales y las competencias armadas. Por tanto, este análisis 
observa cómo un Estado puede re-construir su capacidad una vez fi-
nalizado un conflicto armado y sostiene que dicho proceso —es decir, 
las reformas estatales, las prácticas desplegadas en los territorios y las 
relaciones con la sociedad— genera impactos diferenciados en las di-
námicas de la violencia, pudiendo contribuir a su disminución o, por 
el contrario, a su incremento.

La teoría planteada sobre la re-construcción de capacidades con-
sidera tres elementos interconectados: las reformas del Estado, las re-
laciones con la sociedad y las prácticas en los territorios. En conjunto, 
estos factores permiten explicar de qué manera las acciones u omisio-
nes estatales inciden en la evolución de la violencia en los diferentes 
contextos territoriales.

Según esta teoría, las reformas implementadas por los Estados en 
periodos de posconflicto son fundamentales para acercar a las institu-
ciones a la sociedad mediante la provisión de servicios y el estableci-
miento de condiciones de acceso que la guerra afectó. Dichas reformas 
pueden derivar de los acuerdos de paz, lo que implica compromisos 
entre actores políticos, o surgir como resultado de políticas públicas 
formuladas en el nuevo escenario de oportunidad que representa el fin 
de la violencia. En cualquier caso, su efectividad radica en las prácti-
cas que se desarrollan en los territorios, es decir, en el nivel de imple-
mentación institucional.
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Ahora bien, cuando se despliegan reformas en territorios con dis-
tintos niveles de afectación por el conflicto armado, es necesario con-
siderar la [re]construcción de relaciones con la sociedad a partir de la 
satisfacción de sus expectativas. En este sentido, la ciudadanía en el 
posconflicto puede reaccionar de dos maneras: a) reconociendo el pa-
pel del Estado en los territorios y promoviendo un acercamiento entre 
la sociedad y las instituciones, o b) rechazando las iniciativas estatales, 
ya sea por las experiencias vividas durante la guerra o por la descon-
fianza en la eficacia del Estado. 

Por último, las prácticas en los territorios determinan el grado de 
implementación de las reformas estatales y la materialización de los 
cambios institucionales tras el conflicto. En otras palabras, el análisis 
de estas prácticas permite observar cómo se concretan las expresiones de 
la institucionalidad en el ámbito local, donde confluyen tanto las ex-
periencias de la guerra como las dinámicas propias de las instituciones 
en relación con la sociedad.

Los tres elementos, en conjunto, orientan la re-construcción de la 
capacidad del Estado en los periodos de posconflicto, generando lo que 
en este libro se ha denominado un posconflicto diferenciado, es decir, 
expresiones territoriales que determinan las experiencias de violencia 
después de un conflicto armado, en función de los factores que inciden 
en dicha re-construcción. Esta diferencia territorial conlleva distintos 
impactos sobre la violencia en el posconflicto, que pueden traducirse 
tanto en su aumento como en su disminución. 

Las violencias que emergen luego de las guerras no son homogé-
neas. Abordar su complejidad implica rastrear las dinámicas locales 
que han sido permeadas por la guerra y que producen efectos especí-
ficos en los territorios donde se reestructuran de manera diferenciada 
conforme a sus características subnacionales.

Así, junto con el papel que desempeña el Estado, la teoría identifica 
tres elementos locales que permiten construir un marco interpretativo 
para la violencia en el posconflicto. Estos elementos hacen referen-
cia a: las experiencias que deja la guerra, las formas de organización 
comunitaria y las competencias armadas que pueden emerger en este 
periodo. Al referirse a las experiencias de la guerra en los territorios, 
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se alude tanto a la violencia desplegada durante las confrontaciones 
armadas como a los órdenes sociales establecidos por los grupos ar-
mados, que influyeron directamente en las poblaciones. Se trata, por 
tanto, de reconocer que los grupos armados pudieron regular la vida 
de la población y el territorio mediante el ofrecimiento de servicios, 
que funcionaron como mecanismos de control y, en algunos casos, do-
taron de cierta legitimidad su accionar. 

En un periodo de posconflicto, cuando el Estado inicia procesos 
de acercamiento institucional en los territorios afectados por la gue-
rra, pueden surgir tensiones entre las expectativas de la población, 
las formas alternas de satisfacción de necesidades instauradas por los 
grupos armados y los servicios ofrecidos por la institucionalidad esta-
tal. Esto puede derivar en disputas por la regulación del orden social 
e instaurar diversos grados de desconfianza frente a las acciones ins-
titucionales desplegadas en los territorios. Al hablar de orden social y 
de las disputas por este, se hace referencia al conjunto de institucio-
nes creadas para orientar los patrones de interacción que rigen las re-
laciones entre los individuos (North et ál., 2009), ofreciendo un cierto 
grado de predictibilidad en sus acciones. 

Junto con las experiencias de la guerra, la teoría también destaca 
las formas de organización comunitaria. Aunque estas suelen ser fuer-
temente golpeadas durante las confrontaciones armadas, las comuni-
dades no pierden necesariamente su agencia. Por el contrario, pueden 
generar procesos de resistencia o de autonomía que, lejos de reducirlas 
a simples depositarias de la violencia, les permiten desarrollar prác-
ticas sociales que determinan nuevas formas de regulación del orden 
social, promueven la acción colectiva y contribuyen a la restauración 
de los vínculos sociales. 

En el posconflicto, estas formas comunitarias —algunas de las cua-
les pueden tener origen anterior a la guerra— dan lugar a escenarios 
de encuentro y desencuentro entre los acercamientos institucionales 
y las expectativas de la ciudadanía. Así, las expresiones de organiza-
ción comunitaria pueden incidir en los niveles de violencia, ya que, 
ante el vacío dejado por la guerra, las acciones limitadas del Estado 
y las formas alternas de regulación social, pueden surgir mecanismos 
de autorregulación comunitaria que desconozcan al Estado o entren 
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en tensión con otros actores capaces de ejercer violencia, disputando 
dicha regulación.

En esta línea, la teoría también considera la emergencia de com-
petencias armadas, que pueden disputar la regulación del orden social, 
ya sea entre distintos grupos armados o incluso en confrontación con 
el propio Estado. Estos grupos pueden surgir tras el fin de la guerra o 
ser el resultado de las dinámicas derivadas de las confrontaciones ar-
madas. En cualquier caso, su presencia afecta directamente las dinámi-
cas de violencia en los territorios, impacta a las poblaciones y dificulta 
el proceso de re-construcción de la capacidad estatal, debilitando el 
vínculo entre Estado y ciudadanía. Los escenarios de posconflicto pue-
den presentar vacíos de poder y de control, lo cual favorece la coopta-
ción territorial de zonas estratégicas, mina las expectativas ciudadanas 
y reconfigura escenarios violentos que responden a intereses hereda-
dos de la guerra o que han mutado en sus orientaciones estratégicas.

Acerca de la metodología

Muchos países han logrado superar una guerra, y en muchos de ellos 
las dinámicas de la violencia en el posconflicto han sido variables. 
Algunos se han caracterizado por bajos niveles de violencia colectiva, 
como Bosnia, Croacia, Georgia o Perú (Kurtenbach y Rettberg, 2019); 
mientras que en otros la violencia aumentó, como en Irak, Kosovo y 
El Salvador (Boyle, 2014). Guatemala se encuentra entre este último 
grupo, ya que, tras la paz en 1996, experimentó un incremento varia-
ble en los niveles de violencia. 

Guatemala cumplía una primera condición: había atravesado trans-
formaciones en sus dinámicas de violencia durante el posconflicto, 
orientadas hacia un aumento sostenido. Sin embargo, al observar con 
mayor detenimiento estas expresiones, se evidencia que no fueron ho-
mogéneas; es decir, la violencia no aumentó en todos los territorios 
del país. De hecho, hubo aspectos particulares en su distribución. Por 
un lado, los territorios donde la violencia se intensificó eran predo-
minantemente urbanos, mientras que durante la guerra la violencia se 
concentró principalmente en departamentos y municipios rurales. En 
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otras palabras, se produjo un desplazamiento del conflicto desde los 
municipios del noroccidente hacia otros ubicados en el centro-orien-
te del país. Por otro lado, las motivaciones políticas se diluyeron: el 
carácter criminal predominaba en las acciones violentas, expresado 
en extorsiones, homicidios, amenazas, robos y otros repertorios que 
se volvieron comunes en el país centroamericano. En el posconflicto, 
la violencia fue generada por actores distintos, como las maras salva-
truchas —pandillas juveniles vinculadas al crimen organizado—, así 
como por organizaciones violentas asociadas al narcotráfico, la trata 
de personas y el crimen transnacional. 

La segunda condición que hacía de Guatemala un caso de estudio 
pertinente es que presentaba suficiente variación territorial en los ni-
veles de violencia, lo cual permitía un análisis subnacional. Más que 
comparar la experiencia del posconflicto en dos países, este libro pro-
pone un enfoque que analiza las variaciones internas dentro de una 
misma entidad política, a partir de los esfuerzos por la reconstrucción 
estatal o por reformas institucionales derivadas tanto de los Acuerdos 
de Paz como de iniciativas autónomas de política pública. El caso gua-
temalteco lo permitía, por lo que se seleccionaron dos municipios para 
el análisis: Chimaltenango y Totonicapán. Ambos pueden ubicarse en 
la figura 10.

Ambos municipios reunían las condiciones necesarias para ser se-
leccionados, ya que presentaban suficientes diferencias entre sí, lo que 
permitía desplegar la teoría y comprender las diversas trayectorias del 
posconflicto guatemalteco. Chimaltenango, cercano a la Ciudad de 
Guatemala, fue uno de los municipios fuertemente golpeados por la 
violencia del conflicto armado. Desde allí, el ejército desplegó diver-
sas operaciones militares para recuperar el control del norte del país, 
donde operaban las guerrillas. El posconflicto no fue menos violento: 
pese a su cercanía con la capital, los índices de violencia aumentaron 
de forma sostenida, especialmente los homicidios y las extorsiones. 
Totonicapán, ubicado a unas cuatro horas de la capital, también su-
frió la violencia de la guerra, aunque no en la misma magnitud que 
Chimaltenango. Sin embargo, fue escenario de disputas territoriales 
entre actores armados que se tradujeron en homicidios selectivos y 
violaciones de derechos humanos. En el posconflicto, la situación fue 
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distinta: los niveles de violencia se mantuvieron sustancialmente ba-
jos en comparación con la media nacional que se ubicaba en una tasa 
de homicidios promedio de 25 por cada cien mil habitantes2, siendo el 
municipio menos violento de todo el país.

¿Por qué esta variación? ¿Qué hizo —o dejó de hacer— el Estado 
para que esto ocurriera? Ambos municipios ofrecieron elementos para 
responder a estas preguntas. Si bien los dos fueron impactados por el 
conflicto armado, la magnitud de las afectaciones fue distinta. Además, 
sus formas organizativas también difieren. Aunque Guatemala es pre-
dominantemente indígena, en Chimaltenango existe mayor mestizaje, 
mientras que en Totonicapán los cantones —forma organizativa indí-
gena— regulan la vida colectiva. Chimaltenango está más integrado 
al Estado guatemalteco, dada su cercanía con la capital y con la zona 
franca que impulsó el comercio. Totonicapán, en cambio, se encuentra 
a mayor distancia y presenta altos índices de necesidades básicas insa-
tisfechas; por ejemplo, su departamento registra la mayor tasa de des-
nutrición crónica del país (Morales, 2020). En resumen, las diferencias 
entre estos municipios permitieron explorar las dinámicas territoriales, 
abriendo una ventana explicativa sobre los impactos diferenciados de 
la acción estatal en relación con la violencia. Las variaciones —aumen-
to o disminución— en las dinámicas de violencia están relacionadas, 
entre otros factores, con las decisiones que los Estados toman o dejan 
de tomar en los procesos de re-construcción de su capacidad, lo cual 
se expresa de manera diferenciada en los territorios al momento del 
despliegue institucional y en su relación con la sociedad. 

Para responder a estas preguntas, se recurrió a la metodología 
de process tracing. La información recolectada fue analizada a través 
de cuatro niveles que, en conjunto, permitieron establecer los alcan-
ces interpretativos sobre las dinámicas locales de violencia en el pos-
conflicto. El primer nivel consistió en la construcción de un marco 
teórico centrado en la re-construcción de la capacidad estatal tras la 

2	 La tasa de homicidios es el indicador básico en materia de política criminal 
y mide la cantidad de personas por cada cien mil habitantes que perdieron 
la vida a causa de un homicidio, permitiendo la comparación entre periodos, 
zonas geográficas o países. 



20

Y al final solo hubo más violencia

guerra. El segundo nivel identificó las variables explicativas rastrea-
das en Chimaltenango y Totonicapán, a partir de las cuales se analizó 
la influencia de las reformas estatales en las dinámicas de violencia. 
El tercer nivel examinó el desarrollo de dichas variables en cada mu-
nicipio, resaltando cómo sus particularidades inciden en la violencia. 
Finalmente, el cuarto nivel integró los elementos anteriores para eva-
luar el alcance de la teoría explicativa sobre la violencia en periodos 
de posconflicto.

Este libro presenta tres grandes resultados. El primero sostiene que 
un periodo de posconflicto constituye un proceso con distintos grados 
de complejidad, el cual no necesariamente comienza tras el fin de la 
guerra, sino que se encuentra permeado por elementos heredados del 
conflicto. Se trata, por tanto, de una categoría flexible que puede incluir 
reformas institucionales no derivadas exclusivamente de los Acuerdos 
de Paz, pero que inciden en la re-construcción de la capacidad estatal. 

El segundo resultado plantea que, para explicar las dinámicas 
de la violencia en los contextos de posconflicto, es necesario tener en 
cuenta las relaciones nacionales/locales. Si bien la formulación de re-
formas estatales posteriores a la guerra puede originarse en el ámbito 
nacional —ofreciendo un marco interpretativo sobre las orientaciones 
del Estado frente a las secuelas del conflicto—, la manera en que es-
tas transformaciones se implementan en los territorios varía según las 
condiciones locales. Así, la articulación de ciertos elementos en el ám-
bito local resulta determinante para la emergencia o contención de la 
violencia en el periodo posterior a la guerra. Estas configuraciones dan 
lugar a dinámicas territoriales condicionadas por el relacionamiento 
entre los niveles nacional y municipal, lo cual exige un análisis desde 
la perspectiva de un posconflicto diferenciado, que permita destacar 
las especificidades de cada territorio. 

El tercer resultado señala que las violencias no son homogéneas, 
pues cada territorio presenta una interacción distinta entre los ele-
mentos explicativos. Esto implica la necesidad de rastrear las transfor-
maciones municipales y analizar cómo el Estado interviene en dichas 
interacciones. En este sentido, si bien el Estado incide en las dinámicas 
de la violencia, no constituye un factor explicativo único. Más bien, su 
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impacto se articula con variables locales que permiten comprender el 
aumento o la disminución de la violencia una vez superada la guerra.

Para finalizar, este libro es el resultado de mi tesis doctoral en 
el programa de Estudios Políticos y Relaciones Internacionales de la 
Universidad Nacional de Colombia, la cual fue calificada como meri-
toria. La investigación se centró en Guatemala, pero, ante los aconteci-
mientos recientes en Colombia —particularmente la firma del Acuerdo 
de Paz con las extintas Farc-EP en 2016 y la reconfiguración de la vio-
lencia que el país ha experimentado desde entonces—, se decidió incluir 
un capítulo dedicado al caso colombiano. El capítulo 4, que aborda 
esta realidad, no pretende ofrecer una visión exhaustiva del fenóme-
no actual de violencia. Su propósito es contribuir al debate analítico 
posterior a la firma del Acuerdo de Paz, a través de una lectura de las 
reconfiguraciones territoriales de la violencia en Colombia, tomando 
como caso de observación la región del Bajo Cauca y destacando el 
papel crucial del Estado en las dinámicas locales. 
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Es la palabra más desconcertante del diccionario colombiano: 

“posconflicto”. Conmueve, enrarece, pero nadie sabe del todo qué 

quiere decir. […] Me lo dijo un taxista amable pero derechista pero 

repleto de razones cuando la oímos en la radio: “A mí me da retorci-

jones la palabreja ‘posconflicto’ porque en el pueblo de mi mujer, en 

el Cauca [Colombia], todos los días matan un amigo”.

Ricardo Silva, “Posconflicto” (2015)

El 29 de diciembre de 1996, en el Palacio Nacional de la Cultura 
de la ciudad de Guatemala, se firmó el Acuerdo de Paz Firme y 

Duradera, que ponía fin a más de tres décadas de conflicto armado 
en este país centroamericano. La esperanza de paz había permeado a 
los chapines3, quienes aspiraban a cambios palpables en el Estado y 
en la sociedad. Uno de estos cambios, y quizá el más inmediato, era 
la desaparición de la violencia, un flagelo que había golpeado a todos 
los guatemaltecos, especialmente a la población indígena, de manera 
desproporcionada durante la guerra. A pesar de estas expectativas, en 
1997, un año después de la firma del Acuerdo de Paz, se registraron 
3988 homicidios en el país. Entre 1997 y 2013 fueron asesinadas 80 303 
personas, mientras que el conflicto armado dejó un saldo de aproxi-
madamente 200 000 muertos. 

3	 Chapines es un término coloquial con el que se identifican los guatemaltecos.
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Veinte años después, en Colombia, el 24 de noviembre de 2016, en el 
Teatro Colón de Bogotá, se firmó el Acuerdo Final para la Terminación 
del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, que puso 
fin a cerca de sesenta años de enfrentamientos entre el Estado colom-
biano y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (Farc-EP). 
Las negociaciones de paz, que se prolongaron por cuatro años, gene-
raron grandes expectativas sobre el fin de las confrontaciones arma-
das y, en definitiva, sobre la erradicación de la violencia a través de 
transformaciones institucionales en beneficio de la sociedad. Aunque 
la violencia homicida disminuyó durante los años de negociación y 
hasta la firma del Acuerdo, desde 2017 ha habido un aumento soste-
nido de la violencia, particularmente en los municipios más afectados 
por el conflicto armado (Verdad Abierta, 2021).

Así las cosas, tanto en Guatemala como en Colombia la expecta-
tiva de una reducción de la violencia se desvaneció tras la guerra. Sin 
embargo, la violencia emergente no era la misma que había caracteri-
zado la confrontación armada. Algunas dinámicas diferían de aquellas 
desplegadas durante el conflicto, mientras que otras mantenían vín-
culos directos con los actores armados. Entonces, cabe preguntarse: 
¿qué sucedió tras el fin del conflicto armado en estos países? ¿Cómo 
denominar esta nueva etapa, marcada por la violencia? ¿Acaso todos 
los países que superan un conflicto armado han experimentado mani-
festaciones igualmente violentas? 

En este libro se entiende que, una vez finalizado de manera expresa 
un conflicto armado4 —como en los casos de Guatemala y Colombia, 
donde se firmaron Acuerdos de Paz—, el Estado entra en un periodo 

4	 Cuando se habla de la finalización expresa de un conflicto armado, se hace 
referencia principalmente a su término mediante un acuerdo de paz o, en al-
gunos casos, a una victoria militar por cualquiera de las partes enfrentadas. 
Existen excepciones en cuanto a la debilidad de un Estado tras una guerra. 
En Sri Lanka, por ejemplo, una vez derrotados los Tigres Tamiles en 2009, el 
Estado no enfrentó movimientos secesionistas importantes; por el contrario, 
mantuvo su fortaleza e incluso reprimió a los simpatizantes tamiles (Boyle, 
2014, p. 52).
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de posconflicto, cuya duración oscila entre cinco y siete años5. Durante 
este tiempo, los Estados tienen la oportunidad de re-construir su ca-
pacidad institucional. Se habla de re-construcción porque pueden re-
cuperar las funciones perdidas a lo largo de la guerra o, si nunca las 
tuvieron, emprender su construcción. En este sentido, el posconflic-
to es un periodo crucial para fortalecer la capacidad estatal. Como lo 
plantean Centeno et ál. (2017), es un momento formativo, un big bang 
con cambios que pueden alterar las configuraciones de poder en un 
escenario donde coexisten expectativas de transformación y dinámi-
cas de violencia heredadas de la guerra.

Al menos en teoría, durante el posconflicto se implementan distin-
tos esfuerzos institucionales. Algunos están orientados a la recupera-
ción económica, que desempeña un papel central en la esfera pública 
(Collier, 1994; Collier et ál., 2008). En el ámbito político y social, se 
adoptan estrategias de inclusión de actores políticos o se sanciona a 
aquellos que estuvieron involucrados en la guerra (Hartzell y Hoddie, 
2007). También se encaminan esfuerzos por implementar los acuerdos 
alcanzados en el fin de la guerra (Fortna, 2004, 2008; Walter, 2002). 
Además, este periodo puede representar la continuidad de procesos 
iniciados antes de la guerra o durante ella (Gagnon y Brown, 2014), 
más que una ruptura o momento completamente nuevo. 

Ahora bien, las dinámicas del posconflicto no son iguales en todos 
los países. Dependen, en gran medida, del desarrollo de la guerra, de 
las capacidades institucionales del Estado al momento de superarla y 
de las formas organizativas de la sociedad. No obstante, un rasgo co-
mún a estos periodos es la emergencia de nuevas manifestaciones de 
violencia. Algunas de estas violencias están directamente relacionadas 
con el conflicto armado y pueden estar dirigidas a socavar los acuerdos 
alcanzados. Otras, de carácter más local, son impulsadas por distintos 

5	 El periodo de posconflicto tiene un inicio y un final en el tiempo. Aunque no 
es posible fijar una temporalidad rígida, autores como Boyle (2014) y Gagnon 
y Brown (2014) sugieren que puede extenderse entre cinco y siete años des-
pués de la firma de un acuerdo de paz. Sin embargo, dichos márgenes deben 
entenderse como una referencia flexible, cuya duración debe ser interpretada 
en función del contexto específico en el que se desarrolla.
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actores con fines principalmente criminales. En cualquier caso, la lite-
ratura indica que la violencia es un fenómeno recurrente en los perio-
dos de posconflicto. Entonces, ¿cómo entenderla?

Para responder esta pregunta, en el siguiente apartado se presenta 
un panorama de la discusión académica en torno a la violencia en el 
posconflicto. Se abordan tres explicaciones predominantes en la litera-
tura que han permitido interpretar las manifestaciones de violencia tras 
el fin de un conflicto armado6. De este modo, se evidencian los distintos 
enfoques desarrollados a partir de diversas experiencias internacionales, 
todas orientadas a comprender las causas y dinámicas de las expresiones 
de violencia en sociedades que han superado una guerra. Asimismo, se 
plantea una propuesta teórica que complementa las explicaciones exis-
tentes en la literatura, enfocándose en la manera en que las institucio-
nes estatales orientan, o no, sus esfuerzos hacia la re-construcción de 
capacidades que pueden incidir en la generación de nuevas violencias.

La violencia: ¿un rasgo distintivo 
de los periodos de posconflicto?

Para empezar, es importante aclarar que la violencia hace referencia 
a aquellos actos que implican el uso de la fuerza física o la amena-
za de esta con el propósito de infligir lesión o daño a una persona u 

6	 Este apartado se centra principalmente en los desarrollos teóricos en torno al 
campo de estudio de la violencia en periodos de posconflicto, sin desconocer que 
muchas de las discusiones sobre los escenarios posteriores a las guerras también 
se inscriben en el campo de la construcción de paz. De hecho, como lo sugiere 
Rettberg (2010): “la construcción de paz se debe iniciar antes de que cesen las 
hostilidades y que culmina (y con ella, el periodo de posconflicto) cuando una 
sociedad 1) se ha recuperado del daño físico causado en el transcurso del con-
flicto (medido, por ejemplo, en niveles de reconstrucción), 2) ha aprendido a 
jugar bajo nuevas reglas políticas y económicas (medido, por ejemplo, en reali-
zación regular de elecciones con participación de antiguas contrapartes y trans-
ferencia y distribución pacífica del poder político), y 3) ha sanado sus heridas, 
individuales y colectivas, de tal manera que haya una expectativa generalizada 
(a nivel nacional e internacional) de que las diferencias que persistan no van a 
exacerbarse hasta el punto de recaer en el conflicto violento (p. 382).
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objeto7 (Boyle, 2014, p. 25). Por ello, al finalizar un conflicto arma-
do, resulta razonable esperar una reducción significativa en los nive-
les de violencia (Nasi, 2007). Sin embargo, diversos estudios (Archer y 
Gartner, 1976; Russett, 2003; Darby, 2005; Nasi, 2007; Nussio y Howe, 
2014; Boyle, 2014) han sostenido que, contrario a lo esperado, durante 
el posconflicto no siempre se observa una disminución de la violencia. 
En algunos casos, incluso tras la firma de acuerdos de paz exitosos, 
se ha registrado un aumento significativo de los niveles de violencia. 

Para comprender los cambios en las dinámicas de violencia du-
rante los periodos de posconflicto, como en los casos de Guatemala 
y Colombia, la literatura especializada ha desarrollado tres enfoques 
analíticos que buscan explicar sus causas. Estos enfoques permiten 
entender las transformaciones y conexiones entre las causas de la vio-
lencia y sus manifestaciones emergentes tras la guerra. 

El primer enfoque sostiene que la violencia en el posconflicto es 
una consecuencia de la tolerancia cultivada durante los años de conflic-
to armado. Steenkamp (2005) argumenta que esta violencia es “resul-
tado de las dinámicas que se instauraron a causa de un largo periodo 
de conflicto que lleva al surgimiento de una cultura de la violencia en 
un ambiente social permisivo” (p. 255). Esta cultura de la violencia se 
configura como un sistema de normas, valores y actitudes que legiti-
man, e incluso fomentan, el uso de la violencia para resolver conflictos 
interpersonales. En otras palabras, el conflicto armado puede generar 
una tolerancia social hacia la violencia individual, la cual persiste aun 
después de finalizadas las confrontaciones.

Además, este enfoque plantea que las comunidades que emergen 
de largos periodos de guerra tienden a carecer de una tradición de re-
solución pacífica de conflictos (Steenkamp, 2011). Al concluir las hos-
tilidades, la violencia sigue siendo vista como un recurso legítimo para 
solucionar diferencias. Archer y Gartner (1976) sostienen que algunos 
sectores de la sociedad están influenciados por un paradigma en el 

7	 Bufacchi (2007) plantea que esta delimitación “tiene la importante ventaja 
de delimitar claramente lo que constituye un acto de violencia, evitando así 
la tendencia a utilizar el término violencia como sinónimo de todo lo que es 
malo o moralmente incorrecto” (traducción propia, p. 23).
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que la guerra y la destrucción son aprobadas oficialmente, lo que re-
duce las inhibiciones para quitar una vida humana8. En este sentido, 
“el auspicio del Estado en el uso de la violencia, entre otros factores, 
vuelve aceptable el homicidio; incluso los homicidios cometidos en 
las guerras pueden ser una potencial influencia en la violencia domés-
tica posguerra” (Archer y Gartner, 1976, p. 960). Así, los efectos del 
conflicto armado permean la sociedad, consolidando la idea de que la 
violencia es un mecanismo eficaz para tramitar los conflictos sociales. 

Desde esta perspectiva teórica, la transición de la guerra a la paz 
puede conllevar una redefinición de los controles sociales, especialmente 
en sociedades donde el Estado carece de legitimidad y de instituciones 
capaces de orientar a los ciudadanos hacia formas pacíficas de resolu-
ción de conflictos (Steenkamp, 2011). Schuld (2013) señala que, en el 
caso de Sudáfrica, la cultura de la violencia, constituida durante el ré-
gimen del apartheid y experimentada cotidianamente por la población, 
dio paso, luego de 1994, “a las narrativas de los altos índices de violen-
cia criminal, existiendo en varias ocasiones ‘mixturas’ entre la violen-
cia política y el crimen” (p. 62). Por tanto, las manifestaciones violentas 
que se observan en un periodo de posconflicto se desarrollan en un es-
cenario donde la permisividad frente al uso de la violencia es elevada. 
Esto puede provocar un incremento de la violencia una vez finalizadas 
las confrontaciones armadas, así como la persistencia de formas híbri-
das, en las que se entrelazan elementos de violencia política y criminal.

El segundo enfoque, por su parte, centra su atención en las mani-
festaciones criminales de la violencia durante los periodos de poscon-
flicto. Aunque estas pueden conservar algunas características heredadas 
del conflicto armado, se transforman en cuanto a sus motivaciones y 
dinámicas. En este sentido, el legado criminal que emerge tras la gue-
rra se concibe como una “violación al re-establecido sistema legal, 

8	 Butler (2010) argumenta que “La guerra sostiene sus prácticas actuando so-
bre los sentidos, trabajándolos para poder aprehender el mundo de manera 
selectiva […] Por eso la guerra actúa para socavar las bases de una democra-
cia sensata, restringiendo lo que podemos sentir, disponiéndonos para sentir 
repulsa e indignación frente a una expresión de la violencia y frialdad justifi-
cada frente a otra” (p. 81). 
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usualmente referida al crimen, asumido como algo personal, emocio-
nal o económico en cuanto a sus motivaciones” (Schuld, 2013, p. 63). 

Esta violencia se explica en el contexto de redefinición de los ins-
trumentos de control social y de las instituciones posteriores a la gue-
rra. Por ejemplo, Nasi (2007) señala que, en El Salvador y Guatemala, 
la violencia posguerra cambió en términos de su racionalidad y sus 
perpetradores: por un lado, los objetivos socioeconómicos sustituye-
ron a los políticos; por otro, numerosos grupos criminales pequeños 
reemplazaron a las fuerzas armadas y guerrilleras, que eran estructu-
ras relativamente grandes y jerarquizadas (p. 118). En este nuevo esce-
nario, los actores del conflicto armado transformaron su papel. Ya no 
combatían por los ideales políticos que motivaron la guerra, sino que 
sus acciones reflejaban nuevas prioridades y complejidades. 

Boyle (2014) reconoce que, si bien la violencia en el posconflicto es 
cualitativamente diferente de la violencia organizada que la precedió en 
términos de incidencia, magnitud, tipología y objetivos, hay múltiples 
factores del conflicto que pueden influir en su desarrollo. De hecho, 
como señala Barnes (2017), en un conflicto armado pueden coexistir 
diversas formas de violencia que no son necesariamente políticas, sino 
criminales. Sin embargo, estas dinámicas criminales pueden desplegar-
se dentro de la lógica de la confrontación armada, estableciendo vín-
culos con las partes en conflicto para obtener ganancias estratégicas y 
criminales, que no son mutuamente excluyentes. Por lo tanto, es pre-
visible que estas manifestaciones de violencia no desaparezcan con el 
fin del conflicto armado, sino que, en muchos casos, se mantengan o 
se transformen tras la guerra.

Este enfoque resalta que los periodos de posconflicto pueden favo-
recer la obtención de rentas mediante el ejercicio de la violencia, como 
resultado del ambiente de inestabilidad y las condiciones estructurales 
de las instituciones en Estados que han salido de una guerra, como lo 
señala Oehme (2008). La debilidad de las estructuras encargadas de 
garantizar el orden social puede incentivar el uso de la violencia, de ahí 
la importancia de re-construir las instituciones de seguridad para ge-
nerar confianza entre los ciudadanos. Estas reformas, según Oehme 
(2008), son “fundamentales para maximizar la efectividad de la policía 
y las fuerzas de seguridad, pero también de la justicia criminal, pues la 
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incapacidad de proveer servicios básicos en el país lleva a la descon-
fianza de los ciudadanos” (p. 88). 

Collier (1994) sostiene que, como resultado de las guerras civiles, las 
instituciones de la sociedad civil9 se erosionan y generan un declive en 
su capital social, debilitando así la acción colectiva de las poblaciones. 
En consecuencia, no deberían existir grandes expectativas respecto a un 
sustancial dividendo de paz, ni en términos de crecimiento económico 
ni de estabilidad gubernamental, pues las guerras civiles generan dos 
tipos de inseguridad: una microinseguridad, derivada del largo tiempo 
que suele tomar la re-construcción de los servicios de seguridad, y una 
macroinseguridad, relacionada con la posibilidad de que la guerra se 
reanude. En este último caso, los antiguos combatientes podrían reto-
mar actos criminales si no reciben incentivos adecuados por parte del 
gobierno. Para comprender esta violencia, Raeymaekers (2013) advier-
te que no basta con analizar sus causas o razones de emergencia, sino 
que es necesario examinar cómo se configuran el orden y la autoridad 
en distintos contextos sociales y políticos. Dichos contextos pueden ser 
locales, translocales, nacionales, regionales o incluso transnacionales. La 
guerra, en este sentido, ofrece un marco que posibilita una amplia va-
riedad de estrategias violentas, actividades rentables y ventajas políticas 
que pueden ser perseguidas con un alto grado de impunidad por diver-
sos grupos, afectando así las dinámicas territoriales en el posconflicto.

El tercer enfoque para explicar la violencia en los periodos de 
posconflicto se centra en la seguridad de los actores que participaron 
en el conflicto armado. Según esta perspectiva, una vez finalizado el 
conflicto, la violencia puede convertirse en una herramienta para ga-
rantizar la seguridad de quienes participaron en las confrontaciones: 
“Entre mayor sea el daño que se piensa que puede causar una parte 
poco confiable, menor será la voluntad de cumplir con los acuerdos” 
(Walter, 2002, p. 22). Así, se configura un escenario de extrema vulne-
rabilidad, en el que confiar en que la otra parte cumplirá con lo pac-
tado resulta difícil. Este dilema, característico de las guerras civiles, 

9	 Cabe señalar que, al hablar de sociedad civil, Collier se refiere a las formas 
organizativas de la sociedad.
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incrementa la ansiedad de los grupos respecto a su seguridad futura, 
ya que enfrentan dos escenarios: la desmovilización de sus fuerzas, 
que podría exponerlos a la aniquilación, y la necesidad de confiar en 
las instituciones del Estado. 

Fortna (2004, 2008) advierte sobre las condiciones que pueden 
afectar la implementación de los acuerdos de paz y el escenario de vio-
lencia que enfrentan los actores involucrados. La violencia entre ene-
migos que han estado en combate suele ser percibida como un medio 
razonable para alcanzar los objetivos que han perseguido, y su recu-
rrencia puede verse favorecida por cuatro condiciones: los incentivos 
para atacar, el temor a un ataque, los accidentes involuntarios y la 
disputa por la distribución de las ganancias. Estos factores reflejan 
la preocupación sobre la seguridad futura una vez finalizado el con-
flicto. Si los actores que participaron en las confrontaciones perciben 
que lo pactado pone en riesgo su seguridad, la violencia se convierte 
en un instrumento para renegociar los acuerdos o incluso reanudar el 
conflicto. De manera similar, Kathman y Wood (2016) sostienen que 
la inestabilidad y la incertidumbre del ambiente posconflicto generan 
dilemas severos de seguridad. En este contexto, los combatientes pue-
den desconfiar de los procesos de desarme y desmovilización, lo que 
puede llevarlos a incrementar los ataques contra civiles como estra-
tegia para preservar o expandir su base de poder y eliminar posibles 
amenazas en sus zonas de control. 

Estos escenarios, que generan dilemas de seguridad para los acto-
res involucrados en las guerras, pueden propiciar la aparición de los 
llamados spoilers. El spoiler es “un actor quien considera que la paz 
amenaza su poder, la manera de ver el mundo y sus intereses, y hace 
uso de la violencia para minar los intentos de alcanzarla” (Stedman, 
2003, p. 112). Es decir, se trata de un agente que emplea la violencia 
durante las negociaciones o tras la firma de un acuerdo de paz, espe-
cialmente en su fase de implementación. Existen dos tipos de spoilers: 
1) aquellos actores que fueron excluidos de los acuerdos de paz y re-
curren a la violencia para oponerse a lo pactado, y 2) aquellos que, a 
pesar de haber sido incluidos en los acuerdos, expresan su inconfor-
midad mediante el uso de la violencia (Zahar, 2006, p. 38). Estos ac-
tores producen violencia con el propósito de minar los acuerdos de 
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paz. Es decir, su intencionalidad, una vez finalizado el conflicto e ini-
ciado el periodo de posconflicto, es destruir lo negociado o modificar 
los términos establecidos. Este enfoque, por tanto, centra su atención 
en aquella violencia que puede afectar la estabilidad alcanzada con un 
acuerdo de paz y conducir a la reanudación del conflicto armado, o 
incluso al inicio de uno nuevo10.

En resumen, la literatura internacional permite observar que existe 
una relación entre el fin de la guerra, el inicio de un periodo de pos-
conflicto y la emergencia de nuevas violencias. En este sentido, estos 
enfoques deben ser comprendidos como marcos interpretativos que se 
complementan y entrelazan para ofrecer explicaciones del surgimien-
to y comportamiento de la violencia. Pero, ¿qué pasa con el Estado en 
estas teorías? ¿Qué rol desempeña en las dinámicas de violencia que 
surgen luego de las guerras?

El despliegue del Estado 
en los periodos de posconflicto

El Estado se entiende como una forma de organización que orienta las 
relaciones sociales a través de instituciones que, entre otros aspectos, 
ofrecen bienes y servicios a la población. Para ello, cuenta con al me-
nos tres características fundamentales: 1) autonomía (libertad frente a 
influencias externas o posibles capturas por intereses locales), 2) auto-
ridad (legitimidad sobre el uso de la fuerza y la coerción) y 3) capaci-
dad (habilidad para formular políticas y ofrecer servicios) (Sisk, 2013, 
p. 46). Si bien la guerra desempeñó un papel trascendental en la cons-
titución del Estado11, al permitir la centralización del poder y el mono-
polio de la fuerza, en las últimas décadas la existencia de un conflicto 

10	 Para profundizar en este enfoque, puede consultarse el artículo de Stedman 
(1997).

11	 Tilly (2002) sostiene que, en el caso de los Estados europeos, la guerra fue 
un factor fundamental en su proceso de constitución. En la misma línea, 
Centeno (2002) analiza por qué la ausencia de grandes guerras en América 
Latina fue determinante en la configuración del Estado. 
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armado ha sido abordada como un factor de debilidad e inestabilidad 
institucional12. Esto se debe a que afecta la capacidad del Estado para 
ofrecer respuestas institucionales y garantizar la prestación de servi-
cios básicos a la población, especialmente en ámbitos como la justicia 
y la seguridad13. En cualquiera de estos escenarios, la superación de 
las confrontaciones armadas es un imperativo tanto del Estado como 
de la sociedad, lo que implica enfrentar una serie de retos institucio-
nales derivados de los impactos de la violencia. 

Los Estados se ven obligados a diseñar estrategias o reformas 
estructurales que les permitan reconstruir sus relaciones con la so-
ciedad, garantizando la provisión de servicios y estableciendo con-
diciones estables para el acceso ciudadano a estos. Este proceso de 
re-construcción de la capacidad estatal puede incidir en las dinámicas 
de la violencia en el posconflicto, pues existe la posibilidad de que 
emerjan manifestaciones violentas disímiles en los territorios. Estas 
pueden estar relacionadas con el fin de la guerra y con las experien-
cias locales de las comunidades. Como resultado de estos factores, 
en algunos escenarios la violencia puede aumentar, como ocurrió en 
Guatemala, donde la tasa de homicidios casi se duplicó tras la guerra 
(Nasi, 2007, p. 117), o en países como Iraq y Afganistán, considera-
dos ambientes duros por sus altos niveles de violencia. Por el contra-
rio, en otros casos, como los de Etiopía, Kuwait e incluso Sri Lanka, 
se registraron bajas tasas de violencia letal luego del fin de la guerra 
(Boyle, 2014, pp. 55 y ss.).

Estas manifestaciones violentas pueden ser el resultado del proce-
so dual entre guerra y paz (Steenkamp, 2011), pero también dependen 
de la manera en que el Estado logra, o no, consolidar su presencia en 
los territorios afectados por el conflicto. En estos espacios, marcados 
por la guerra, las dinámicas comunitarias juegan un papel crucial en 

12	 Francisco Gutiérrez Sanín ofrece un análisis detallado sobre las limitaciones 
de las mediciones de fragilidad estatal. Su trabajo puede encontrarse en el li-
bro de López (2016, pp. 90-96).

13	 Además de la seguridad y la justicia, otros servicios esenciales pueden ser ob-
jeto de especial atención por parte de los Estados en los periodos de poscon-
flicto, como la salud y la educación.
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la regulación del orden social, lo que puede generar continuidades o 
transformaciones en las expresiones de violencia.

Ante este panorama, en este libro se sostiene que la violencia en 
los periodos de posconflicto está estrechamente ligada a la re-cons-
trucción de la capacidad estatal, la cual no ocurre en un vacío, sino en 
territorios con particularidades derivadas de la guerra, las formas or-
ganizativas de la población y la presencia de actores armados en com-
petencia. Estos elementos, en conjunto, permiten analizar las distintas 
expresiones de violencia que surgen en el posconflicto, así como sus 
posibles cambios, ya sea en términos de aumento, disminución o con-
tinuidad. La transición a un periodo de posconflicto no implica una 
ruptura evidente entre la guerra y su superación; más bien, se asemeja 
a una situación de no peace, no war (Richards, 2004), es decir, un esce-
nario donde no hay una delimitación precisa entre la violencia propia 
de la guerra y su posible superación. Persisten dinámicas derivadas de 
las confrontaciones armadas que permanecen en los territorios afecta-
dos, las cuales se conjugan con iniciativas de paz impulsadas mediante 
transformaciones institucionales, así como con experiencias y expec-
tativas poblacionales que resultan determinantes. 

Al realizar un análisis subnacional, estas tendencias se vuelven 
más sutiles, ya que los cambios en las dinámicas de violencia no pre-
sentan rupturas evidentes; por ello, se hace necesario rastrear los ele-
mentos territoriales que permiten identificar transformaciones en la 
emergencia de la violencia. Dichos elementos pueden evidenciar va-
riaciones y continuidades en los municipios de un Estado. A nivel mu-
nicipal, las fronteras entre la violencia producida durante la guerra 
y aquella posterior a ella son difusas; por tanto, se deben considerar 
otros factores para explicar las dinámicas que se generaron en esos 
contextos. La figura 1 muestra los elementos que deben ser objeto de 
análisis para determinar, en conjunto, cuáles son las dinámicas de la 
violencia en distintos territorios de un Estado que ha entrado en un 
periodo de posconflicto. 
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Periodo de poscon�icto

Re-construcción capacidad estatal
Violencia

Experiencias de la guerra
Competencias 

armadas

Formas de recon�guración poblacional

Con�icto armado

Figura 1. Dinámicas de la violencia en el posconflicto

Fuente: elaboración propia.

La figura 1 representa la interacción entre los distintos elementos que 
permiten analizar la violencia en un periodo de posconflicto. En este 
contexto, las dinámicas que adquiere la violencia deben ser aborda-
das mediante un análisis que considere las particularidades locales 
que pueden influir en su aumento, disminución o continuidad. Las 
realidades territoriales están conformadas por diversos factores que 
inciden en los periodos de posconflicto, algunos de los cuales derivan 
de las lógicas de la guerra, mientras que otros emergen o se reconfi-
guran tras el cese de las confrontaciones armadas. En conjunto, estos 
elementos reflejan la complejidad, la especificidad y las expresiones 
locales de la violencia, cuya interacción resulta determinante para 
comprender por qué pueden presentarse cambios o continuidades en 
sus manifestaciones.

La literatura revisada señala que no es común que los Estados 
alcancen un óptimo funcionamiento a lo largo de los periodos de 
posconflicto. La interacción entre los distintos factores influye en la 
posibilidad de re-construcción de capacidades, el despliegue institu-
cional, la relación con la sociedad y la aparición de diversas formas 
de violencia. Las experiencias internacionales evidencian las dificulta-
des para fortalecer la presencia estatal en territorios afectados por la 
violencia, así como para controlar la violencia organizada que puede 
emerger una vez finalizado el conflicto armado. 
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Uno de los casos con bajos índices de violencia tras la guerra es 
Sri Lanka. En este país, la guerra terminó con una victoria militar, lo 
que implicó la eliminación de buena parte de la minoría tamil, la im-
plementación de medidas discriminatorias en los ámbitos político y 
social, la militarización de la sociedad y la consolidación de un Estado 
fuerte que contuvo posibles brotes de violencia (Höglund y Orjuela, 
2012). Sin embargo, el caso de Sri Lanka presenta particularidades di-
fíciles de replicar en otros contextos, lo que resalta la importancia de 
analizar las interacciones entre los factores locales en los territorios 
donde se desplegó la violencia de la guerra y donde, en el posconflicto, 
pueden emerger manifestaciones de violencia diferenciadas. 

La manera en que los Estados actúan tras el fin de la guerra es 
determinante, pero también lo es la forma en que logran establecer su 
presencia en los territorios y considerar las experiencias locales frente 
al conflicto y las expectativas tras su finalización. En este sentido, las 
expresiones de la estatalidad facilitan el acercamiento a poblaciones 
que pueden tener una imagen distinta del Estado y que, al concluir la 
guerra, enfrentan un vacío en la regulación del orden social. El des-
pliegue institucional, es decir, la manera en que el Estado llega a los 
territorios, incide en la re-construcción de su capacidad, ya que da 
inicio a la materialización de cambios en la relación con la sociedad. 

A nivel local, la experiencia del Estado suele diferir de lo estableci-
do en los planes formales. De hecho, el Estado no siempre se presenta 
como una entidad coherente; por el contrario, sus instituciones desa-
rrollan prácticas contextualizadas que reflejan la complejidad de la 
realidad posterior a la guerra. Son precisamente estas prácticas de las 
instituciones locales las que permiten imaginar al Estado como una en-
tidad translocal (Abrams et ál., 2015). La presencia institucional es un 
factor clave en la re-construcción de la capacidad estatal en el poscon-
flicto, ya que permite evidenciar cómo el Estado implementa reformas 
que generan impactos en los contextos locales. Por ello, a continuación, 
se presentan los elementos de análisis fundamentales para comprender 
las dinámicas de la violencia en el posconflicto, los cuales constituyen el 
marco de referencia para iniciar un proceso de re-construcción estatal. 
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Hacia la re-construcción estatal  
en el posconflicto

Durante una guerra, la capacidad del Estado para proveer servicios, 
garantizar seguridad y recaudar impuestos puede verse afectada por 
la escasez de recursos o la imposibilidad de hacer frente a grupos ar-
mados que buscan debilitar su soberanía. Del mismo modo, el cumpli-
miento de estas funciones implica una relación directa entre el Estado 
y la población, lo que representa una oportunidad para fortalecer su 
presencia en la sociedad mientras atiende las necesidades de la ciuda-
danía. La recuperación de estas funciones permite reestablecer el ni-
vel de control estatal sobre la sociedad y facilitar la implementación 
de políticas públicas en el territorio, lo que Mann (2007) denominó 
poder infraestructural14. 

La figura 2 representa el periodo de posconflicto y los procesos diri-
gidos a la re-construcción de la capacidad estatal mediante la provisión 
de servicios básicos a poblaciones que estaban bajo el control de grupos 
armados o cuya atención había sido limitada por la violencia política. 
Al mismo tiempo, destaca la importancia del reconocimiento de las 
acciones institucionales. En otras palabras, los factores allí represen-
tados desempeñan un papel clave en la posguerra, ya que las acciones 
institucionales inciden tanto en las dinámicas nacionales como en las 
locales. Esto implica que, en el posconflicto, se producen particulari-
dades subnacionales que dependen de las iniciativas nacionales adop-
tadas, las cuales influyen en la evolución de la violencia.

14	 Como han señalado Soifer y Hau (2008), el poder infraestructural del Estado 
no es sinónimo de burocracia, aunque puede ser una condición necesaria para 
su desarrollo. Sin la capacidad de penetrar la sociedad mediante actos rutina-
rios de comunicación y regulación, resulta difícil consolidar una burocracia 
estatal eficiente (p. 224).
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Recolección 
de impuestos

Re-construcción de capacidad del Estado

Justicia Seguridad

Provisión de servicios básicos Credibilidad en las instituciones estatales

Figura 2. Periodo de posconflicto

Fuente: elaboración propia.

En el periodo de posconflicto, los Estados pueden centrar sus esfuerzos 
en la re-construcción de su capacidad a través de dos elementos bási-
cos (como se observa en la figura 2): 1) Las respuestas institucionales 
a la sociedad, es decir, la capacidad de los Estados para brindar ser-
vicios a la población, en especial aquellos relacionados con justicia y 
seguridad. Estos dos servicios son los que mayor afectación sufren en 
contextos de conflicto armado, ya que, como se señaló anteriormen-
te, los grupos armados, al instaurar un orden social, pasan a regular 
la vida de las comunidades, ofreciendo, por ejemplo, mecanismos de 
justicia. En este sentido, durante el posconflicto, los Estados intentan 
recuperar o instaurar el monopolio legítimo del uso de la fuerza para 
enfrentar amenazas violentas vinculadas al conflicto finalizado, o bien, 
para hacer frente a nuevas expresiones de violencia que puedan surgir; 
y 2) La recomposición de las relaciones entre el Estado con la socie-
dad, con el propósito de fortalecer su credibilidad en los territorios. 
Este proceso busca lograr que el acercamiento institucional, a través 
de la prestación de servicios, cuente con la aceptación de los poten-
ciales beneficiarios.

Respecto al primer elemento, relacionado con las respuestas ins-
titucionales, los Estados tienen la posibilidad, tras el fin de la guerra, 
de llevar a cabo reformas estructurales que permitan adecuar sus ins-
tituciones a las nuevas demandas de la sociedad. Esto es impulsado 
tanto por las expectativas que genera la paz como por la voluntad 
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política que puede estar presente para reestructurar la instituciona-
lidad estatal.

Este periodo representa una oportunidad para sentar las bases del 
fortalecimiento institucional, superando así los impactos negativos que 
el conflicto armado ha generado tanto en la administración pública 
como en la sociedad en general. En cuanto a la institucionalidad, la 
guerra afecta directamente la provisión de servicios a la población, ya 
que en estos contextos los actores armados instauran órdenes socia-
les paralelos que segmentan el territorio y, dependiendo del grado de 
control ejercido, determinan quién gobierna, en qué dominios, con qué 
mecanismos de cumplimiento y qué tipo de relación debe establecerse 
con la población (Arjona, 2014, p. 364). 

Surge entonces una pregunta fundamental: ¿cuáles necesidades o 
servicios debe proveer el Estado en un periodo de posconflicto? Si bien 
son muchas las necesidades que enfrentan las poblaciones tras una gue-
rra, también es cierto que los Estados, en un periodo que puede osci-
lar entre cinco y siete años, no pueden responder a todas y cada una 
de las demandas de las comunidades afectadas. Por ello, la capacidad 
estatal en el posconflicto debe priorizar algunos servicios básicos, en-
tre ellos, la justicia, entendida como un elemento clave para canalizar 
la conflictividad social (aún más urgente tras la guerra) y para pro-
mover la convivencia y el orden social mediante la resolución pacífica 
de disputas. La justicia es también un servicio que frecuentemente es 
cooptado por grupos armados con el fin de regular la vida social de 
las comunidades. Su recuperación por parte del Estado es, por tanto, 
una herramienta fundamental para el fortalecimiento de la conviven-
cia en los territorios. 

Junto con la justicia, debe considerarse la capacidad de extracción, 
es decir, la posibilidad del Estado de recaudar impuestos de la pobla-
ción. Este aspecto es clave, ya que en muchas zonas donde el conflicto 
armado fue intenso y los grupos armados ejercieron control, los re-
cursos fueron desviados para mantener las dinámicas violentas. En el 
posconflicto, corresponde a las instituciones estatales asumir el con-
trol de dichos recursos, a fin de destinarlos al desarrollo y bienestar 
de las comunidades. 
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Finalmente, en términos de servicios básicos, el Estado debe enfo-
carse en la provisión de seguridad. Al concluir una guerra, es esencial 
que el Estado tenga la capacidad de eliminar la competencia armada que 
persiste —ya sea como remanente del conflicto o como nuevas di
námicas violentas—, la cual amenaza el monopolio legítimo de la fuer-
za. Esto incluye enfrentar la posibilidad de un aumento de crímenes 
violentos, tanto en zonas directamente afectadas por el conflicto arma-
do como en otras susceptibles a nuevas formas de violencia. Además, 
pueden surgir expresiones de justicia por mano propia por parte de las 
comunidades, debido a la incertidumbre sobre la respuesta estatal ante 
condiciones de inseguridad15. También es posible que las comunidades 
recurran a mecanismos de seguridad privada, lo que puede debilitar 
aún más la relación entre el Estado y la sociedad. 

El segundo elemento básico de la capacidad estatal es la recom-
posición de las relaciones entre la institucionalidad y la sociedad, 
especialmente en comunidades cuya relación con el Estado ha sido 
históricamente débil y cuyo vínculo se deterioró aún más a causa de 
la guerra. Este elemento se relaciona estrechamente con las reformas 
institucionales mencionadas anteriormente, ya que estas reformas per-
miten que las comunidades empiecen a reconocer acciones estatales 
que responden a sus necesidades. Ese reconocimiento favorece la acep-
tación de las disposiciones del Estado, contribuyendo a que su pre-
sencia no sea cuestionada, sino que se perciba como algo “tan natural 
como los ríos y las montañas” (Bakke et ál., 2014, p. 593). Las refor-
mas institucionales, al responder a necesidades sentidas de la pobla-
ción mediante la prestación de servicios, ayudan a la re-construcción 

15	 Un ejemplo ilustrativo de “justicia por mano propia” en un periodo de pos-
conflicto son las expresiones de violencia registradas en diversas zonas rura-
les de Guatemala. Allí, después de la firma del acuerdo de paz y durante los 
cinco años siguientes, se reportaron 424 linchamientos perpetrados por co-
munidades. Una explicación de este fenómeno ha sido formulada por Godoy 
(2006), quien sostiene que: “ante la delincuencia generalizada y la ineficacia 
lamentable de los sistemas de justicia estatales en regímenes paralizados por 
las leyes del autoritarismo, algunas personas se toman la justicia por su mano” 
(traducción propia, p. 14). 
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de la credibilidad del Estado y a superar el impacto del conflicto ar-
mado en la confianza ciudadana. 

Este proceso de re-construcción de la capacidad estatal en el mar-
co del posconflicto puede tener una influencia directa en las dinámicas 
de violencia. En este sentido, surge una pregunta fundamental: ¿qué 
elementos de la reconstrucción de la capacidad estatal deben conside-
rarse para interpretar las dinámicas de la violencia en el posconflicto? 

La re-construcción de la capacidad estatal

En este libro se sostiene que, precisamente en el marco del despliegue 
de acciones estatales para re-construir capacidad y recomponer las re-
laciones con la sociedad, emergen elementos que afectan las dinámicas 
de violencia. Estos elementos están vinculados con las experiencias de 
la guerra, la cohesión comunitaria y la competencia armada en los te-
rritorios. De acuerdo con Mann (2007), el Estado se caracteriza por el 
papel central que desempeña frente a sus instituciones diferenciadas, 
donde la esencia de sus funciones radica en el monopolio de la do-
minación coactiva. Sin embargo, este monopolio puede enfrentar di-
ficultades para consolidarse o verse afectado por la existencia de una 
guerra. Así, los Estados tienen —en teoría— la capacidad de regular 
el orden social dentro de un territorio determinado mediante una se-
rie de instituciones que representan sus intereses y que son reconoci-
das por la población. No obstante, el despliegue de estas tareas en los 
territorios no está exento de obstáculos.

El proceso de re-construcción de la capacidad de un Estado es un 
entramado de acciones y relaciones con expresiones territoriales. La 
interacción de estos elementos determina la llegada del Estado a los 
territorios y la manera en que se materializa en ellos. Por esta razón, 
para comprender los procesos de re-construcción de capacidad, es ne-
cesario analizar: 1) la manera en que se ofrecen respuestas institucio-
nales como resultado de la puesta en marcha de reformas estatales; 
2) la relación que se construye entre la sociedad y las instituciones lo-
cales a partir de dichas reformas; y 3) las expresiones concretas de estos 
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procesos en los territorios y las comunidades, es decir, las prácticas que 
surgen a nivel local y la forma en que se materializan16. 

Observar esta interacción permite entender cómo se configuran las 
condiciones estructurales en un Estado para llegar a los territorios afec-
tados directamente por la confrontación armada. Este proceso implica 
re-construir la relación con la sociedad mediante la reorientación (Sisk, 
2013, p. 110) de las disposiciones estatales para brindar mayores bene-
ficios a la población. La figura 3 muestra el proceso de re-construcción 
de la capacidad estatal, donde, además de las acciones de despliegue 
institucional y las reformas necesarias para la superación de una gue-
rra, se consideran las prácticas locales diferenciadas en los territorios. 
Como se verá más adelante, estas prácticas pueden estar determina-
das por las experiencias que deja la guerra. Paralelamente, este proce-
so también incluye la interacción con la sociedad y la manera en que 
el Estado logra acercarse a las comunidades, así como la respuesta de 
estas últimas. En síntesis, se trata de un proceso que combina las dis-
posiciones institucionales generadas por el Estado con los elementos 
locales que emergen tras la confrontación armada. 

Las respuestas institucionales que se implementan tras una gue-
rra son el resultado de reformas estatales que determinan cambios en 
la provisión de servicios y en la relación con la sociedad. Estas refor-
mas generan transformaciones estructurales en el funcionamiento del 
Estado con el propósito de acercar la institucionalidad a los territorios 
y recomponer las relaciones sociales. Todo ello tiene el objetivo de ins-
taurar un nuevo orden social y legal para la población después del con-
flicto. Por ejemplo, en el caso de Somalia, uno de los mayores desafíos 
ha sido garantizar que las reformas del gobierno central aseguren una 
seguridad pública efectiva y un sistema judicial eficiente (Call, 2008, 
p. 208). En El Salvador, los acuerdos de paz incluyeron una reforma 

16	 Esta idea de construcción de capacidad se basa en el enfoque del Estado en la 
sociedad de Migdal (2012). Según este autor, el Estado es un campo de poder 
caracterizado por el uso y la amenaza de la violencia, y está conformado por: 
1) la imagen de una organización dominante y coherente dentro de un terri-
torio, que representa a las personas que lo habitan; y 2) las prácticas reales de 
sus múltiples partes (p. 34).
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en el sistema de justicia con el propósito de combatir la impunidad y 
fortalecer la aplicación de la ley (Arnson, 2012, p. 88). 

Prácticas en 
los territorios

Relación con 
la sociedad

Reformas del 
Estado

Figura 3. Proceso de re-construcción de la capacidad del Estado

Fuente: elaboración propia.

Estas reformas son determinantes en el posconflicto y suelen ser impul-
sadas por los Estados, ya sea como una decisión de política pública tras 
la guerra o como parte de una agenda de reformas institucionales esta-
blecida en los acuerdos de paz. En ambos casos, el propósito es generar 
cambios que permitan acercar las instituciones estatales a la sociedad. 
Migdal (2012) ha señalado que todo Estado proyecta una imagen de 
unidad autónoma e integrada que controla un territorio; esta imagen 
representa una entidad centralizada, coherente y consistente, con la 
capacidad de formular políticas que puedan incidir en el ámbito local. 
Por ello, estas reformas constituyen una re-construcción formal de la 
capacidad estatal, orientada a garantizar a la ciudadanía una serie de 
servicios y las condiciones necesarias para su acceso. Esto, a su vez, 
permitiría establecer una nueva relación de proximidad entre las ins-
tituciones que encarnan la estatalidad y la sociedad en su conjunto.

Las propuestas e iniciativas de cambio en los Estados ofrecen un 
referente sobre la orientación que estos toman después de la guerra en 
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cuanto a su capacidad para ofrecer servicios a la sociedad. Sin embar-
go, es importante aclarar que estas disposiciones se encuentran en el 
plano formal, y su implementación puede diferir de lo planteado. Por 
esta razón, las prácticas que se desarrollan en los territorios resultan 
determinantes, pues evidencian el nivel de implementación de lo for-
mulado, es decir, las posibles disparidades entre el plan de intervención 
y su ejecución territorial. 

En este sentido, Migdal (2012) señala que las prácticas constitu-
yen las manifestaciones del Estado, las cuales pueden reforzar o debi-
litar su imagen; en otras palabras, son la manera en que el Estado se 
concreta en los territorios donde hace presencia. Un caso representa-
tivo es el de la República Democrática del Congo. A pesar de la crea-
ción de caminos híbridos para la construcción de paz, el Estado no 
ha logrado fortalecerse, lo que ha configurado escenarios territoria-
les en los que debe compartir autoridad, capacidad y legitimidad con 
otras estructuras, generando una suerte de jurisdicciones parceladas 
(Raeymaekers, 2013).

Ahora bien, los cambios estructurales mencionados son determi-
nantes en la recomposición de la relación entre la sociedad y las insti-
tuciones estatales. Los intercambios entre ambos actores orientan las 
expectativas ciudadanas respecto a los servicios que presta la institu-
cionalidad, lo que genera distintas reacciones. En general, pueden darse 
dos tipos de respuesta de la sociedad ante el Estado, las cuales pueden 
manifestarse de manera gradual o incluso mixta: 1) el reconocimiento 
del papel del Estado en los territorios y, en consecuencia, un acerca-
miento de la sociedad a sus instituciones; o 2) el rechazo, resultado de 
experiencias marcadas por la guerra y de imaginarios construidos en 
torno a la posible ineficacia de sus dependencias. 

En los acuerdos de paz de El Salvador, se establecieron una serie 
de reformas destinadas a facilitar la transición hacia la paz median-
te cambios en las instituciones de seguridad, la participación política 
y otras áreas que buscaban fortalecer el Estado y mejorar su relación 
con la sociedad. No obstante, estos acuerdos también incluyeron me-
didas que protegieron intereses económicos de grupos privilegiados, 
lo que impidió la implementación de políticas de redistribución eco-
nómica en beneficio de la mayoría de la población. Como resultado, 
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se generó desconfianza entre los salvadoreños respecto a las “ganan-
cias de la paz” y a los cambios esperados en las políticas y prácticas 
estatales (Call, 2008, p. 56).

Ambas reacciones son factibles en periodos de posconflicto, es-
pecialmente cuando la violencia organizada ha sido prolongada y se 
han instalado órdenes paralelos en distintos territorios, lo que aumen-
ta las expectativas de transformación, sobre todo en las comunidades 
más afectadas. Esta combinación de factores hace que la receptividad 
de la población y las estrategias de acercamiento de la institucionali-
dad determinen el grado de re-construcción de la capacidad estatal. 
Ignorar este aspecto implicaría concebir el Estado como una entidad 
aislada que define los caminos de la sociedad de manera autónoma. 

Este proceso de re-construcción debe considerar las manifestaciones 
locales, ya que son fundamentales para el ejercicio de fortalecimiento 
de la capacidad estatal después de la guerra. En efecto, determinan la 
manera en que las reformas permiten la materialización del Estado en 
lo local. El análisis de las prácticas brinda información sobre la concre-
ción de las intenciones de estas reformas y las estrategias desplegadas 
para que la ciudadanía reconozca la presencia del Estado. Esto posi-
bilita la materialización de la institucionalidad en los territorios más 
afectados por el conflicto, donde el Estado enfrentó, e incluso pudo 
perder, su capacidad inicial17.

El fin del conflicto trae consigo un reacomodamiento territorial 
que deja, por un lado, vacíos de poder en las zonas previamente con-
troladas por grupos armados y, por otro, prácticas instaladas de re-
lacionamiento entre dichos grupos y la ciudadanía, resultado de las 
dinámicas de la guerra. Esta combinación de elementos indica que la 
llegada del Estado tendrá expresiones diferenciadas según el nivel de 
intensidad del conflicto, el grado de control ejercido por los grupos 

17	 Estudios como los de Kalyvas (2006), Aguilera (2014), y Arjona (2016), en-
tre otros, han demostrado que, en el desarrollo de los conflictos armados, 
los grupos en confrontación se apropian de algunas funciones estatales, pro-
porcionando servicios a la población, aunque estos se encuentren, en muchas 
ocasiones, mediados por la violencia.
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armados en cada zona y la experiencia de estatalidad vivida por los 
ciudadanos durante la guerra. 

Así, si bien la imagen del Estado reflejada en las reformas proyec-
ta una unidad autónoma integrada, las prácticas derivadas de su im-
plementación contienen experiencias territoriales diferenciadas, que 
determinan el mayor o menor grado de re-construcción de su capaci-
dad. Esto implica que la llegada del Estado, ya sea mediante sus insti-
tuciones o a través de la implementación de políticas públicas, estará 
influenciada por múltiples factores relacionados con las experiencias 
y consecuencias dejadas por el conflicto armado. Un ejemplo de esto 
es el caso de Perú. El legado autoritario que dejó la guerra contra la 
guerrilla de Sendero Luminoso debilitó las iniciativas estatales para 
construir un sistema democrático con una base de apoyo popular só-
lida. Aún muchos años después del fin del conflicto, el Estado no ha 
logrado controlar completamente su territorio ni fortalecer sus insti-
tuciones (Arnson, 2012, p. 21).

En resumen, la re-construcción de la capacidad estatal en el pos-
conflicto es un proceso que combina los tres factores mencionados 
previamente. Esta combinación define el proceso que se desarrolla 
una vez finaliza un conflicto armado, lo que implica una decisión po-
lítica de emprender cambios estructurales en el Estado, tales como la 
oferta de servicios a la población, para luego materializarlos en los te-
rritorios. Para ello, es esencial tomar en cuenta las experiencias de las 
comunidades durante la guerra y las necesidades emergentes tras su 
finalización. Estas dinámicas resultan determinantes para evaluar el 
grado de capacidad estatal alcanzado y su impacto en las dinámicas 
de violencia en el posconflicto. 

Elementos que influyen 
en las dinámicas de la violencia

Junto con la re-construcción de la capacidad estatal, en los periodos 
de posconflicto también emergen elementos locales que influyen en 
las dinámicas de la violencia. Las lógicas desplegadas durante la gue-
rra, en términos de control y uso de la violencia, así como los recursos 
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colectivos con los que cuentan las comunidades, son determinantes 
para analizar la manera en que se manifiesta la violencia tras el fin de 
una confrontación armada. 

Así, no solo los procesos institucionales del Estado inciden en la 
violencia, sino que también deben considerarse particularidades loca-
les heredadas del conflicto, las cuales, una vez finalizado este, tienen 
repercusiones en los territorios. Además, las prácticas locales, las com-
petencias violentas y la posible irrupción del Estado pueden configurar 
escenarios violentos que se re-estructuran de manera diferenciada se-
gún las características subnacionales. Tres elementos locales ofrecen, en 
conjunto, un marco explicativo para la violencia en el posconflicto: las 
experiencias de la guerra, las formas de reconfiguración poblacional y 
las competencias armadas que pueden surgir tras un conflicto armado. 
A continuación, se examina cada uno de estos elementos.

Experiencias de la guerra en lo local

Las dinámicas de la violencia en el posconflicto guardan relación, en 
cierta medida, con lo ocurrido durante el conflicto armado. Este no 
solo produce violencia, sino que también introduce lógicas orienta-
das, entre otras cosas, al control poblacional y territorial, generan-
do experiencias determinantes para el posconflicto. En muchos casos, 
los grupos armados logran regular el orden social en los territorios 
donde hacen presencia, ejerciendo alguna forma de autoridad que les 
permite influir en la vida de la población en función de sus intereses 
estratégicos (Kalyvas, 2006). Sin embargo, dicho control no se limita 
a la obtención de ventajas militares; también les permite “gobernar” a 
la población (Arjona et ál., 2015). Las formas de gobernanza desple-
gadas en una guerra no dependen exclusivamente de la violencia. Los 
grupos armados recurren a la provisión de servicios como mecanis-
mo de control, lo que en algunos casos les otorga reconocimiento por 
parte de la población. De hecho, llegan a ofrecer seguridad, justicia e 
incluso servicios de recolección de impuestos, cubriendo necesidades 
cotidianas que, en no pocas ocasiones, el Estado no puede satisfacer. 

En el posconflicto, la experiencia particular de cada población con 
la autoridad impuesta, la violencia ejercida y, al mismo tiempo, con la 
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oferta de servicios y la satisfacción de necesidades resulta determinante. 
Al finalizar las confrontaciones, los Estados inician procesos de acer-
camiento institucional en los territorios afectados directamente por la 
guerra. No obstante, al hacerlo, se encuentran con prácticas sociales 
preexistentes, expectativas creadas por los grupos armados y formas 
alternativas de provisión de servicios que se instalaron durante el con-
flicto. En este contexto, las poblaciones pueden percibir como eficaces 
y eficientes algunas de las estructuras de control previas, aun cuando 
estuvieran mediadas por la violencia y fueran abiertamente arbitra-
rias e ilegales, lo que influye en sus expectativas al concluir la guerra. 

Un ejemplo de ello es el caso de Korhogo (Costa de Marfil), 
donde los rebeldes asumieron el control de dos bienes fundamenta-
les para la gobernanza: la seguridad y la recolección de impuestos. 
A pesar de estar mediados por la violencia, ambos servicios confi-
guraron dinámicas de interacción y cooperación entre la población 
civil y los grupos armados (Arjona et ál., 2015, p. 205). De manera 
similar, en Colombia, tanto los grupos paramilitares como las guerri-
llas establecieron sistemas extralegales de justicia en las zonas bajo 
su dominio. En estos territorios, las comunidades acudían a sus me-
canismos de resolución de conflictos cuando no podían solucionar 
sus diferencias mediante los mecanismos comunitarios establecidos 
(Arjona et ál., 2015, p. 189). 

Al concluir la guerra, estos órdenes pueden desaparecer gradual-
mente o transformarse en nuevas formas de violencia organizada. 
Paralelamente, el Estado emprende reformas institucionales y estrate-
gias de acercamiento a los territorios mediante la provisión de servi-
cios. La llegada del Estado a las localidades afectadas por la guerra se 
traduce en una mayor presencia institucional y en nuevas formas de 
socialización de sus servicios. Sin embargo, dado el antecedente del 
conflicto, pueden surgir tensiones entre la población y las instituciones 
estatales. Estas tensiones pueden originarse en la percepción de que el 
Estado no cumple con las expectativas en términos de eficiencia o de 
que su intervención es ajena a las necesidades locales, lo que genera 
resistencia a la estatalidad.

En cualquier caso, durante los periodos de posconflicto pueden 
surgir fricciones derivadas de la transformación en la regulación del 
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orden y de las experiencias vividas durante la guerra. Estas tensiones 
se producen debido al posible choque entre las expectativas ciudada-
nas y la oferta de servicios del Estado. Así, las formas de resolución 
de conflictos, el control de la inseguridad y, en general, la regulación del 
orden social se convierten en arenas de disputa, impactando las diver-
sas manifestaciones de la violencia. Además, las experiencias de las co-
munidades con la guerra y el impacto que esta tuvo en sus vidas son 
aspectos fundamentales para analizar la violencia en el posconflicto. 
Dichas experiencias pueden generar una profunda desconfianza hacia 
la institucionalidad. Asimismo, es importante reconocer que las diná-
micas de la guerra no son lineales ni homogéneas; varían en el tiempo 
en términos de intensidad y estrategias, lo que produce impactos dife-
renciados y, por ende, experiencias diversas a nivel territorial. 

Formas de reconfiguración poblacional

Si bien la guerra genera diversas formas de violencia que afectan a las 
comunidades, no logra destruir por completo su capacidad de organi-
zación. Esta capacidad desempeña un papel fundamental en los perio-
dos de posconflicto. Aunque la violencia impacta a las comunidades 
en distintos niveles, estas no pierden necesariamente su agencia. De 
hecho, es posible encontrar experiencias de autonomía, resistencia y 
procesos organizativos en medio de las confrontaciones, en los cuales 
las poblaciones, además de resistir, logran superar las afectaciones su-
fridas. Incluso, la propia violencia puede dar lugar a las experiencias 
organizativas que fortalecen a las comunidades. 

En el caso de Colombia, por ejemplo, las primeras comunidades 
que buscaron autonomía fueron aquellas con un alto grado de cohesión 
social y en las que los grupos armados hicieron presencia temprana en 
el conflicto. En este contexto, las comunidades indígenas han logra-
do un alto nivel de organización a través de movimientos autónomos. 
De manera similar, algunas comunidades campesinas han recurrido a 
asociaciones o formas de resistencia organizadas, como la Comunidad 
de Paz de San José de Apartadó (Kaplan, 2017, p. 74).

Las poblaciones de los territorios afectados por la guerra influyen 
en la regulación social de sus comunidades y en la reconfiguración de 
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sus interacciones, acudiendo a prácticas locales que pueden contribuir 
a mejorar la convivencia, promover la acción colectiva y restaurar el 
tejido social afectado por la confrontación armada. No obstante, estas 
formas organizativas varían entre las poblaciones: algunas han desa-
rrollado procesos avanzados, mientras que otras presentan enormes 
debilidades. En cualquier caso, es crucial reconocer los procesos orga-
nizativos surgidos durante la guerra o que se fortalecieron a lo largo 
de ella, ya que su impacto en el posconflicto es significativo. Algunas 
formas de organización precedieron la guerra y fueron blanco de ac-
ciones armadas por parte de los grupos en conflicto, mientras que, en 
otros casos, la guerra misma propició su surgimiento.

Al entrar en un periodo de posconflicto, las comunidades identifi-
can las afectaciones que sufrieron durante la guerra y las condiciones 
que determinaron sus capacidades de acción colectiva, las cuales co-
mienzan a ser recuperadas por la ciudadanía. En este proceso, se ge-
neran encuentros y desencuentros entre los esfuerzos institucionales 
del Estado y las expectativas ciudadanas en un contexto de transición 
que permite la implementación de reformas estatales. En los territo-
rios afectados por la guerra, pueden darse escenarios en los que los 
despliegues institucionales resultan insuficientes para responder a las 
expectativas de la población, o en los que las iniciativas gubernamen-
tales carecen de legitimidad para ser implementadas. También pueden 
presentarse situaciones en las que el Estado no lleva a cabo acciones 
concretas, dejando en el abandono a ciertas regiones y comunidades, 
ya sea debido a su propia debilidad institucional o a la falta de prio-
ridad en la reconstrucción de su capacidad estatal. En cualquier caso, 
estas condiciones generan o profundizan la desconfianza de las po-
blaciones hacia el Estado, lo que hace que el grado de organización 
comunitaria sea determinante en la búsqueda de alternativas para la 
regulación social. 

Un caso significativo es el de Guatemala. Tras el fin de la gue-
rra, las comunidades indígenas, especialmente aquellas del Gobierno 
Plurinacional del Norte de Huehuetenango (una de las zonas más 
afectadas por el conflicto), optaron por caminos políticos de autono-
mía. Su decisión se basó en el hecho de que los acuerdos de paz fueron 
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firmados únicamente por las partes beligerantes, sin su participación, 
lo que les permitió plantear formas de regulación autónoma frente al 
Estado (Fundación Propaz, 2017, p. 148). 

En los periodos de posconflicto, las formas de organización co-
munitaria influyen en las dinámicas que generan violencia. El vacío 
que deja la guerra en los territorios, junto con la limitada acción del 
Estado, da lugar a nuevas formas de regulación del orden social y de-
termina quienes producen violencia y cómo esta se manifiesta. Este 
fenómeno puede derivar en dos escenarios: el primero ocurre cuando 
las comunidades, según su grado de organización, asumen por sí mis-
mas la regulación social mediante sus tradiciones comunitarias, lo que 
les permite afrontar los escenarios de violencia a través de prácticas 
comunales. Ante la limitada —o incluso inexistente— presencia es-
tatal, las comunidades pueden encargarse del orden social, y con ello 
desarrollar mecanismos propios que inciden en las causas de la vio-
lencia. En estos casos, las poblaciones asumen la gestión de delitos, 
ciertos tipos de criminalidad, y de acciones que alteran los acuerdos 
comunitarios en proceso de consolidación. Son estas comunidades 
quienes, en el posconflicto, enfrentan la posible reaparición de la 
violencia con los recursos colectivos disponibles, ya sea mediante 
prácticas que desincentivan la violencia y regulan comportamientos 
sociales, o bien recurriendo a formas también violentas para garan-
tizar la seguridad, como en el caso de los linchamientos registrados 
en Guatemala.

El segundo escenario se presenta cuando, en contextos de débil 
organización comunitaria y ausencia institucional, otros grupos vio-
lentos se apropian de la regulación social e imponen pautas de com-
portamiento y resolución de conflictos que favorecen la persistencia o 
reaparición de la violencia. En estos casos, no se generan disputas con 
el Estado, debido a la falta de presencia o de iniciativas institucionales 
que contrarresten las motivaciones de estos actores. Por el contrario, 
puede producirse un despliegue del crimen que afecta la vida comu-
nitaria y mantiene a la población inmersa en dinámicas de violencia. 
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Competencias armadas en lo local

Al iniciar un periodo de posconflicto, existe la posibilidad de que dis-
tintos grupos armados compitan por la regulación del orden social, ya 
sea entre ellos o contra el Estado. Estos grupos pueden surgir tras la 
finalización formal de la guerra o ser una continuación de las dinámi-
cas del conflicto armado que persisten en los territorios. En cualquier 
caso, la presencia de actores armados después de la guerra influye en 
las dinámicas de violencia, ya que recurren a repertorios que afectan 
a las poblaciones y dificultan tanto a la re-construcción de la capaci-
dad estatal como el restablecimiento de la relación entre la ciudada-
nía y el Estado. 

Cuando un Estado entra en un periodo de posconflicto, inicia un 
proceso de despliegue institucional en los territorios afectados por la 
violencia. Sin embargo, en paralelo pueden hacer presencia grupos ar-
mados que buscan controlar el territorio y regular el orden social con 
el objetivo de obtener algún beneficios estratégicos o privados. Esto 
ocurre ante los vacíos de poder y control que emergen tras la guerra, 
creando un escenario propicio para que formas de violencia organi-
zada intenten ocupar zonas estratégicas. Dichos grupos pueden ins-
taurar su propio orden o subordinar a la población a sus intereses. En 
este contexto, la competencia armada que surge después de la guerra 
se convierte en un factor determinante para la re-construcción de la 
capacidad estatal, ya que genera tensiones entre las expectativas de 
las poblaciones sobre el fin del conflicto y la posibilidad real de que el 
Estado logre consolidar su presencia institucional.

Un ejemplo de esto es El Salvador, donde, al finalizar la guerra, el 
Estado quedó profundamente debilitado tras años de violencia. A pe-
sar de que los acuerdos de paz incluían reformas para fortalecer las 
instituciones, el gobierno no logró hacer frente de manera efectiva a 
los grupos armados emergentes. De hecho, muchos salvadoreños per-
cibieron que la “paz” era un periodo “peor que la guerra” (Moodie, 
2012, p. 235). En los primeros años posteriores al conflicto, la oficina 
del fiscal general reportó 7877 homicidios intencionales, con una tasa 
de 138.9 asesinatos por cada cien mil habitantes, cifra superior a la 
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registrada durante la guerra. Esto evidenció la incapacidad del Estado 
para contener a los actores violentos que competían por el control del 
territorio. 

Las dinámicas locales tras el fin de una guerra son profundamen-
te complejas. Con el progresivo desmonte de las estructuras armadas 
que habían operado en los territorios, la regulación del orden social 
se encuentra en constante transformación. En este contexto, el Estado 
intenta re-construir su capacidad institucional, los grupos armados 
buscan mantener o expandir su control territorial y las comunidades 
se sitúan en medio de estas disputas, con la posibilidad de influir en la 
regulación del orden social. Este escenario impacta las dinámicas de 
la violencia, ya que los grupos armados pueden ejercer presión tan-
to sobre el Estado como sobre la población con el fin de garantizar 
su control, muchas veces con el objetivo de obtener rentas privadas. 

Las manifestaciones violentas de estos grupos pueden cambiar en 
función de nuevos objetivos, estrategias y motivaciones (Boyle, 2014). 
Un ejemplo de ello es el caso de Kosovo, donde, tras el fin de la guerra, 
se produjo una interpenetración entre el crimen organizado, los polí-
ticos locales y las élites políticas. Ante el vacío de poder, estos actores 
tomaron el control de facto de varias municipalidades. Las pugnas por 
el poder local generaron un aumento en las tasas de homicidio, lo que 
creó un dilema entre la aplicación de la ley y las necesidades percibi-
das por la ciudadanía (Proksik, 2013). 

En el posconflicto, distintos actores violentos, como el crimen or-
ganizado y las mafias, identifican el desmonte de las estructuras de 
violencia vinculadas a la guerra como una oportunidad para conso-
lidar el control territorial y poblacional en ciertas zonas. Además, las 
comunidades suelen tener una experiencia reciente de la violencia, lo 
que facilita, en algunos casos, el sometimiento territorial mediante es-
tructuras armadas funcionales a los intereses de estos grupos, al encon-
trar escenarios propicios para imponer su dominio. En este contexto, 
las violencias se despliegan en los territorios conforme a los intereses 
de los grupos armados y a las capacidades institucionales disponibles 
para enfrentarlos, lo que puede variar significativamente de un lugar a 
otro. Sin embargo, la existencia de competencias armadas a nivel local 
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contribuye a la emergencia de violencias frecuentemente asociadas con 
la criminalidad, generando en la ciudadanía una percepción de conti-
nuidad de la violencia a pesar del fin formal de la guerra.

En resumen, la presencia de grupos armados que compiten con 
el Estado en el ejercicio de sus funciones básicas —y que, a su vez, 
pueden enfrentarse entre ellos— configura lo que algunos autores han 
denominado una zona gris, donde las acciones criminales proliferan 
sin mayor contención, debido a la debilidad en la regulación social y 
a las limitaciones del Estado para consolidarse en lo local. Así, la vio-
lencia en el posconflicto se ve moldeada por dinámicas territoriales 
específicas, en las que convergen intereses privados por el control de 
rentas ilegales que afectan a la población, dando lugar a repertorios 
violentos que obstaculizan la re-construcción de la capacidad estatal, 
se alimentan de las huellas del conflicto armado y afectan profunda-
mente las formas organizativas comunitarias.
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Los grupos terroristas suelen operar a través de los comisio-

nados militares, designados por el ejército, que son las autoridades 

reales en las poblaciones del interior de Guatemala. Los alcaldes 

auxiliares, electos por el poder civil, ocupan un poder meramente 

nominal; así, cada pequeña aldea reproduce la tragedia del país todo. 

La hora de la violencia es la hora de las definiciones: manda quien 

manda y no quien dice mandar.

Eduardo Galeano, Guatemala. Ensayo general  

de la violencia política en América Latina (2020)

Las dinámicas de violencia en Guatemala presentan enormes com-
plejidades. Para muchas personas, esta ha sido una constante his-

tórica, un continuum inquebrantable que se remonta incluso a la época 
de la conquista, cuando el gran pueblo maya sufrió innumerables ve-
jámenes que llevaron al colapso de su civilización. Sin embargo, a pe-
sar de esta percepción, la violencia no ha sido uniforme a lo largo del 
tiempo, sino que ha experimentado variaciones dependiendo de los 
actores involucrados, los intereses en juego y los territorios donde se 
ha desplegado. 

Para comprender las dinámicas de la violencia en el posconflic-
to guatemalteco, este capítulo se divide en dos apartados. El primero 
hace un recorrido por la violencia desplegada durante el conflicto ar-
mado, analizando su impacto en los territorios y en los actores que la 
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ejercieron. Se exploran los repertorios violentos que marcaron lo que 
Le Bot (1995) denomina “la guerra en tierras mayas”, evidenciando 
cómo la violencia afectó de manera desproporcionada a las comunida-
des indígenas rurales. Se presta especial atención a los territorios don-
de hubo mayor despliegue de acciones armadas y a los dispositivos de 
violencia que caracterizaron el conflicto guatemalteco, el cual ha sido 
calificado como un genocidio debido a las afectaciones sufridas por 
la población de la zona Ixil. 

El segundo apartado se centra en las violencias que emergieron 
tras la firma de los Acuerdos de Paz. A través de una mirada de al-
cance nacional, se identifican las principales expresiones de violencia 
en el periodo de posconflicto, así como sus dinámicas territoriales. Se 
destaca el traslado de la violencia hacia zonas del país que no habían 
sido fuertemente impactadas por la guerra, manifestándose en formas 
marcadamente urbanas y asociadas a la criminalidad. Este análisis per-
mite establecer relaciones tanto de continuidad como de ruptura en-
tre las experiencias violentas vividas durante el conflicto armado y las 
formas en que la violencia resurgió en la etapa posterior a la guerra.

La violencia durante la guerra civil guatemalteca

El conflicto armado en Guatemala inició en la década de 1960 como 
resultado de una serie de crisis políticas caracterizadas por la exclu-
sión de amplios sectores de la sociedad. Este proceso tuvo un punto de 
inflexión en 1963 con el golpe de Estado encabezado por altos man-
dos del ejército, quienes derrocaron al presidente Ydígoras Fuentes y 
lo reemplazaron con Peralta Azurdia. 

En 1961 surgió el Movimiento Revolucionario 13 de Noviembre 
(MR-13), de carácter político-militar, y en 1963 aparecieron las Fuerzas 
Armadas Rebeldes (far), que promovían una guerra popular revolu-
cionaria que lograra la “eliminación de una oligarquía que considera 
al país su dominio particular y a la población india una mano de obra 
doméstica” (Le Bot, 1995, p. 20). Estas guerrillas, fuertemente influen-
ciadas por la Revolución Cubana, identificaban como su principal ene-
migo al “imperialismo norteamericano, sostén fundamental de las clases 
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reaccionarias internas y de la casta militar que ahora ejerce la dictadura” 
(Comisión para el Esclarecimiento Histórico [ceh], 1999, tomo I, p. 128).

Las guerrillas concentraron sus operaciones en el oriente del país, 
donde emplearon tácticas de emboscadas, ataques a patrullas militares 
y ocupaciones temporales de poblaciones con fines propagandísticos y 
de reclutamiento (Sabino, 2008). Sin embargo, enfrentaron dificultades 
para obtener apoyo de la población en las zonas donde hacían presen-
cia. En ese momento, los principales respaldos provenían de estudiantes 
que se integraban temporalmente, pero luego regresaban a sus activi-
dades cotidianas. Por esta razón, se llegó a considerar a estos grupos 
como una guerrilla de fin de semana, ya que su escasa penetración en 
las áreas rurales afectaba directamente la realización sostenida de ac-
ciones de guerra. 

Si bien la mayoría de las acciones guerrilleras se desarrollaron en 
zonas rurales, la Ciudad de Guatemala también fue escenario de vio-
lencia por parte de estos grupos. Entre 1963 y 1966 se registraron 216 
acciones en la capital (Sabino, 2008 p. 56), lo cual evidencia que las 
guerrillas buscaron expandir su lucha hacia otros sectores poblacio-
nes con el objetivo de colocar sus reivindicaciones en la esfera pública, 
mediante acciones violentas con impactos políticos. Como lo señalan 
Ball et ál. (1999):

La violencia en la capital [tuvo] varios picos: en 1966, cuando la 

desaparición masiva fue empleada por primera vez; en 1979 y 1980, 

cuando el gobierno realizó una campaña de terror contra el mo-

vimiento popular urbano; entre 1982 y 1985, cuando las fuerzas 

de seguridad volvieron a dirigir sus ataques en contra de sus opo-

nentes en la ciudad, tanto combatientes armados como activistas 

en el incipiente movimiento para la defensa de los derechos huma-

nos y, finalmente, en 1987 a 1990, bajo un gobierno civil, cuando 

el Estado una vez más trató de callar a un movimiento popular 

en crecimiento. (p. 56)

El gobierno guatemalteco adoptó dos actitudes frente a la amenaza que 
representaban las guerrillas. La primera consistió en minimizar sus accio-
nes, las cuales, como se ha mencionado, eran poco significativas por su 
bajo nivel de violencia y por desarrollarse en regiones del país bastante 
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alejadas de la capital. Por ello, en los primeros años de aparición de los 
grupos insurgentes, las políticas de seguridad adoptadas no se inscribían 
de manera determinante en un proyecto contrainsurgente estructurado.

La segunda actitud, en cambio, evidencia una ofensiva por parte 
del gobierno a partir de 1966. Se inicia entonces un proceso de militari-
zación del Estado guatemalteco, con una fuerte orientación anticomu-
nista. En este contexto, se desarrollan acciones contrarrevolucionarias 
que incluían, entre otras, la detención, desaparición forzada y poste-
rior ejecución de miembros de las guerrillas. A su vez, muchas regio-
nes rurales se convirtieron en objetivos militares estratégicos, donde 
el Estado implementó estrategias de incursión comunitaria y desar
ticulación organizativa, con el fin de desligar a la población civil de 
las acciones guerrilleras.

A medida que el ejército extendía su presencia en las zonas donde 
operaban los insurgentes, comenzó a desplegar acciones que le permi-
tieron establecer relaciones funcionales con la población civil, lo que 
favoreció su capacidad de inteligencia y y planificación operativa con-
tra la insurgencia (Sabino, 2008, p. 74). El fortalecimiento del aparato 
militar permitió la implementación de estrictos controles en las áreas 
de influencia guerrillera, afectando directamente a la población civil, 
ya que esta no solo era vista como un potencial enemigo, sino que ade-
más se le exigía su participación en la lucha contrarrevolucionaria. En 
1966 nacen los denominados “escuadrones de la muerte” (ceh, 1999, 
tomo I, p. 143), conformados por comisionados militares18, empleados 
de fincas de grandes propietarios y militantes de partidos políticos de 
ultraderecha. Esta situación impuso un orden armado que regulaba 
el funcionamiento de las comunidades, donde dichos actores asumían 
funciones estatales mediante la resolución de conflictos y la imposi-
ción de castigos a quienes infringieran sus mandatos. Como se indica 
en el informe Guatemala: memoria del silencio:

18	 Los comisionados militares eran una figura auxiliar del ejército, establecida 
desde 1939 para desempeñar funciones de apoyo y asistencia a la institución 
armada. Entre sus tareas estaban colaborar en la incorporación de jóvenes 
—principalmente del pueblo maya— al servicio militar obligatorio, así como 
la realización de citaciones y llamamientos (ceh, 1999, tomo I, p. 143).
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Fue así como la estructura militar asumió, en parte, la dirección de 

hecho del sistema penal, con sus procedimientos inhumanos e ilegales 

(torturas, secuestros), su catálogo de penas (ejecuciones, masacres, 

violaciones, desapariciones forzadas, reclutamiento violento y dis-

criminatorio), y a menudo sus ejecutores civiles directos: los comi-

sionados y los escuadrones de la muerte. (ceh, 1999, tomo I, p. 144)

Esta dinámica configuró una violencia en la cual los principales perpe-
tradores fueron las fuerzas armadas, seguidas por los grupos parami-
litares, como los escuadrones de la muerte. De acuerdo con el informe 
de la Recuperación de la Memoria Histórica (REMHI)19 (1998), en los 
primeros años del conflicto se vivió una guerra de baja intensidad, en la 
cual, como se verá más adelante, el principal responsable de la violen
cia fue el propio Estado a través de sus fuerzas armadas, siendo esta 
una tendencia que se mantendría durante todo el conflicto. La figura 
4 muestra que el ejército fue el actor que cometió la mayor cantidad 
de violaciones de derechos humanos, junto con figuras directamente 
vinculadas a su accionar, como las Patrullas de Autodefensa Civil (pac) 
y los comisionados militares.

Las estrategias contrarrevolucionarias del ejército debilitaron el 
accionar guerrillero. Desde 1965, las guerrillas comenzaron a sufrir ba-
jas sensibles, pero esta situación se agudizó entre 1967 y 1968, cuando 
enfrentaron profundas derrotas, reveses en su estructura armada y la 
captura de algunos de sus miembros. Como resultado, los primeros 
años del conflicto armado se caracterizaron por la formación de gru-
pos armados que intentaron disputar el control territorial al Estado, 
especialmente en el oriente del país, y por una respuesta contundente 
de este último, que casi llevó a la desaparición de las guerrillas.

19	 El informe REMHI, también conocido como Guatemala: Nunca más, fue un 
proyecto interdiocesano de recuperación de la memoria histórica, cuyo objetivo 
inicial fue proporcionar insumos a la futura Comisión para el Esclarecimiento 
Histórico (ceh).
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Fuente: ceh (1999, tomo II, p. 323).

En la década de 1970, las dinámicas del conflicto cambiaron. El po-
der militar dentro del gobierno se consolidó con los mandatos de 
dos gobiernos militares: el del coronel Carlos Manuel Arana Osorio 
(1970-1974) y el del general Kjell Eugenio Laugerud García (1974-1978). 
Ambos fortalecieron las alianzas entre políticos, militares y empresa-
rios. Paralelamente a la implementación de estrategias contrainsurgen-
tes, estos gobiernos promovieron un modelo de desarrollo en distintas 
zonas del país con el objetivo de debilitar el apoyo de los habitantes 
rurales a las guerrillas. En muchas ocasiones, este modelo favoreció 
económicamente a oficiales del ejército.

Como resultado de las medidas implementadas para combatir a 
las guerrillas, el MR-13 desapareció en 1973 y los actos de represión 
aumentaron, manifestándose en desapariciones forzadas, la ausencia 
de garantías procesales y la imposición de un proyecto político uni-
tario de derecha. Sin embargo, de manera simultánea, el movimiento 
social resurgió en respuesta a medidas que afectaban directamente al 
campesinado y beneficiaban a una élite minoritaria. Estos movimien-
tos, en su mayoría de origen maya (ceh, 1999, tomo I, p. 164), se ca-
racterizaron por su masividad y por la incorporación progresiva de 
nuevas reivindicaciones a sus demandas tradicionales, como acceso a 
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la tierra, crédito, apertura de mercados, mejores precios para los pro-
ductos y salarios justos, etc. La participación en estas protestas llevó 
a la radicalización de algunos grupos, que terminaron acercándose a 
los movimientos guerrilleros. 

En este contexto, surgieron dos nuevas organizaciones guerrilleras: 
el Ejército Guerrillero de los Pobres (egp) y la Organización del Pueblo 
en Armas (orpa), las cuales redefinieron la estrategia de lucha en com-
paración con las guerrillas de los años sesenta. El egp nació de la con-
vergencia de miembros del Frente Guerrillero Edgar Ibarra de las far, 
que se entrenaban en Cuba; integrantes de la Juventud Patriótica del 
Trabajo (jpt), que estudiaban en la República Democrática Alemana; 
y estudiantes católicos del grupo Cráter, quienes apoyaban a comuni-
dades campesinas en Huehuetenango (ceh, 1999, tomo I, p. 174). Para 
esta organización, la lucha debía centrarse en el campesinado indígena, 
por lo que su presencia territorial no se definió por ventajas geográfi-
cas, sino por la concentración de población indígena. Por su parte, la 
orpa también surgió de una disidencia de las far, y, con el fin de for-
talecer la lucha revolucionaria, reconoció la necesidad de una mayor 
integración con la población, especialmente la indígena. Así, al igual 
que el egp, su criterio de ubicación territorial estuvo determinado por 
la presencia indígena en la región.

Tras la derrota estratégica sufrida en los años sesenta, las far de-
cidieron reestructurarse. Al haber sido derrotadas en el oriente del 
país, trasladaron sus operaciones hacia el norte, específicamente a la 
región del Petén (ceh, 1999, tomo I, p. 176). En este nuevo escenario, 
buscaron acercarse al movimiento de masas para impulsar sus luchas 
reivindicativas y extender la guerra de guerrillas a distintos terrenos, 
integrando a los indígenas dentro de su estrategia.

El Partido Guatemalteco del Trabajo (pgt), desde 1969, adoptó 
una estrategia dual: por un lado, trabajaba de manera legal con orga-
nizaciones sindicales y populares, y por otro, aceptaba la vía armada 
como medio de lucha. En la década de 1970, el pgt desarrolló un nuevo 
planteamiento estratégico basado en tres fases: 1) concientización de 
las masas y formación de unidades guerrilleras, 2) confrontación mi-
litar directa y 3) insurrección general para la toma del poder (ceh, 
1999, tomo I, p. 177). Cabe destacar que esta fue la única organización 
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guerrillera que mantuvo la lucha de clases como eje central de su dis-
curso y no incorporó el componente étnico en su lucha.

Los cambios estratégicos de las guerrillas propiciaron un mayor 
involucramiento de la población civil en sus acciones. Como señala el 
informe Guatemala: memoria del silencio (1999):

[…] permitió un mayor apoyo de la población civil respecto de 

la situación que las caracterizó durante la década de los sesenta. 

También fue una de las razones por las cuales el Ejército, sobre 

todo a partir de la ofensiva de 1981, consideró igualmente a la po-

blación como un objetivo militar y descargó sobre ella despropor-

cionadas acciones de contrainsurgencia. (ceh, 1999, tomo I, p. 178)

Este periodo se caracterizó por un aumento sostenido de la violencia 
ejercida por los actores en conflicto. A lo largo de estos años, las téc-
nicas contrarrevolucionarias se consolidaron y la población civil pasó 
a ser un objetivo de guerra, resultado de las estrategias implementadas 
por las guerrillas. El incremento de la violencia se desarrolló como se 
observa en la figura 5.
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Fuente: ceh (1999, tomo II, p. 320).
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Como se observa en la figura 5, a finales de la década de 1970 comien-
za un incremento en la violencia. Las acciones de las guerrillas au-
mentan progresivamente, pues estas llevan a cabo una fase ofensiva 
desde las ubicaciones seleccionadas, además de la aparición de nue-
vos grupos alzados en armas. Sin embargo, las acciones del ejército, 
tanto por sí solo como en conjunto con grupos paramilitares, superan 
ampliamente el accionar guerrillero. Esta tendencia persiste a lo largo 
del conflicto armado, siendo la población civil la más afectada, espe-
cialmente por la implementación de las estrategias contrainsurgentes 
diseñadas por el Estado. 

La violencia en el marco del conflicto armado alcanzó su máxima 
expresión en la década de 1980. En estos años, mientras las guerrillas 
lanzaban una ofensiva, el Estado profundizaba su militarización a tra-
vés de los gobiernos de los generales Romeo Lucas García (1978-1982) 
y Efraín Ríos Montt (1982-1983). Estos reforzaron la idea del enemi-
go interno, enfrentando no solo a la insurgencia, sino también al mo-
vimiento social y a las comunidades indígenas. Entre 1981 y 1983 se 
registraron los cinco años más violentos en el área rural. Durante este 
periodo, el ejército concentró sus tropas en el occidente de Guatemala 
y aterrorizó a la población civil, considerada una posible base de apoyo 
guerrillero. En estos años, el Estado guatemalteco fue responsable del 
82 % de los asesinatos y desapariciones ocurridos en zonas rurales du-
rante los 36 años de conflicto armado (Ball et ál., 1999, p 55).

Durante el gobierno de Lucas García (1978-1982), la estrategia 
contrainsurgente se enfocó en eliminar al movimiento social, tanto ur-
bano como rural, el cual había crecido significativamente en los años 
previos, además de combatir a la guerrilla (ceh, 1999, tomo I p. 183). 
Pese a la fuerte represión, el movimiento social comenzó un proceso 
de radicalización y movilización impulsado por diversos factores, entre 
ellos los éxitos del Frente Sandinista de Liberación Nacional (fsln) en 
Nicaragua y del Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional 
(fmln) en El Salvador. En este contexto, la guerrilla lanzó una nue-
va ofensiva mediante la generalización de la guerra de guerrillas, con 
el objetivo de ampliar su presencia territorial y dispersar las fuerzas 
del ejército guatemalteco para ejecutar golpes militares estratégicos. 
Esta ofensiva militar trajo consigo un mayor reclutamiento de población 
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rural, así como la intensificación de de sabotajes, ataques a estaciones 
de policía y ajusticiamientos.

Ante esta situación, y ya en el gobierno del general Ríos Montt, 
se implementó una política de tierra arrasada, profundizando la lucha 
contrainsurgente. Bajo su mandato:

[…] los planes de campaña, Ceniza 81, Victoria 82 y Firmeza 83, 

representaron el punto máximo de las operaciones del Ejército. 

Sus objetivos fueron definidos por los propios militares con metá-

foras tales como la necesidad de “quitarle el agua al pez”, que se 

refería al factor de seguridad o la afirmación “ganar los corazones 

de la población”, referido al factor de desarrollo socioeconómico 

(ceh, 1999, tomo I, p. 197).

Estas campañas representaron la respuesta del Estado al avance de la 
guerrilla, con el objetivo de alejarlas de la capital y de las zonas estra-
tégicas, aislando a los grupos insurgentes, delimitando sus áreas de in-
fluencia e identificando a las comunidades presentes en estas. Durante 
este periodo se registraron 554 de las 626 masacres documentadas en 
el conflicto guatemalteco. Entre junio y diciembre de 1981 se perpe-
traron 75 masacres, con un promedio de 11 por mes; entre junio de 
1981 y marzo de 1982, se cometieron 179 masacres, con un promedio 
mensual de 18; y entre abril y diciembre de 1982, la cifra ascendió a 19 
masacres mensuales (Castañeda, 2014, p. 59). Estas masacres ocurrie-
ron principalmente en cinco departamentos rurales con alta presen-
cia indígena: El Quiché, Baja Verapaz, Alta Verapaz, Chimaltenango 
y Huehuetenango. 

Como resultado de la ofensiva militar del ejército, las guerrillas 
sufrieron su segunda derrota estratégica, perdiendo la iniciativa en el 
campo de batalla. Desde la perspectiva del ejército, la participación 
indígena en el movimiento social o en la insurgencia era consecuencia 
de su falta de integración al Estado y de un débil sentido nacionalis-
ta (ceh, 1999, tomo I, p. 199). Por ello, además de la represión militar, 
el Estado implementó estrategias en los ámbitos económico, políti-
co e ideológico para debilitar el apoyo de la población a la guerrilla. 
Una de las principales estrategias fue la creación de las Patrullas de 
Autodefensa Civil (pac) en 1981. Estas pac estaban conformadas por 
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habitantes de distintas regiones que colaboraban con las acciones mi-
litares del ejército. Con esta iniciativa, el Estado logró dos objetivos: 
por un lado, infiltrarse en las comunidades y fracturar su tejido so-
cial; por otro, integrar a la población bajo la premisa de que, en pa-
labras del ejército, se sintiera por primera vez útil (ceh, 1999, tomo I, 
p. 200). En este sentido: “Los militares demostraron ser más eficien-
tes que los guerrilleros en la manipulación simultánea de dos lógicas, 
opuestas solo en apariencia: una lógica comunitaria y una lógica de 
división, en particular porque utilizaron más hábilmente el principio 
de autoridad” (Le Bot, 1995, p. 200).

En este escenario, en 1982 las guerrillas decidieron unificar sus fuer-
zas y conformaron la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca 
(urng). Esta organización integró al Ejército Guerrillero de los Pobres 
(egp), las Fuerzas Armadas Rebeldes (far), la Organización del Pueblo 
en Armas (orpa) y el Partido Guatemalteco del Trabajo (pgt-Núcleo). 
Sin embargo, a pesar de esta unión, la estrategia resultó fallida, y la 
guerrilla sufrió importantes derrotas tanto en el ámbito militar como 
en el político. 

Estos años, marcados por la mayor intensidad de la violencia, evi-
dencian la ofensiva guerrillera y las respuestas contrainsurgentes del 
Estado, con una activa participación tanto del ejército como de grupos 
paramilitares. El principal escenario de la guerra fue el occidente indí-
gena, siendo la población de El Quiché la más afectada (Le Bot, 1995, 
p. 206). En la figura 6 se presentan, en su orden, las zonas geográficas 
más impactadas por el desarrollo del conflicto armado.

El 8 de agosto de 1983, miembros del alto mando del Ejército sepa-
raron al general Ríos Montt de la jefatura del Estado, siendo sustituido 
por el general Óscar Mejía Víctores. Aunque en los primeros meses de 
su gobierno continuó el debilitamiento del movimiento social, a partir 
de 1984 comenzaron a configurarse ciertas condiciones políticas que fa-
cilitaron la implementación de reformas. Azpuru (1999) sostiene que los 
gobiernos militares debieron enfrentar graves problemas de crecimien-
to económico, la pérdida del tradicional respaldo del sector privado y 
el inicio de protestas por parte de sectores sociales como la clase me-
dia. Esto condujo a que, por primera vez en décadas, se convocara a 
elecciones democráticas para la elección de una Asamblea Nacional 
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Constituyente. Dicho proceso fue supervisado por un tribunal electoral 
autónomo y derivó en una nueva Constitución que abrió la posibilidad 
de un sistema menos excluyente en términos de reconocimiento social 
y participación política. Por ejemplo, la consideración de Guatemala 
como un país multiétnico, pluricultural y multilingüe fue una novedad, 
aunque su aplicación presentó limitaciones (ceh, 1999, tomo I, p. 208). 
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Fuente: ceh (1999, tomo II, p. 321).

A pesar de la apertura y del inicio de la transición democrática, el con-
flicto armado continuó. No obstante, aunque persistía, su intensidad 
disminuyó. Si bien no se redujo a los niveles de la década de 1960, los 
índices de violencia fueron significativamente menores en compara-
ción con el pico registrado entre 1981 y 1983. Esta tendencia se man-
tuvo hasta el final del conflicto en 1996, con el Ejército como principal 
generador de víctimas, junto con grupos paramilitares. La caracterís-
tica fundamental de la violencia en el Guatemala fue que las fuerzas 
del Estado fueron las principales perpetradoras de crímenes contra la 



67

población civil en las zonas rurales, particularmente en aquellas con 
una alta presencia de población indígena maya. 

El conflicto finalizó a través de un proceso de paz determinado por 
dos factores principales: 1) La evolución interna del panorama político, 
en especial, los procesos de democratización que comenzaron en 1985; 
y 2) La presión internacional para alcanzar una solución negociada. 

En 1985 se realizaron elecciones en Guatemala con el propósito de 
elegir un gobierno democrático por primera vez desde mediados de la 
década de 1950. El ganador fue Vinicio Cerezo Arévalo, representan-
te de la Democracia Cristiana, quien sentó las bases para la apertura 
política y el retorno al orden constitucional (ceh, 1999, p. 210). Sin 
embargo, con el fin de garantizar la gobernabilidad, se estableció un 
gobierno de concertación, permitiendo la participación del Ejército en 
algunos aspectos de la vida nacional. 

Mientras estos cambios ocurrían en el ámbito interno, en el esce-
nario regional se consolidó una iniciativa latinoamericana para alcan-
zar la paz en Centroamérica. En 1983, Colombia, México, Panamá y 
Venezuela crearon el Grupo de Contadora bajo la premisa de que el 
conflicto centroamericano era consecuencia de profundas carencias eco-
nómicas y sociales en la región (Bejarano, 1995, p. 175). El propósito de 
este grupo era establecer una paz estable y duradera mediante la sus-
cripción de un documento en 1987, conocido como Esquipulas II20, que 
sentó las bases para el proceso de pacificación mediante once puntos 
orientados a generar las condiciones políticas necesarias para la nego-
ciación en El Salvador, Nicaragua y Guatemala.

La coincidencia de estos factores propició el inicio de negociacio-
nes con la Unidad Revolucionaria Nacional de Guatemala (urng), 
organización que, desde 1982, agrupaba a todas las guerrillas del país. 

20	 Cabe destacar que, previamente, en 1986, se había suscrito el Acuerdo de 
Esquipulas, en el cual se los países de la región manifestaron su voluntad de 
promover el entendimiento y la cooperación mediante mecanismos institu-
cionales que fortalecieran el diálogo, el desarrollo conjunto, la democracia y 
el pluralismo como elementos fundamentales para la paz y la integración de 
Centroamérica.
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Estas negociaciones se prolongaron durante once años, de 1985 a 
1996, siendo 1990 un año clave en el proceso de paz. En este año, un 
encuentro, en Oslo, Noruega, entre la urng y la Comisión Nacional 
de Reconciliación. En dicha reunión se acordó iniciar diálogos con 
partidos políticos, representantes de la iglesia, empresarios, sindi-
catos, organizaciones populares y universidades (Henriques et ál., 
2016, p. 256). 

En 1991, bajo el gobierno de Jorge Serrano Elías, se firmó el 
Acuerdo de Querétaro o Acuerdo en procedimientos para la búsque-
da de la paz por medios políticos, que establecía siete acuerdos sus-
tantivos: 1) derechos humanos; 2) reasentamiento de la población 
desarraigada; 3) establecimiento de la Comisión para el Esclarecimiento 
Histórico; 4) identidad y derechos de los pueblos indígenas; 5) aspec-
tos socioeconómicos y situación agraria; 6) fortalecimiento del poder 
civil y función del ejército en una sociedad democrática; y 7) reformas 
constitucionales y del régimen electoral (Alba et ál., 2015, p. 257). En 
1993, durante el gobierno de Ramiro de León, se impulsaron reformas 
institucionales y se creó un Fondo Permanente de la Paz, en el que se 
dio voz a la sociedad civil. A finales de ese año, las negociaciones con 
la urng adquirieron mayor formalidad.

No obstante, fue hasta 1994 cuando se concretaron los primeros 
acuerdos. En marzo se estableció un mecanismo internacional para 
monitorear la situación de los derechos humanos en el país, formali-
zado en noviembre de ese mismo año. En junio, se lograron otros dos 
acuerdos: uno sobre el reasentamiento de la población desplazada y 
otro referente a la creación de una comisión de la verdad encargada de 
esclarecer los crímenes cometidos contra los derechos humanos, aun-
que sin facultad para señalar a los responsables (Chase-Dunn et ál., 
2001, p. 53). En marzo de 1995 se firmó un acuerdo sobre la identidad 
y los derechos de los pueblos indígenas. Posteriormente, en mayo de 
1996, se alcanzó un acuerdo en materia socioeconómica y agraria, y en 
septiembre se firmó otro para fortalecer el poder civil y redefinir el pa-
pel de las fuerzas armadas en una sociedad democrática. Finalmente, el 
29 de diciembre de 1996, se firmó el Acuerdo de Paz Firme y Duradera 
en el Palacio Nacional de Guatemala.
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La firma del acuerdo final de paz generó esperanza en la sociedad 
guatemalteca, pues se esperaba que condujera a una sociedad más in-
cluyente mediante la consolidación de un sistema político democrático 
y la reducción de la violencia que afectaba al país. No se puede negar 
que el fin del conflicto trajo beneficios para Guatemala. Jonas (2000) 
señala que, entre 1993 y 1997, los niveles de tolerancia política aumen-
taron, lo que permitió una mayor participación en los gobiernos lo-
cales y una movilización más activa de la sociedad civil. Sin embargo, 
los niveles de confianza en el sistema judicial y en el gobierno nacio-
nal continuaron siendo bajos, situación que se reflejó en el referendo 
de mayo de 1999, cuando varias reformas estructurales contempladas 
en los acuerdos fueron sometidas a votación y la sociedad guatemal-
teca decidió rechazarlas. 

La implementación del acuerdo de paz presentó dificultades y los 
beneficios en materia de seguridad estuvieron lejos de las expectativas 
creadas. Uno de los mayores debates de la época giro en torno al pa-
pel que desempeñarían las fuerzas militares a partir de 1996, conside-
rando que detentaron el poder durante más de dos décadas y fueron el 
principal actor responsable de la violencia durante el conflicto armado. 

Estas tensiones se mantuvieron a lo largo de los dos gobiernos pos-
teriores al fin del conflicto, es decir, durante los mandatos de Álvaro 
Arzú (1996-2000) y Alfonso Portillo (2000-2004). El gobierno de Arzú 
instauró un control civil sobre las fuerzas armadas, pero no logró com-
pletar un proceso de democratización de las relaciones cívico-militares 
(Ruhl, 2005, p. 60). Durante su administración, impulsó reformas que 
afectaron directamente el papel de las fuerzas armadas, reduciendo 
el presupuesto destinado a su financiación como parte de los acuer-
dos alcanzados, lo que disminuyó su presencia en las zonas rurales. 
Asimismo, apoyó investigaciones contra miembros del Ejército invo-
lucrados en tráfico de drogas y actividades criminales. 

No obstante, Arzú no tuvo la voluntad política para promover re-
formas institucionales que fortalecieran la democracia en Guatemala. De 
hecho, varias de estas reformas fueron sometidas a referendo en 1999 y 
rechazadas en las urnas, lo que dejó en manos de los militares la respon-
sabilidad de mantener la paz y la seguridad interna (Ruhl, 2005, p. 63).  
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Schirmer (1998) sostiene que uno de los principales obstáculos para la 
implementación de los acuerdos ha sido el enorme poder de las fuer-
zas militares, que, tras la firma del acuerdo de paz, reivindicaban la 
necesidad de una “paz estratégica”, en la que su presencia era funda-
mental para contener la “ola de crimen en los tiempos de paz” (p. 93). 

Por su parte, el gobierno de Portillo llegó al poder como resultado 
de una alianza de la derecha radical liderada por el exgeneral Efraín 
Ríos Montt. Como consecuencia, una vez en el gobierno, las reformas 
iniciadas comenzaron a revertirse. Portillo mostró poco interés en re-
formar las fuerzas armadas; de hecho, durante su administración, el 
presupuesto militar aumentó, lo que permitió que algunos mandos mi-
litares mantuvieran su influencia en distintas localidades del país (Ruhl, 
2005, p. 71). Estas acciones pusieron en entredicho las disposiciones 
del acuerdo final de paz, que enfatizaban la necesidad de desmantelar 
las fuerzas de seguridad contrainsurgente, las patrullas civiles de au-
todefensa y las fuerzas móviles del Ejército (Schirmer, 1998, p. 100). 

Las dificultades para desmantelar el poder acumulado por las 
fuerzas armadas a lo largo del conflicto fueron evidentes, no solo por 
la resistencia de sus miembros, sino también por el escaso interés de 
los gobiernos civiles que sucedieron a la firma de la paz. A esto se 
sumó el hecho de que los guatemaltecos no percibieron mejoras en 
sus condiciones de vida como resultado del acuerdo. De hecho, quedó 
en evidencia que el proyecto contrainsurgente había permeado todas 
las esferas de la sociedad (Jonas, 2000, p. 19). Lo pactado con las gue-
rrillas representaba una oportunidad para abrir un sistema histórica-
mente excluyente, lo que generó tensiones tanto en el ejército como 
en el sector privado. Este fenómeno no es exclusivo de Guatemala. En 
Colombia, como señala Romero (2003), los grupos paramilitares y las 
autodefensas han sido una barrera contra reformas derivadas de un 
eventual proceso de paz exitoso (p. 62). En otras palabras, cada vez 
que emergía la posibilidad de cambios sociales y políticos, surgía una 
respuesta violenta para proteger el statu quo.

Esto se tradujo en la imposibilidad de mejorar las condiciones de 
vida y reducir la pobreza en Guatemala, además de generar obstácu-
los para reformar y modernizar el Estado. Muchas de las iniciativas 
para mejorar la calidad de vida de la población fueron asumidas por 
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donantes internacionales, mientras que la transformación económi-
ca estuvo más ligada a procesos de liberalización (Alba et ál., 2015, 
p. 271). En la práctica, las relaciones de poder, las estructuras sociales 
y la participación política se mantuvieron prácticamente inalteradas, 
reproduciendo las condiciones existentes durante el conflicto armado. 

El acuerdo de paz y los ajustes 
institucionales al Estado guatemalteco

Para comprender los ajustes institucionales que se llevaron a cabo en 
Guatemala, o que fueron formulados tras el fin de la guerra, es fun-
damental revisar los acuerdos firmados que pusieron término a un 
conflicto armado que se prolongó durante 36 años. El Acuerdo de 
Paz Firme y Duradera fue firmado el 29 de diciembre de 1996 y esta-
bleció los parámetros que debían orientar la implementación de los 
acuerdos alcanzados. Sarti y Girón señalan que la parte sustantiva de 
los acuerdos de paz no solo estaba concebida para el desarme de los 
combatientes y la reducción del Ejército, sino, principalmente, para la 
consolidación de una paz firme y duradera mediante reformas legales y 
cambios en la institucionalidad estatal (Fundación Propaz, 2017, p. 9).

En Guatemala se habla de acuerdos, en plural, ya que estos com-
prenden una serie de documentos secuenciales encaminados a realizar 
reformas integrales al Estado. Dichos acuerdos fueron firmados entre 
1994 y diciembre de 1996 y abordan diversas temáticas. La firma se-
cuencial de estos documentos respondió a los avances alcanzados du-
rante la negociación —la cual se extendió por 11 años— y permitió 
abordar distintos temas fundamentales para las partes en confronta-
ción. Se entendió, por tanto, que cada acuerdo firmado respondía a 
un punto de la negociación y que pasaría a formar parte del Acuerdo 
de Paz Firme y Duradera, el cual entraría en vigencia a partir del mo-
mento de su firma21. 

21	 En el anexo 1 se presenta una síntesis de los acuerdos, incluyendo sus fechas, 
lugares de firma y los temas generales abordados en cada uno de ellos.
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Al analizar los acuerdos de paz en su conjunto y detenerse en los 
alcances particulares de cada uno, estos pueden agruparse en dos gran-
des categorías, como se muestra en la figura 7: 1) acuerdos dirigidos 
a poner fin a las hostilidades y a las principales manifestaciones del 
conflicto armado; y 2) acuerdos destinados a impulsar una serie de re-
formas institucionales que fortalecieran el Estado después de la guerra. 

Acuerdos sobre el cese al 
fuego definitivo

Acuerdo de paz 
firme y duradera

Acuerdo sobre 
establecimiento de 

una Comisión Histórica

En relación al  
conflicto armado

Acuerdo sobre 
fortalecimiento del 

poder civil

Acuerdo sobre 
derechos

Acuerdo sobre 
identidad y derecho 

de los pueblos 
indígenas

Acuerdo aspectos 
socioeconómicos y 

situación agraria

Acuerdo sobre reformas 
constitucionales y 
régimen electoral

En relación 
a reformas 

institucionales

ACUERDOS 
DE PAZ EN 

GUATEMALA

Acuerdo sobre 
implementación de 

los acuerdos

Acuerdo sobre 
reincorporación 

de la urgn

Acuerdo sobre 
reasentamiento de 

comunidades

Figura 7. Acuerdos de Paz en Guatemala

Fuente: elaboración propia.

De la imagen anterior se pueden extraer dos reflexiones preliminares. 
La primera es que la mitad de los acuerdos firmados se enfocaban en 
frenar las hostilidades, es decir, en garantizar el cese al fuego entre los 
combatientes, en especial los miembros de la urng. Esto se refleja en el 
alcance del cese al fuego, que buscó detener las confrontaciones entre 
la guerrilla y las acciones militares de las fuerzas armadas guatemal-
tecas. Asimismo, se observa una preocupación por la reincorporación 
de los combatientes a la vida civil, la cual debía ser integral para ga-
rantizar una reinserción digna en la sociedad guatemalteca una vez fi-
nalizada la guerra.
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Lo anterior explica, en parte, por qué muchos de los estudios so-
bre el posconflicto en Guatemala se centran en analizar las manifes-
taciones de violencia tras la guerra, considerando que los acuerdos 
de paz introdujeron cambios en materia de seguridad que resultaron 
poco eficaces para enfrentar nuevas amenazas violentas. Dado que los 
acuerdos estaban marcadamente orientados a frenar la violencia de-
rivada del conflicto armado, han servido como base para analizar la 
relación entre los cambios institucionales en las fuerzas de seguridad 
y la evolución de las dinámicas de violencia en el país. 

La segunda reflexión es que las negociaciones, además de atender 
el cese al fuego, se también estuvieron dirigidas a promover algunas 
reformas institucionales que trascendieran la confrontación armada e 
impactaran en la capacidad del Estado guatemalteco. A simple vista, 
los acuerdos relativos a reformas institucionales abarcan una serie de 
elementos que podían incidir directamente en el fortalecimiento estatal 
y en la vida de los ciudadanos. Muchos de estos acuerdos se centraron 
en temas como el acceso a la tierra, el reconocimiento de la identidad 
indígena y el fortalecimiento de la sociedad civil como mecanismo de 
veeduría de las acciones del Estado. 

En resumen, de los doce acuerdos que conforman el pacto que 
puso fin formalmente a la guerra en Guatemala, dos se enfocaron en 
el cese de hostilidades y en la reincorporación de los excombatientes, 
otros dos en la implementación de lo pactado y en la comprensión inte-
gral del acuerdo, mientras que los cinco restantes abordaron reformas 
institucionales en temas como identidad indígena, situación agraria, 
régimen electoral y fortalecimiento de la sociedad civil. Ante este pa-
norama, se entiende que la sociedad guatemalteca tenía altas expecta-
tivas no solo respecto al fin de la violencia armada, sino también en 
torno a un cambio estructural del Estado que garantizara una mejor 
respuesta a las necesidades de la población. Sin embargo, frente a esta 
ambiciosa agenda de reformas que marcaría buena parte de la agenda 
pública del país, surge una pregunta clave: ¿qué ocurrió en el periodo 
de posconflicto con estas propuestas de cambio? 

Veintitrés años después de la firma de los acuerdos de paz, sus al-
cances, su implementación e, incluso, su naturaleza siguen siendo ob-
jeto de debate. No obstante, y con el propósito de ofrecer una visión 
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global de sus implicaciones, en las siguientes secciones se realiza un 
análisis integral de los acuerdos, destacando aspectos clave para la 
re-construcción de la capacidad estatal, especialmente en términos de 
justicia y seguridad. Estos elementos permitirán comprender cómo se 
han manifestado territorialmente los compromisos pactados. 

Alcances de las reformas planteadas 
en los Acuerdos de Paz

La firma de los Acuerdos de Paz en Guatemala puso fin al conflicto 
armado22 y trajo consigo la desmovilización de la urng, el ingreso de 
algunos de sus miembros a la esfera pública, el cese de la violencia 
producto de los enfrentamientos armados y el acompañamiento in-
ternacional para el cumplimiento del proceso de reintegración de los 
excombatientes. Esta firma fue el resultado de un proceso paralelo de 
democratización que Guatemala venía experimentando desde 1986, 
con la elección del presidente Cerezo a través de comicios democráti-
cos tras décadas de gobiernos militares. Este contexto generó un am-
biente propicio para la implementación de cambios en el Estado23.

Los alcances de los acuerdos firmados pueden clasificarse, en tér-
minos de capacidad estatal, en tres grandes categorías: 1) justicia e 
impunidad; 2) seguridad y reformas en las fuerzas armadas; y 3) for-
talecimiento democrático. Con el propósito de comprender el impacto 
de cada uno de estos acuerdos en la re-construcción de la capacidad 

22	 Sin embargo, esta afirmación no está exenta de debate en algunos sectores de la 
sociedad guatemalteca. Por ejemplo, Sabino (2017) sostiene que, además de 
funcionar como un programa de gobierno, los acuerdos fueron favorables a 
una guerrilla derrotada. Añade, además, que “algunos de ellos [los acuerdos] 
carecían prácticamente de sentido en la Guatemala de 1996, como el que se 
refería a la democratización del país, ya bien establecida una década antes y 
reafirmada en los sucesos de 1993” (p. 81).

23	 Azpuru et ál. (2007) realizan una caracterización detallada del contexto gua-
temalteco durante el proceso de democratización y en el momento de la fir-
ma de los Acuerdos de Paz, mostrando las complejidades sociales, políticas y 
económicas de la época (pp. 331 y ss.).
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estatal, a continuación, se aborda cada una de estas categorías, ofre-
ciendo una visión general sobre sus alcances y objetivos una vez fina-
lizadas las confrontaciones.

Reformas en temas de justicia para 
hacer frente a la impunidad

En Guatemala, la justicia fue considerada uno de los pilares fun-
damentales en la reforma del Estado durante el posconflicto. Al ser 
un componente esencial de la capacidad estatal, se vio afectada por la 
confrontación entre los grupos armados y el Estado, lo que debilitó el 
sistema de justicia penal (Bateson, 2013, p. 20).

En algunos territorios, los grupos armados —incluidas las fuer-
zas militares del Estado—llegaron a asumir funciones estatales, ins-
taurándose como cortes de facto a las que los ciudadanos recurrían 
para resolver sus conflictos (Arjona, 2014, p. 32). En Guatemala, como 
resultado del conflicto armado, la justicia, en la percepción de buena 
parte de la población, fue instrumentalizada por quienes detentaban 
el poder estatal. De hecho, fue utilizada como un mecanismo de repre-
sión contra la población civil en el intento de atacar “las bases popu-
lares” de las guerrillas, dentro del marco de la lucha contrainsurgente 
y la represión política (Call, 2007, p. 116).

Durante la guerra, la justicia en Guatemala presentaba serios pro-
blemas: prácticas legales anticuadas, procesos lentos, ausencia de un 
sistema moderno de monitoreo y falta de supervisión de oficiales y 
empleados (Call, 2007, p. 121). Las percepciones de confianza en el 
sistema de justicia al finalizar el conflicto eran excepcionalmente ba-
jas. Para 1995 —un año antes de la firma de los Acuerdos de Paz—, el 
23 % de los guatemaltecos no tenía ninguna confianza en el sistema, 
mientras que el 58 % manifestaba una confianza baja (Seligson et ál., 
1998, p. 77). Esto indica que, al finalizar la guerra, el 81 % de los ciu-
dadanos mostraba altos niveles de desconfianza en la justicia, una 
percepción que se mantuvo en 1997 —un año después de la firma—, 
donde la desconfianza alcanzó el 80 %. Estas percepciones no solo ro-
deaban al funcionamiento del sistema judicial en sí mismo, sino tam-
bién el acceso de los ciudadanos a este, especialmente en el caso de la 
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población indígena. Los indígenas percibían mayores niveles de desi
gualdad ante las autoridades, especialmente cuando vestían sus trajes 
tradicionales: el 58 % de ellos afirmaba que se favorecía más a los la-
dinos, en un país donde la mayoría de la población se reconoce como 
indígena (Seligson et ál., 1998, p. 88).

Ante este panorama, los Acuerdos de Paz dispusieron una serie 
de reformas al sistema de justicia para superar los efectos producidos 
por la guerra. Las principales iniciativas se encuentran contenidas en 
dos acuerdos: 1) el Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos 
Indígenas (aidpi) y 2) el Acuerdo sobre Fortalecimiento del Poder Civil 
y Función del Ejército en una Sociedad Democrática (afpc). 

En el primero, el aidpi, se establece la creación de oficinas legales 
para la defensa de los derechos indígenas, con el objetivo de acercar 
las instituciones estatales a los territorios históricamente marginados 
y fuertemente afectados por la violencia. La idea era crear instancias 
que reconocieran los derechos de las poblaciones indígenas, principa-
les depositarias de la violencia durante la guerra. 

El segundo acuerdo, el afpc, reúne buena parte de las propuestas 
de cambio en el sector justicia derivadas de la firma de la paz. Estas 
reformas tenían como objetivo que se “revierta la ineficacia, se erradi-
que la corrupción, se garantice el libre acceso a la justicia, la imparcia-
lidad en su aplicación, la independencia judicial, la autoridad ética, la 
probidad del sistema en su conjunto y su modernización” (Misión de 
Verificación de las Naciones Unidas en Guatemala [Minugua], 1997). 
Para lograrlo, se plantearon tres bloques de propuestas referentes al 
organismo judicial, cada uno con competencias específicas para impul-
sar una reforma integral. Estos tres bloques son: 1) reformas legales; 
2) iniciativas y medidas administrativas; y 3) comisión de fortaleci-
miento de la justicia24. 

Al respecto, pueden realizarse dos análisis en torno a la formula-
ción de las reformas en materia de justicia. El primero es que existe un 
fuerte énfasis en la transformación del sistema de justicia, lo cual se 

24	 En el anexo 2 se presentan los aspectos más relevantes de cada bloque de re-
formas en materia de justicia.
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refleja en las iniciativas de reformas constitucionales y legales orien-
tadas a la reestructuración del aparato judicial. Esta reestructuración 
incluía la asignación de mayores recursos y la separación institucio-
nal entre la investigación criminal y el juzgamiento. Se buscaba así un 
mejor funcionamiento de las instancias judiciales, capaz de resolver 
adecuadamente los casos de su competencia y reducir la percepción de 
impunidad que caracterizaba a la sociedad guatemalteca. 

El segundo análisis señala que las reformas ponían un marcado 
acento en el acceso a la justicia, entendido en dos dimensiones. La pri-
mera hace referencia a la posibilidad de acceso de la población indígena, 
garantizado a través de mecanismos de inclusión como las iniciativas 
multilingües, destinadas a superar barreras históricas de acceso acen-
tuadas durante la guerra. Asimismo, se planteó el reconocimiento de 
otras formas de resolución de conflictos, conforme a la particularidad 
territorial, promoviendo expresiones comunitarias de justicia tradi
cional que pudieran vincularse con el sistema formal guatemalteco. 
La segunda dimensión del acceso a la justicia se refiere al alcance te-
rritorial. Se reconoce la importancia de mejorar la cobertura institu-
cional y el diálogo con las poblaciones, principalmente indígenas, a lo 
largo del territorio nacional. 

Ahora bien, el ámbito de la justicia en los acuerdos fue articula-
do estrechamente con el de la seguridad, en particular con las refor-
mas a las fuerzas armadas y de policía. Es decir, eran iniciativas que 
debían desarrollarse de manera paralela, para permitir un despliegue 
institucional integral el todo el país y ofrecer respuestas a dos ámbi-
tos que generaban profundas preocupaciones a la población guate-
malteca. La siguiente sección se enfoca en el sector seguridad en los 
Acuerdos de Paz. 

Reformas en materia de seguridad ante 
nuevos retos de violencia

La seguridad ha sido un aspecto fundamental en los periodos de pos-
conflicto, y Guatemala no fue la excepción. En este país, la seguridad 
adquirió una importancia trascendental por al menos tres razones 
que vale la pena destacar. La primera razón se relaciona con el papel 
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desempeñado por las fuerzas armadas, en especial el ejército, durante 
el conflicto armado. Como se señaló en la sección anterior, el ejército 
llegó fue responsable del 81 % de las acciones violentas, implemen-
tando estrategias como la política de tierra arrasada, que afectó di-
rectamente territorios habitados por población indígena, como Petén, 
Alta Verapaz y Baja Verapaz, entre otros. Esto impactó la percepción 
y la confianza de los ciudadanos en las instituciones estatales, particu
larmente en aquellas regiones donde se implementaron políticas repre-
sivas contrainsurgentes. 

La segunda razón gira en torno al poder que ha detentado el 
ejército en el Estado guatemalteco. Hasta los procesos de democrati-
zación iniciados a mediados de la década de 1980, el poder se encon-
traba concentrado en las fuerzas militares. Esto implicaba el cierre 
del espectro político para fuerzas alternativas y una intensa campaña 
contrainsurgente que, hacia 1983, llevó a la implementación de la po-
lítica de tierra arrasada. La desestructuración de estos poderes ocultos 
(hidden powers25) orientó buena parte de las reformas consignadas en 
los acuerdos. 

La tercera y última razón se centra en el rol que debían asumir 
las fuerzas de seguridad en un contexto en el que la guerra llegaba a 
su fin y emergían nuevas amenazas, particularmente de carácter cri-
minal. Esta situación exigía una reorientación tanto del ejército como 
de la policía guatemalteca.

Las razones expuestas evidencian la necesidad de enfrentar nue-
vos retos de seguridad en el periodo de posconflicto. Ya en 1996, las 
violaciones de derechos humanos habían disminuido drásticamente, 

25	 Peacock y Beltrán (2003) definen los hidden powers como: “una red infor-
mal y amorfa de individuos poderosos en Guatemala que utilizan sus cargos 
y contactos en los sectores público y privado tanto para enriquecerse con ac-
tividades ilegales como para protegerse de la persecución por los delitos que 
cometen. Describe una situación poco ortodoxa en la que las autoridades le-
gales del Estado siguen teniendo el poder formal, pero, de facto, los miem-
bros de la red informal detentan gran parte del poder real en el país. Aunque 
su poder está oculto, la influencia de la red es suficiente para atar de pies y 
manos a quienes amenazan sus intereses percibidos, incluidos los agentes es-
tatales” (traducción propia, p. 10). 



79

lo que se reflejó en la reducción de ejecuciones extrajudiciales y desa-
pariciones forzadas. Sin embargo, este escenario dio paso a un nuevo 
tipo de violencia, de naturaleza criminal. Como lo señala el Programa 
de las Naciones Unidas para el Desarrollo (pnud) (1998): 

[L]a violencia política respondía a una pugna por el poder, a ban-

dos que luchaban por cambiar o por conservar el statu quo; la 

violencia criminal de hoy, más bien se alimenta de las debilidades 

de ese statu quo, sin buscar su transformación. (p. 142)

Ante este panorama, los Acuerdos de Paz incluyeron reformas en ma-
teria de seguridad dentro del Acuerdo sobre Fortalecimiento del Poder 
Civil y Función del Ejército en una Sociedad Democrática (afpc). Este 
acuerdo estableció siete medidas que abordan de manera integral el 
campo de la seguridad y que pueden agruparse en tres grandes cate-
gorías: 1) reformas relacionadas con el enfoque de seguridad; 2) refor-
mas vinculadas con las fuerzas de seguridad; y 3) reformas dirigidas a 
los organismos anexos de seguridad26. 

Las categorías en las que se ubican las propuestas de reformas en 
materia de seguridad comparten dos grandes elementos transversales 
al fin del conflicto, los cuales se constituyen en el núcleo de los cam-
bios durante el periodo de posconflicto. El primer elemento se refiere 
a la clara intencionalidad de trasladar la dirección de las fuerzas ar-
madas y de la Policía Nacional al poder civil. Esta iniciativa buscaba, 
por un lado, romper con la histórica concentración de poder que había 
detentado el ejército sobre el Estado guatemalteco; y, por otro, que la 
influencia del poder civil reorientara las actuaciones de dichas institu-
ciones mediante la constitución de una doctrina castrense menos en-
focada en el combate del enemigo interno y más orientada a brindar 
seguridad a la ciudadanía.

En este sentido, los acuerdos apostaron a que fuera el Ministerio 
de Gobierno el encargado de la conducción de las instituciones de se-
guridad después de la guerra. Además, se estableció que sus actuaciones 

26	 En el anexo 3 se detallan los aspectos más relevantes de cada bloque en ma-
teria de seguridad.
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debían estar guiadas por principios democráticos que garantizaran el 
respeto a los derechos humanos, el reconocimiento de la diversidad 
étnica del país y los preceptos constitucionales que regirían al Estado 
tras superar la violencia asociada al conflicto armado; ejemplo de ello 
es la propuesta de una nueva ley de orden público.

El segundo elemento, estrechamente relacionado con el anterior, 
se refiere a la re-estructuración de las fuerzas armadas y de la Policía 
Nacional, la cual posee dos dimensiones que permiten vislumbrar el 
alcance de las intenciones plasmadas en los Acuerdos de Paz. La pri-
mera dimensión corresponde al cambio en la estructura de las fuerzas 
militares, que implicaba una reducción significativa de sus miembros 
durante los dos años siguientes a la firma, así como una disminución 
del presupuesto de funcionamiento hacia 1999. Esta reducción estuvo 
acompañada del fortalecimiento de la Policía Nacional Civil, institu-
ción que asumiría la responsabilidad de enfrentar las expresiones de 
inseguridad emergentes en la Guatemala del posconflicto.

La segunda dimensión se inscribe en la transformación de las fun-
ciones de los elementos de inteligencia y de apoyo al funcionamiento 
de las fuerzas armadas y de la policía. Al reconocer el fin del conflic-
to armado, el enfoque de seguridad se reorientó hacia la seguridad 
ciudadana, implicando el mantenimiento del orden público median-
te funciones de inteligencia bajo responsabilidad del Ministerio de 
Gobierno y la creación de un Departamento de Inteligencia Civil. 
Esto permitiría que la policía se encargara de la seguridad interna y 
las fuerzas militares, de las amenazas externas. A su vez, se promovió 
el desmantelamiento de los aparatos paralelos que, durante la guerra, 
habían contribuido al despliegue de violencia contra la población ci-
vil, particularmente contra los pueblos indígenas.

En resumen, una de las principales transformaciones durante el 
periodo de posconflicto guatemalteco estuvo dirigida al ámbito de la 
seguridad. Se impuso un control civil sobre las instituciones de segu-
ridad, especialmente sobre las fuerzas militares, promoviendo un nue-
vo enfoque de seguridad y de desarrollo en las actuaciones del ejército 
y la policía. De este modo, enfatizar en la seguridad interna permitió 
romper con el orden establecido durante la guerra, que, según muchos 
analistas, se había incrustado en el Estado. 
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Asimismo, estas iniciativas buscaron profundizar los procesos de 
democratización que Guatemala había iniciado desde la década de 1980, 
proceso que se fortaleció con la firma de los Acuerdos de Paz. La im-
portancia de lo pactado para la democracia es tal que, a continua-
ción, se abordarán los puntos relevantes para la re-construcción de 
la capacidad estatal, elemento central para consolidar una re-estruc-
turación democrática capaz de ofrecer un Estado más creíble para la 
ciudadanía y más eficiente en la respuesta a las necesidades de todos 
los guatemaltecos. 

Reformas en materia de profundización democrática

La democracia en Guatemala, como se ha señalado, no puede en-
tenderse únicamente como un resultado directo de la firma de los 
Acuerdos de Paz. En 1985 se llevaron a cabo las primeras elecciones 
post-autoritarias y, posteriormente, en 1990 y 1995, se realizaron nue-
vos comicios que permitieron consolidar identidades políticas e ideo-
lógicas, así como establecer garantías suficientes para la competencia 
democrática (Arnson, 2012, p. 117). Estos procesos tenían como pro-
pósito superar gradualmente las deficiencias en participación y repre-
sentación heredadas del régimen autoritario. No obstante, las primeras 
experiencias de participación partidista fueron débiles debido a un sis-
tema electoral con escasa capacidad de intermediación social. Como 
resultado, la representación política fue incapaz “de canalizar las de-
mandas de la población y de generar espacios políticos que regularan, 
determinaran, fiscalizaran e incidieran en las acciones del poder pú-
blico” (Azpuru et ál., 2007, p. 317).

En Guatemala persiste un debate sobre la pertinencia de los Acuerdos 
de Paz en un contexto donde la democracia ya llevaba una década en 
construcción. Autores como Rivas (2006) y Sabino (2017) han cuestio-
nado el alcance de algunas propuestas de democratización, argumen-
tando que el país había iniciado su apertura política desde 1985. A pesar 
de estas discusiones, hay dos aspectos claros. En primer lugar, aunque 
el proceso de democratización ya estaba en marcha, persistían deficien-
cias en la representatividad y en la consolidación del sistema electoral, 
lo que dificultaba el desempeño de los partidos políticos como agentes 
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de incidencia en la esfera pública. Jonas (2000) sostiene que, entre 1986 
y principios de los años noventa, Guatemala experimentó una versión 
civil del Estado contrainsurgente, en la que el ejército aún mantenía un 
control significativo sobre las autoridades civiles (p. 19).

El segundo aspecto es que los Acuerdos de Paz abordan tres cate-
gorías que remiten a la democracia, desde la consolidación del Estado 
de derecho hasta la participación política. Los elementos consignados 
en distintos acuerdos buscaban un fortalecimiento integral del Estado 
con el objetivo de mejorar la calidad de la democracia tras la guerra. 
En este sentido, el hecho de que estos temas quedaran consignados en 
los Acuerdos podría interpretarse como un refuerzo de los procesos 
que ya estaban en marcha, así como una estrategia para afrontar los 
efectos de la violencia sobre las instituciones estatales27. 

Al observar las categorías descritas en el anexo 4, se puede afir-
mar que los elementos relacionados con los procesos de democratiza-
ción en el periodo de posconflicto guatemalteco se enfocaron en tres 
grandes asuntos: elecciones, estructura estatal y cultura democrática. 
Respecto al primero, las reformas estipuladas se dirigieron a garanti-
zar, por un lado, el reconocimiento y la inclusión de los miembros de 
los pueblos indígenas, quienes, como se ha reiterado, constituyen un 
porcentaje significativo de la población del país. A su vez, la inclusión 
específica de la mujer indígena permite dilucidar la orientación de los 
acuerdos, ya que este grupo poblacional fue uno de los más afectados 
durante la guerra, tanto en términos de ser depositario de violencia 
como receptor de diversas formas de discriminación estatal.

Los acuerdos en materia electoral también propusieron la creación 
de una comisión encargada de evaluar y sugerir reformas al sistema 
electoral, en el entendido de que este había comenzado a desarrollar-
se a mediados de la década de 1980. De esta manera, se buscaba me-
jorar las condiciones de participación y competencia entre las fuerzas 
políticas, especialmente aquellas minoritarias que deseaban ingresar 
al debate público. Estas iniciativas se complementaron con propuestas 

27	 En el anexo 4 se detallan los aspectos más relevantes correspondientes a cada 
bloque en materia de democratización.
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dirigidas a la estructura estatal, las cuales tienen dos componentes: ga-
rantizar la inclusión y orientar la descentralización del Estado.

En términos de inclusión, los acuerdos buscaron el empodera-
miento de los pueblos indígenas, asegurando su participación en los 
espacios de decisión nacionales y locales, en los cuales pudieran inci-
dir efectivamente. La idea central era involucrar a una parte significa-
tiva de la población rural —particularmente afectada por la violencia 
del conflicto armado— en la toma de decisiones relacionadas con el 
enfoque del desarrollo, las necesidades económicas y sociales de las 
comunidades, y las particularidades territoriales. 

Además de estas propuestas, la descentralización fue concebida 
como una estrategia fundamental para el Estado en el periodo de pos-
conflicto. Se observa que las iniciativas planteadas estuvieron orienta-
das a un despliegue institucional mediante la descentralización, con el 
propósito de hacer presencia en diversos territorios del país e incluir 
a la población en los procesos de re-construcción institucional. Así, 
se buscaba garantizar que las normas de descentralización tuvieran 
un efecto real en la estructura institucional, abordando temas como 
el Código Municipal y la administración de los departamentos. Este 
proceso de regionalización, previsto en la Constitución de 1965 pero 
no desarrollado, encontró un marco más sólido en la Constitución de 
1985, donde se habla explícitamente de la “regionalización” y de la 
necesidad promover iniciativas que impulsaran la descentralización 
(Aragón, 2010, p. 96).

En 2002, se promulgó la Ley General de Descentralización a tra-
vés del Decreto 14-2002, que dispone:

Artículo 1. Objeto. La presente ley tiene por objeto desarrollar el 

deber constitucional del Estado de promover en forma sistemá-

tica la descentralización económica administrativa, para lograr 

un adecuado desarrollo del país, en forma progresiva y regulada, 

para trasladar las competencias administrativas, económicas, po-

líticas y sociales del Organismo Ejecutivo al municipio y demás 

instituciones del Estado.

Ese mismo año, mediante el Decreto 11-2002, se promulgó la Ley de los 
Consejos de Desarrollo Urbano y Rural, cuya naturaleza es fomentar la 
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participación de la población maya, xinca, garífuna y no indígena en 
la gestión pública, como parte del proceso de planificación democrá-
tica del desarrollo. Este sistema debe entenderse en cinco niveles: na-
cional, regional y departamental —previstos constitucionalmente—; 
municipal —regulado por el Código Municipal, Decreto Legislativo 
58-88—; y comunitario —contemplado en los Acuerdos de Paz.

Por último, los acuerdos confirieron particular relevancia a la cul-
tura democrática, entendida desde los derechos humanos, la paz y la 
reconciliación. Se reconoció que la promoción de los derechos huma-
nos constituía una oportunidad para incidir en la cultura democrática 
de los guatemaltecos. En consecuencia, se diseñó un programa educa-
tivo dirigido a la población, con el objetivo de mejorar la cultura del 
reconocimiento del otro y la convivencia pacífica. Desde esta perspec-
tiva, las necesidades del periodo de posconflicto también resaltaban 
la paz y la reconciliación como objetivos institucionales, impulsando 
planes orientados a crear un ambiente libre de violencia y a dotar a la 
ciudadanía de recursos para encauzar los conflictos sociales. Lo inte-
resante de estos postulados radica en su apuesta por promover nuevas 
formas de relacionamiento entre los guatemaltecos, desvinculadas de 
la violencia asociada al conflicto armado.

Las reformas incluidas en los Acuerdos de Paz plantearon transfor-
maciones institucionales, reorientaciones de políticas públicas y re-cons-
trucción de capacidades tanto a nivel nacional como local. También 
impulsaron nuevos enfoques en materia de seguridad y justicia, con la 
expectativa de responder a los desafíos de una sociedad sin conflicto 
armado, pero marcada por la violencia y la conflictividad del periodo 
de posconflicto. No obstante, no puede reducirse el proceso de cambio 
únicamente a lo estipulado en los Acuerdos de Paz. Si bien estos acuer-
dos contienen buena parte de las propuestas de reforma institucional, 
también existieron iniciativas gubernamentales desplegadas en el pe-
riodo de posconflicto que buscaron fortalecer el Estado guatemalteco. 
Por tanto, en el siguiente apartado se abordarán estas iniciativas, que, 
aunque no necesariamente estuvieron ligadas al fin formal del conflic-
to armado, contribuyeron a la re-construcción de la capacidad estatal 
en un nuevo escenario de posconflicto. 
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Reformas gubernamentales en el periodo de posconflicto

El apartado anterior mostró que buena parte de las reformas institucio-
nales del Estado en Guatemala, desplegadas en el periodo de poscon-
flicto, surgieron de los Acuerdos de Paz. Sin embargo, también hubo 
reformas e iniciativas institucionales que se desarrollaron una vez fi-
nalizado el conflicto armado y que no necesariamente derivaron de lo 
acordado entre el gobierno guatemalteco y la urng. En otras palabras, 
hubo iniciativas impulsadas por el gobierno y sectores políticos más 
allá del acuerdo de paz, con el objetivo de lograr transformaciones ins-
titucionales que impactaran la esfera pública del país. 

Abordar estas iniciativas conlleva cierto grado de complejidad, ya 
que buena parte de los análisis se encuentran permeados por la influen-
cia de los Acuerdos de Paz. Esto dificulta distinguir si el origen de las 
reformas reside en lo acordado o, por el contrario, responde a iniciati-
vas gubernamentales planteadas de manera paralela a la paz y que, en 
algunos casos, incluso pudieron fortalecerse gracias a estos acuerdos. 
En este sentido, existen dos tipos de reformas que no necesariamente 
se desprendieron de los Acuerdos de Paz, pero que, por un lado, con-
tribuyeron a mejorar el ambiente político del país y, por otro, sirvieron 
como mecanismos para implementar lo pactado. Como se observa en 
la figura 8, estas reformas pueden agruparse en: 1) reformas derivadas 
del proceso de democratización iniciado en 1985; y 2) reformas impul-
sadas entre 1997 y 2003.

Figura 8. Reformas institucionales en Guatemala

Fuente: elaboración propia.
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A continuación, se abordan los dos tipos de reformas con el propósito 
de ofrecer una comprensión integral de los planteamientos institucio-
nales que se desarrollaron en Guatemala. 

Reformas provenientes del proceso de democratización

A partir de 1985 se inició un proceso de democratización en Guatemala 
con el propósito de transitar hacia una sociedad más plural y de su-
perar, de manera progresiva, la violencia del conflicto armado que se 
prolongaba desde la década de 1960. Para lograrlo, se propusieron una 
serie de reformas orientadas a transformar la institucionalidad en los 
poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial. 

Las reformas en el ámbito del Ejecutivo y Legislativo tenían como 
objetivo introducir cambios en la burocracia del Estado y mejorar la 
imagen de las instituciones ante la sociedad guatemalteca. En enero de 
1986 entró en vigencia la nueva Constitución de Guatemala, lo que mar-
có el inició de un retiro paulatino de los militares de la administración 
pública. Por ejemplo, se llevó a cabo el traslado de las Coordinadoras 
Interinstitucionales —órganos de enlace y control local dependientes 
del Estado Mayor de la Defensa— a los nuevos gobernadores civiles 
(pnud, 2010, p. 61). A su vez, en 1991 se implementaron reformas en 
el Plan de Clasificación de Puestos del Organismo Ejecutivo, median-
te las cuales se realizó una clasificación burocrática de las funciones y 
responsabilidades de los miembros de las instituciones estatales. Estas 
reformas ayudarían a estandarizar los salarios de los funcionarios pú-
blicos, fortaleciendo así el servicio civil del Estado.

En el ámbito legislativo, uno de los mayores avances se obser-
vó en la reactivación del papel que debe desempeñar este poder en 
un régimen como el guatemalteco. En esa nueva etapa, el Congreso 
asumió el control y la moderación del ejercicio del Poder Ejecutivo 
en sus tareas básicas como administrador de la nación; nombró a los 
altos magistrados del Poder Judicial y ejerció la potestad legislativa, 
es decir, la capacidad de decretar, reformar y derogar normas legales 
que aseguran, orientan y promueven la vida en sociedad (pnud, 2010, 
p. 65). En otras palabras, retomó las funciones que históricamente le 
correspondían, pero que habían sido suplantadas por los regímenes 
militares, logrando mayor control en las deliberaciones y organizando 
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burocráticamente la participación de los congresistas, quienes efecti-
vamente podrían representar a sus electores. 

Por último, en el Poder Judicial, la Constitución de 1985 reafirmó 
las funciones básicas que debía cumplir esta rama del poder público, 
ya que durante los años de mayor impacto del conflicto armado su 
funcionamiento se vio afectado, cuando no usurpado. Esto llevó a una 
institucionalidad judicial bastante débil, por lo que el reconocimiento 
constitucional a la misión de la justicia resultó fundamental. Sin em-
bargo, fue en 1992, como resultado de las reformas al Código Procesal 
Penal, que se establecieron cambios significativos: se instauró el juicio 
oral y público, se otorgó plena participación a los fiscales del Ministerio 
Público (MP) en las investigaciones bajo control judicial, se simplificó 
el proceso, y se modificó la función de los jueces para que “solo ellos 
juzguen y ejecuten lo juzgado”. Además, se estableció control judi-
cial para el cumplimiento de las penas. También se crearon mayores 
garantías procesales, pasando de un sistema inquisitivo a uno acusa-
torio, lo que fortaleció la defensa de las víctimas y amplió la publici-
dad de los procesos, permitiendo un mayor control sobre la actividad 
judicial (pnud, 2010, p. 68). Es decir, se organizó la rama judicial de 
manera que permitiera el control civil de sus funciones y garantizara 
los derechos de los guatemaltecos, promoviendo pesos y contrapesos 
en la investigación y el juzgamiento, todo en aras de lograr procesos 
más eficientes. Un ejemplo de ello fue la creación de la Procuraduría 
de los Derechos Humanos que, aunque no pertenece directamente a 
esta rama del poder público, contribuyó significativamente a la garan-
tía de los derechos de la población. 

Las reformas anteriores estuvieron encaminadas a facilitar el trán-
sito del país de más de dos décadas de control militar hacia una demo-
cracia representativa incluyente. Estas iniciativas evidencian el impulso 
por establecer instituciones civiles bajo control burocrático, capaces 
de ejercer sus funciones de manera eficiente. En suma, se pretendía 
fortalecer algunas instituciones estatales luego del control militar, tra-
duciéndose en instituciones democráticas más sólidas y cercanas a la 
ciudadanía. 

Muchas de estas reformas, iniciadas desde mediados de la déca-
da de 1980, cobraron mayor impulso como resultado de los Acuerdos 
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de Paz, que recogieron su esencia y profundizaron el alcance de los 
cambios necesarios para un Estado que buscaba superar las secuelas 
de una guerra. 

Asimismo, existieron otras reformas impulsadas después del fin 
del conflicto armado, no conectadas directamente con el proceso de 
democratización iniciado con la Constitución de 1985, las cuales tam-
bién deben ser consideradas para comprender el conjunto de iniciati-
vas institucionales que conformaron la Guatemala del posconflicto.

Reformas impulsadas en el posconflicto

A partir de 1997, las reformas institucionales pueden agruparse en tres 
grandes categorías: 1) reformas institucionales políticas; 2) reformas 
institucionales de seguridad; y 3) reformas institucionales de justicia28. 
Al analizar las reformas gubernamentales impulsadas durante el perio-
do de posconflicto, pueden hacerse tres reflexiones fundamentales. La 
primera es que buena parte de estas reformas estuvieron orientadas a 
la re-estructuración burocrática del Estado guatemalteco. En este senti-
do, se observa cómo en las iniciativas de descentralización —que tam-
bién tuvieron un papel destacado en los Acuerdos de Paz—, así como 
en las de seguridad y justicia, se enfatizó la organización institucional 
de cada ámbito. Por ejemplo, en el proceso de descentralización, se 
establecieron estructuras a nivel local, departamental y regional para 
fortalecer la presencia del Estado en los territorios. En materia de segu-
ridad, se crearon instancias de toma de decisiones para atender las nue-
vas agendas de seguridad surgidas tras el fin de la guerra, en las cuales  
la cooperación interinstitucional fue clave. Finalmente, en el ámbito  
de la justicia, se impulsaron instituciones para fortalecer el funcio-
namiento del Poder Judicial, con el propósito de hacer más eficiente 
el sistema, profesionalizar a sus servidores públicos y garantizar su 
independencia. 

La segunda reflexión se centra en los temas abordados por las re-
formas, particularmente en los ámbitos de seguridad y justicia. En el 

28	 En el anexo 5 se detallan las reformas implementadas en el posconflicto 
guatemalteco. 
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caso de la seguridad, la agenda cambió significativamente tras la su-
peración del conflicto armado, enfocándose en problemáticas como la 
delincuencia, el crimen organizado e incluso el terrorismo. Estos cam-
bios fueron sustanciales ya que, al reconocer como prioridad la segu-
ridad interna de Guatemala, los intereses y planes institucionales se 
reorientaron para enfrentar nuevos desafíos. Lo mismo ocurrió en el 
ámbito de la justicia, donde se incorporaron a la agenda temas como 
el lavado de activos y el financiamiento al terrorismo. Estos aspectos 
son complementarios a las agendas de seguridad, pues ofrecen líneas 
de acción frente a violencias organizadas que requieren una respuesta 
integral de diversas instituciones estatales.

Por último, una tercera reflexión sobre las reformas se refiere al 
funcionamiento institucional. En las tres categorías analizadas existe 
una clara orientación hacia el trabajo interinstitucional, lo cual es de-
terminante para la capacidad del Estado, ya que se buscaba una articu
lación entre las competencias de las distintas instituciones y entre los 
niveles nacional, regional y municipal. Esto es evidente en la descentra-
lización, donde los Sistemas de Desarrollo requieren la participación de 
instituciones en diversos niveles de toma de decisiones, incluso desde 
la comunidad misma. La seguridad también refleja esta dinámica: un 
ejemplo es el apoyo que pueden brindar conjuntamente las fuerzas de 
policía nacional y militar frente a amenazas a la seguridad del país, lo 
que implica no solo la colaboración entre fuerzas armadas, sino también 
entre ministerios. La justicia, finalmente, comparte esta característica, 
ya que su fortalecimiento implicó una re-estructuración institucional 
en términos de competencias y de seguimiento a los procesos. 

Las reformas planteadas durante el periodo de posconflicto fueron 
determinantes tanto para el despliegue de los Acuerdos de Paz como 
para la re-estructuración del Estado guatemalteco tras la finalización 
del conflicto. Las iniciativas gubernamentales procuraron abarcar los 
distintos niveles institucionales e incluyeron acciones que ofrecieron 
resultados a corto plazo frente a las amenazas emergentes. El desdo-
blamiento institucional constituye un rasgo característico de estas re-
formas, evidenciando la necesidad de alcanzar los territorios del país 
después de la guerra.

Capítulo 2. La violencia en Guatemala: entre la guerra  
y las transformaciones institucionales
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El fin del conflicto armado guatemalteco, contrario a las expectati-
vas de la sociedad, de buena parte de la clase dirigente y de la co-

munidad internacional, no redujo la violencia como se esperaba. La 
firma de los Acuerdos de Paz no significó una disminución de la vio-
lencia; por el contrario, como señala Nasi (2007), esta presentó un re-
gistro incluso mayor al de los años del conflicto armado. Durante el 
periodo de guerra, se registró un promedio de 1816 homicidios anuales 
(p. 117). Tras su finalización, el promedio se elevó a alrededor de 3000 
homicidios por año, con excepción de los años 1999 y 2000, como se 
muestra en la figura 9.

El homicidio mostró una tendencia creciente. Por ejemplo, solo 
el departamento de Guatemala concentró el 35 % de los homicidios 
entre 1998 y 2004. La distribución departamental del homicidio pos-
terior al conflicto se focalizó en dos zonas geográficas específicas: la 
Ciudad de Guatemala —que ha concentrado sostenidamente más del 
30 % de los homicidios desde el fin del conflicto— y las regiones fron-
terizas, mientras que en el centro y occidente del país este fenómeno 
disminuyó significativamente.
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Figura 9. Homicidios en Guatemala 1995-2015

Fuente: elaboración propia, a partir de pnud (2010).

Esta distribución revela dos dinámicas que deben ser consideradas al 
analizar la violencia posterior al conflicto. La primera es la preocupan-
te magnitud del incremento de homicidios en la Ciudad de Guatemala. 
Aunque durante la guerra ocurrieron hechos violentos en la ciudad, 
principalmente por parte de las guerrillas, estos no alcanzaron el nivel 
registrado tras la firma de la paz. La segunda dinámica es que la vio-
lencia homicida se trasladó a departamentos fronterizos, y no a aque-
llos lugares donde se desplegó la mayor violencia durante el conflicto 
armado a partir de los años setenta, es decir, en el noroccidente y en el 
altiplano central. Esto no significa que las zonas más impactadas por el 
conflicto armado hayan eliminado por completo la violencia homicida, 
pero sí experimentaron una reducción significativa en comparación con 
las tasas nacionales. Lo interesante es que las zonas donde se presentó 
esta disminución se caracterizan por una alta presencia de población 
indígena y niveles significativos de pobreza, elementos que deben ser 
tenidos en cuenta, ya que los procesos organizativos de muchos pue-
blos en Guatemala han logrado frenar, en parte, la ola de violencia que 
ha afectado al país en otros territorios. 

Esta realidad ha planteado una serie de interrogantes en torno a 
las expresiones de dicha violencia, a su posible relación con el conflicto 
armado, a las nuevas formas de ejercerla y al impacto en la sociedad 
civil. Las explicaciones a la variación de la violencia en Guatemala, 
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y en particular su aumento, pueden comprenderse a partir de dos ca-
tegorías relacionadas entre sí: los legados del conflicto armado y las 
nuevas expresiones de violencia, especialmente la criminal. 

Las manifestaciones de violencia, por un lado, y la incapacidad del 
Estado, por otro, son resultado de la enorme dificultad que ha tenido 
Guatemala para reestructurarse como Estado y consolidar una políti-
ca de seguridad y justicia sólida. La estrategia de seguridad nacional 
que orientó la respuesta estatal a las guerrillas durante el conflicto ar-
mado penetró tan profundamente las instituciones que, una vez fina-
lizado el conflicto, ha sido difícil plantear otras formas de enfrentar la 
violencia. Como lo señala Godoy (2006), la experiencia del conflicto 
trajo consigo una respuesta basada en el orden frente a un escenario 
caótico de violencias desbordadas e incapacidades estatales, caracte-
rizada por la mano dura. Esta política, típica del Estado durante las 
décadas del conflicto, continuó después de la guerra como un referen-
te tanto para el gobierno como para la población. La mano dura se 
fundamenta en tres elementos: 1) el apoyo regional a actos privados 
de vigilantismo, expresados en actos justicia por mano propia; 2) el 
respaldo al incremento de la violencia contra criminales, ya sea me-
diante el endurecimiento de las sanciones legales o permitiendo actos 
de violencia extralegal29; y 3) la promoción del retorno del liderazgo 
a un hombre fuerte, en abierto desprecio por los derechos humanos 
(Godoy, 2006, pp. 57-61).

Si bien existen continuidades entre el periodo del conflicto arma-
do y las violencias que surgieron tras su finalización, la violencia en 
Guatemala a partir de 1996 adquirió un profundo carácter criminal, ya 
que sus principales expresiones se centran en la captura de rentas pro-
venientes del narcotráfico, del tráfico de armas y de actos de corrupción 
que afectan al Estado. Estas violencias se diferencian de las produci-
das durante la guerra, pues no contienen reivindicaciones políticas ni 

29	 La pena de muerte ha sido un tema de debate constante en Guatemala, in-
cluso para delitos que no implican una alta gravedad social. Un ejemplo es el 
caso de Alfonso Portillo, quien como candidato presidencial defendía la ne-
cesidad de renunciar al Pacto de San José de Costa Rica con el fin de aplicar 
libremente la pena capital.



94

Y al final solo hubo más violencia

persiguen cambios de gobierno; en cambio, responden principalmente 
a intereses privados de grupos armados organizados, pandillas o car-
teles del narcotráfico. 

La violencia ejercida por estos grupos ha tenido un alto impacto 
en la vida de los guatemaltecos. Se concentra principalmente en zonas 
urbanas, especialmente en la Ciudad de Guatemala. No obstante, fue-
ra del área metropolitana, la delincuencia sigue siendo mayor en áreas 
urbanas que en áreas rurales. En el caso de la región Suroccidente30 (de-
partamentos de Escuintla, Suchitepéquez y partes de Quetzaltenango 
y Chimaltenango), prácticamente no existe diferencia entre áreas ur-
banas y rurales, e incluso en algunas zonas los índices de violencia son 
mayores en las áreas urbanas (Azpuru y Seligson, 2001, p. 291). 

Las violencias han tenido mayores manifestaciones en las zonas 
urbanas, donde se ubican pandillas, maras y redes de crimen organi-
zado. En consonancia con ello, quienes son mayormente afectados por 
las acciones de estos grupos son los ladinos (personas no indígenas), ya 
que la población indígena, ubicada principalmente en zonas rurales, no 
experimenta de manera tan profunda estas dinámicas. Este hecho es re-
levante, ya que durante la guerra la violencia de los actores armados 
—principalmente el Estado y los grupos paramilitares— se dirigió con-
tra la población civil, particularmente indígena, al punto de configurar-
se un genocidio contra la población maya, como lo señala Brett (2016). 
Tras el fin de la guerra, las motivaciones de los actores armados cambia-
ron, así como los lugares de su actuación y las víctimas de sus acciones.

Para comprender las dinámicas de la violencia en el posconflicto 
guatemalteco, es necesario realizar una lectura subnacional que per-
mita observar sus manifestaciones territoriales, las tensiones locales 
y las distintas expresiones que asumió esta violencia tras el fin de la 
guerra. Con este objetivo, a continuación se presentan dos municipios 
en los que la violencia se manifestó de maneras distintas, permitiendo 
analizar cómo el Estado re-construye —o no— sus capacidades insti-
tucionales y cómo ello impacta los territorios.

30	 Para identificar las regiones que conforman Guatemala, puede consultarse la 
figura 10. 
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Figura 10. Departamentos de Guatemala

Fuente: Quasten (2013).

Chimaltenango: un posconflicto 
marcado por la violencia 

Chimaltenango es un municipio cercano a la Ciudad de Guatemala, 
ubicado aproximadamente a una hora de distancia. Esta proximidad 
ha traído consigo consecuencias paradójicas. Por un lado, ha conver-
tido al municipio en un eje económico importante para la capital. No 
solo alberga un comercio vibrante que abastece a la población local, 
sino que también recibe una gran cantidad de población flotante pro-
veniente de la ciudad, que encuentra allí una amplia oferta de bienes y 
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servicios. Además, Chimaltenango se ha consolidado como proveedor 
de mano de obra para empleos tanto del sector público como priva-
do en la capital. Muchas personas optan por residir en este municipio 
y desplazarse diariamente a la ciudad, ya que el costo de vida es más 
bajo y les permite acceder a una mejor calidad de vida.

Por otro lado, su cercanía a la capital también ha tenido efectos 
negativos en términos de violencia. Durante el periodo posterior al 
conflicto, Chimaltenango experimentó un aumento sostenido de la vio-
lencia, que según varios habitantes del municipio, se explica en gran 
parte por su cercanía con la Ciudad de Guatemala. El crecimiento eco-
nómico y comercial del municipio llevó a una reconfiguración de su 
dinámica social, trastocando las formas tradicionales de organización 
comunitaria y sociabilidad, algo que los propios pobladores conside-
ran clave en el análisis de la violencia posterior a la guerra. 

Se firman los acuerdos de paz, tenemos que cuidarnos, no vaya a 

ser que la paz se vuelva más violenta que la guerra. Cuando fue el 

conflicto armado estaban muy claros los actores, los que apoya-

ban a uno y otro. En cambio, al firmar los acuerdos comienza el 

proyecto neoliberal y el surgimiento de la violencia es provocado 

por los mismos empresarios. (D. Hernández, comunicación per-

sonal, 16 de agosto de 2018)

Los índices de violencia homicida aumentaron después de la guerra, 
como lo muestra la figura 11, lo cual generó un cambio en las per-
cepciones de seguridad entre la población, que había depositado altas 
expectativas en la firma de la paz como un mecanismo para reducir 
la violencia. En este contexto, los chimaltecos señalan que la violen-
cia emergente a partir de 1997 presenta características distintas a las 
del conflicto armado. La violencia en esta etapa adquiere un carácter 
predominantemente criminal, afectando a amplios sectores de la po-
blación residente en el municipio.
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Figura 11. Número de homicidios en Chimaltenango

Fuente: elaboración propia, con información proporcionada por Katherine Aguirre 
(2014), investigadora, y complementada con datos del Instituto Nacional de Estadística 

de Guatemala (2018).

La complejidad de la violencia en Chimaltenango ha llevado a la cons-
trucción de marcos interpretativos que buscan comprender sus ma-
nifestaciones en el posconflicto. Como se observa en la figura 11, la 
violencia mantiene una tendencia al alza después del fin de la guerra 
—algo que comparte con la capital—, lo que generó en la ciudadanía 
una percepción de continuidad del conflicto, sin que la firma de los 
acuerdos representara una verdadera experiencia de pacificación. Las 
transformaciones de la violencia en el posconflicto en territorio chi-
malteco comienzan a interpretarse como una pérdida progresiva de 
los objetivos políticos que antes motivaban la confrontación, dando 
paso a formas de violencia más criminales. Por ejemplo: 

Antes, por el tipo de encuadre, las personas perseguidas, la moti-

vación era política y personas que estaban supuestamente vincu

ladas con esa ideología política, incluidos hasta los niños […] 

cuando ya va pasando el tiempo y los móviles políticos no están 

tan presentes —porque hay ahí otra transformación— es como la 

violencia por mano propia, porque no hay estructuras de justicia, 

son estructuras de impunidad, no hay capacidad de investigación 

porque no hay cuerpos preparados para eso […] podríamos decir 

que del paso de una estructura totalmente totalitaria y jerárquica, 
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hay un paso a un intento de estructura democrática donde no hay 

nada. (N. Gómez, comunicación personal, 7 de octubre de 2017)

Frente a estas transformaciones, este capítulo muestra, a partir de 
las variables propuestas por la teoría, las convergencias entre los he-
chos ocurridos durante la guerra y los registrados posteriormente, que 
pueden ofrecer claves para comprender las dinámicas de violencia en 
Chimaltenango. La mirada de un posconflicto diferenciado permite 
abordar las expresiones violentas emergentes a través de una lectura 
territorial, lo cual proporciona herramientas analíticas para entender 
qué ocurrió en el país después del conflicto armado.

La reconfiguración poblacional de Chimaltenango

Chimaltenango se encuentra ubicado en la región sur-central de 
Guatemala, junto con Escuintla y Sacatepéquez. Esta región presen-
ta un alto nivel de interacción entre centros y áreas de influencia, con 
características de desarrollo avanzadas y homogéneas, y posee una 
infraestructura de comunicación adecuada para integrar una amplia 
zona del país (Aragón, 2010, p. 84). En otras palabras, no ha sido un 
territorio ajeno a los procesos de integración estatal impulsados por 
Guatemala. Hacia 2010, Chimaltenango contaba con 595 000 habi-
tantes, de los cuales el 75 % era población indígena y el 50 % residía 
en zonas rurales. Una parte importante de la población del departa-
mento se concentra en su cabecera municipal, y el Índice de Desarrollo 
Humano (idh) se ubicaba en 0.679 (pnud Guatemala, 2011a)31.

La configuración poblacional de Chimaltenango ha estado deter-
minada por cuatro olas migratorias desde la década de 1970, abarcan-
do tanto los años del conflicto armado como el periodo posterior. La 
primera se dio en 1974, como resultado de la erupción del Volcán de 
Fuego, que afectó particularmente a los habitantes de tres municipios 

31	 El idh es un indicador sintético que expresa tres dimensiones básicas del de-
sarrollo humano: salud, educación y nivel de vida. Su valor puede oscilar en-
tre 0 y 1, donde 0 indica el más bajo nivel de desarrollo y 1 el más alto. 
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ubicados en sus laderas: Pochuta, Acatenango y Yepocapa. La emergen-
cia provocó el desplazamiento de miles de personas hacia la cabecera 
municipal, donde se construyeron asentamientos temporales que, con 
el tiempo, se convirtieron en residencias permanentes. Estos nuevos 
asentamientos enfrentaron dificultades para acceder a servicios básicos 
como energía eléctrica, agua potable y educación. La segunda ola mi-
gratoria estuvo relacionada con el conflicto armado. Muchos habitan-
tes de las zonas rurales, atrapados entre las operaciones de los grupos 
armados, se desplazaron hacia Chimaltenango en busca de seguridad, 
debido a la presencia de una base militar y una mayor institucionali-
dad. La tercera ola migratoria fue consecuencia del terremoto de 1976, 
que sacudió al país y dejó un saldo de aproximadamente 23 000 muer-
tos. Finalmente, la cuarta ola, de carácter económico y aún vigente, ha 
durado alrededor de una década. Esta fue provocada por la construc-
ción de la zona franca entre Ciudad de Guatemala y Chimaltenango 
—especialmente desde San Lucas Sacatepéquez—, donde se instalaron 
diversas maquilas, convirtiendo al municipio en un punto de tránsito 
para personas provenientes de distintos lugares del país (R. Xoyón, 
comunicación personal, 14 de agosto de 2018). 

Esta dinámica poblacional es clave para los chimaltecos a la hora 
de interpretar la violencia en el posconflicto. Alrededor de ella identi-
fican dos aspectos centrales: la ruptura de las relaciones comunitarias 
y la incapacidad de absorber a la población migrante en los centros 
urbanos. El primero está asociado con la baja cohesión social como 
resultado de las migraciones; según los habitantes, la pérdida del tejido 
comunitario construido a partir de relaciones de proximidad redujo las 
posibilidades de control social frente a las oleadas de violencia. Para 
algunos, esta desintegración comenzó desde el inicio del conflicto arma-
do, cuando el Estado implementó técnicas represivas que alteraron la 
composición poblacional y debilitaron los vínculos comunitarios: “esa 
ruptura comunitaria que se venía manteniendo durante muchos años 
se va rompiendo y […] la guerra de contrainsurgencia logró sistemati-
zar estas formas de acabar con la forma comunitaria” (D. Hernández, 
comunicación personal, 16 de agosto de 2018). 

Los chimaltecos afirman que la cercanía en las relaciones sociales 
es algo que añoran de tiempos pasados. Según sostienen, el crecimiento 
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poblacional ha provocado que las interacciones se perciban como im-
personales, distantes y, en consecuencia, carentes de confianza. La des-
confianza entre los pobladores y la ausencia de procesos organizativos 
fuertes vinculados con la identidad chimalteca son argumentos esgri-
midos frente al aumento de la violencia y a la dificultad de enfrentar 
sus efectos en el municipio. Un exalcalde de Chimaltenango señala:

Se calcula que Chimaltenango tendría aproximadamente 50 000 

personas [para la época en que finalizó la guerra]. Hasta hace dos 

años la cantidad de personas tendría [sic] 130 000 habitantes, solo 

el municipio. De tres personas hay un chimalteco. Se perdió nues-

tra identidad. […] Todas las personas de Chimaltenango vendie-

ron sus propiedades y se fueron a vivir afuera, o sea que todo el 

centro es de propiedad de extraños. Fíjate que fuimos perdiendo 

nuestra identidad, entonces se vienen otros tipos de costumbres. 

(R. Xoyón, comunicación personal, 14 de agosto de 2018).

Estas percepciones sobre la configuración poblacional —atravesadas 
por los impactos de la guerra y los flujos migratorios hacia el muni-
cipio— determinan la forma en que los ciudadanos interpretan el pe-
riodo de posconflicto. Si bien Chimaltenango había sufrido violencia 
durante el desarrollo del conflicto armado, al finalizar este, sus mani-
festaciones se trasladaron significativamente a las zonas urbanas muni-
cipales, generando nuevas experiencias frente a una violencia arbitraria 
y generalizada que se instaló en la cotidianidad. En otras palabras, las 
expresiones de violencia habían cambiado:

Si has tenido una ciudad capital donde, producto del conflicto ar-

mado también se nutrió, digámoslo así, de muchas personas que 

no podían estar en sus casas porque fueron desalojadas a la fuerza. 

Entonces ahora tenés muchos lugares, muchas zonas, donde efecti-

vamente, entonces tenés este producto de las maras, las pandillas, 

y que el Estado de Guatemala está de rodillas ante las pandillas. 

[…] No las puedes quitar, no las puedes atacar, no puedes hacerle 

nada, entonces dice uno: si estos están de rodillas, ¿qué podemos 

seguir esperando nosotros, ¿verdad? […] A dónde viene a traba-

jar, aquí va, o sea, los colegios y todo lo tenés aquí [Ciudad de 
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Guatemala], por eso es que el centro es la más violenta, es la más 

insegura, vivimos más tranquilos en todos estos departamentos 

ahora [donde la guerra fue más fuerte], porque ahí no tenés vio-

lencia, la gente vive tan tranquila. (H. Reyes, comunicación per-

sonal, 2 de octubre de 2017)

La cercanía a la capital había influido en las dinámicas comunitarias 
del municipio, permitiendo la entrada de otros actores sociales que 
trajeron consigo distintas formas de violencia. Esto generó tensiones 
entre quienes residían tradicionalmente en Chimaltenango y quienes 
llegaron posteriormente —ya sea como desplazados por la violencia 
o en busca de oportunidades en un mercado urbano en expansión. La 
transformación comercial del municipio posicionó su territorio como 
un atractivo económico que benefició a nuevos actores, contribuyen-
do al fortalecimiento del sistema económico nacional.

[A] Chimaltenango ha venido gente de diferentes partes, los pocos 

chimaltecos, nacidos aquí, son muy pocos. Yo siempre les digo: 

Chimaltenango es un dormitorio, si la gente que trabaja en la ca-

pital prefiere vivir aquí [es] porque es más económico. Aquí hay 

una cárcel donde han transferido a muchos mareros, y los familia-

res de los mareros vienen a vivir aquí para estar más cerca de sus 

familiares, eso lleva a violencia y a varias cosas. El crimen orga-

nizado, la gente que los agarra y los llevan a la cárcel, no rompen 

ese lazo estructural que tienen en su organización, por eso desde 

la cárcel extorsionan, desde la cárcel mandan a matar gente. (D. 

Hernández, comunicación personal, 16 de agosto de 2018) 

Los chimaltecos perciben que las motivaciones de la violencia en el 
posconflicto tienen una orientación puramente criminal, lo que las di-
ferencia de las de la guerra. Señalan que la dificultad para organizar-
se comunitariamente impide hacerle frente: “lo que no tenemos aquí 
es organización, tener conciencia no es suficiente. El otro paso es or-
ganización” (D. Hernández, comunicación personal, 16 de agosto de 
2018). En otras palabras, más allá de esperar que el Estado garantice 
condiciones de seguridad frente a las amenazas emergentes del poscon-
flicto, los chimaltecos consideran que la ausencia de una organización 
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comunitaria sólida deriva en una violencia que afecta a toda la pobla-
ción. De hecho, las referencias a formas organizativas indígenas reflejan 
el tipo de estructura que se añora: “el poder de la autoridad indígena 
logra neutralizar a ese otro poder violento; esto nos lleva al momento 
de la organización y la participación” (D. Hernández, comunicación 
personal, 16 de agosto del, 2018). Sin embargo, este nivel de organiza-
ción no se observa actualmente en el ámbito municipal. 

En este sentido, resulta relevante que haya referencias a los procesos 
organizativos indígenas y, más aún, a su ausencia en un departamento 
conformado en un 50 % por población maya. Chimaltenango, como 
resultado de diversos procesos migratorios a lo largo de las décadas, 
presenta una mezcla de pueblos indígenas —Ixil, Kaqchikel, K’iche’, 
entre otros— lo que ha dificultado la conformación de acciones colec-
tivas en torno a objetivos comunes. Evidentemente, la guerra también 
tuvo efectos al convertir a la población indígena en blanco de las tác-
ticas militares, lo que derivó en una pérdida de cohesión comunitaria 
por los riesgos asociados con el hecho de reconocerse como maya32. 
Las experiencias de la guerra y la violencia desplegada en las zonas 
rurales condicionaron las formas de trabajo comunitario, las cuales 
los pobladores ahora rememoran como un factor clave frente a la vio-
lencia actual: 

Chimaltenango no tiene esa organización, si bien es cierto que en 

las aldeas de Chimaltenango existen alcaldes auxiliares, pero no 

tienen mucho peso, los alcaldes municipales siempre hay, los tie-

nen ahí tomando en cuenta, pero los están utilizando como sus 

mandaderos, no cumplen la función de ordenar a sus comunida-

des, sino trabajan más bien para el alcalde municipal, para los in-

tereses partidistas y es casi en toda la mayoría de los municipios 

de Chimaltenango. Ante esa falta de organización, la violencia ha 

penetrado demasiado, obviamente durante la guerra los munici-

pios que fueron muy afectados, estoy hablando de San Martín 

32	 Para profundizar en estos aspectos, así como en los impactos del conflicto en 
la identidad maya, se recomienda el valioso trabajo de Linda Green (1999), 
Fear as a Way of Life. Mayan Widows in Rural Guatemala. 
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Jilotepeque, después vendría Patzun, San José Poaquíl y San Juan 

Comalapa tal vez, estos cuatro, y Yepocapa, fue bien penetrado por 

toda la guerra, porque ahí se desarrolló, digamos, toda la cuestión 

de la presencia de la guerrilla y la persecución del ejército ante 

la guerrilla y la población quedó ahí. (J. González, comunicación 

personal, 18 de agosto de 2018)

Las experiencias de la guerra en el aumento de la violencia 

La violencia durante la guerra fue dinámica y heterogénea. En parti-
cular, la década de 1980 —y especialmente sus primeros cuatro años— 
marcó el punto más alto de violencia, ejercida en su mayoría por el 
ejército33. Aunque las manifestaciones fueron diversas, Chimaltenango 
se encontró en medio de los cálculos estratégicos tanto de las guerri-
llas como del Estado, que buscaban ocupar posiciones que les otorga-
ran ventajas frente a su enemigo. En esta década, el ejército tomó la 
iniciativa con el propósito de enfrentar y erradicar a la insurgencia:

Este periodo es el periodo digamos de… el punto de no retorno 

de la insurgencia como posibilidad real, en los años 80, 83, de la 

estrategia militar de tierra arrasada y todo lo que venía imposi-

bilita, digamos, la re-agrupación en el corto plazo de las fuerzas 

insurgentes que desaparecen a costa de la política de tierra arra-

sada de los genocidios, que son varios, de toda la brutalidad del 

Estado, digamos. Entonces, el Estado […] prolonga la guerra mu-

chos años más, porque muchos de sus altos funcionarios hacían ne-

gocios (L. Salvadó, comunicación personal, 4 de octubre de 2017).

A lo largo de la guerra, Chimaltenango fue afectado por diversas formas 
de violencia, siendo uno de los departamentos con mayor número de 
violaciones a los derechos humanos, después de Quiché, Huehuetenango 
y Alta Verapaz. De hecho, fue desde Chimaltenango que se inició la 

33	 Cabe subrayar que, aunque las guerrillas también ejercieron violencia, esta 
no se compara en magnitud con la perpetrada por el ejército, cuyo objetivo 
principal fue la población civil. Este punto será desarrollado con mayor pro-
fundidad en el capítulo 2. 
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implementación de la política contrainsurgente de “tierra arrasada” en 
1981, orientada hacia el noroccidente del altiplano (Brett, 2007, p. 91). 
La tabla 1 presenta los departamentos más afectados por el conflicto 
armado en Guatemala, ordenados según el número de víctimas registra-
das. En ella se evidencia el elevado despliegue de violencia en Quiché, 
donde las guerrillas —principal, aunque no exclusivamente— concen-
traron sus estrategias para enfrentar al Estado. Como consecuencia, 
en ese mismo territorio se intensificaron las operaciones contrainsur-
gentes lideradas por el ejército, lo que derivó en graves abusos contra 
las poblaciones indígenas. Asimismo, Huehuetenango fue severamente 
impactado debido a su ubicación estratégica para el despliegue de ope-
raciones militares. Después de estos departamentos, Chimaltenango se 
posiciona como uno de los más golpeados por la guerra, al configurar-
se como un territorio de disputa entre actores armados. Esta situación 
derivó en oleadas de violencia contra sus pobladores y en el despliegue 
de repertorios de violencia que transformaron profundamente la vida 
comunitaria en el departamento.

El hecho de que Chimaltenango haya sido la punta de lanza terri-
torial para el despliegue de la política contrainsurgente a inicios de la 
década de 1980 trajo consigo, al menos, dos dinámicas importantes. 
La primera fue el ingreso de las fuerzas armadas del ejército guate-
malteco en las comunidades, lo que generó tensiones con la población 
mediante el uso sistemático de la violencia. Como señala uno de los 
entrevistados: 

Esto que te digo de que encontramos elementos de contrainsur-

gencia en toda esta etapa que estamos viviendo igual pasó cuando 

fue la guerra, el ejército entraba en las comunidades, macheteaba 

el maíz para que la gente no tuviera qué comer, se comían todos 

los animales o se robaban todos los animales. Dejar a la gente en 

la completa miseria. (D. Hernández, comunicación personal, 16 

de agosto de 2018) 
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Tabla 1. Hechos violentos en Chimaltenango durante la guerra

Hecho violento Huehuetenango Quiché Chimaltenango Total 
Guatemala

Muerte directa 2681 12 743 156 22 463

Muerte indirecta 54 985 1 2660

Desaparición forzada 177 1718 66 3893

Desaparición, reapareció 
vivo 63 434 6 715

Secuestro extorsivo 0 5 0 8

Tratos crueles y torturas 538 3115 37 5516

Violación sexual 9 92 2 152

Atentado con lesiones 413 1262 4 1825

Atentado sin lesiones 46 1748 0 2354

Atentado con daños 7 664 0 966

Atentado sin daños 7 365   392

Amenazas a personas 275 1587 16 4620

Amenazas a instituciones/
grupos 46 3321 7 4055

Detención irregular 450 3079 37 5079

Total víctimas 4766 31 118 332 54 698

Fuente: elaboración propia, con información de Oficina de Derechos Humanos del 
Arzobispado de Guatemala (odhag) (1998).

Las formas de represión contra la población civil fueron una caracte-
rística general del conflicto guatemalteco, alcanzando sus puntos más 
altos en los años ochenta. Así, el territorio chimalteco estuvo involu-
crado desde el inicio en las operaciones contra las guerrillas, siendo 
testigo de los mecanismos de violencia aplicados por el Estado para 
controlar las formaciones subversivas que se consolidaban en la zona 
occidental del país.

La segunda dinámica derivada del avance militar fue el involu-
cramiento forzado de la población civil en la guerra. Chimaltenango 
fue uno de los principales territorios sometidos a esta estrategia. En el 
marco del “Plan de Campaña Victoria 82” se promovió la creación de 
las Patrullas de Autodefensa Civil (pac), lo que implicó la participa-
ción directa de los pobladores en rondas de control y patrullaje con 
el objetivo de mantener el control territorial (Sanford, 2003, p. 70).
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Figura 12. Violencia en Chimaltenango durante la democratización

Fuente: elaboración propia, con base en información proporcionada por Katherine Aguirre 
(2014), investigadora, y del Instituto Nacional de Estadística de Guatemala (2018).

Surge entonces una pregunta clave: ¿por qué Chimaltenango se con-
figuró como un territorio tan importante en la guerra? La respuesta 
se encuentra en dos razones fundamentales. La primera es la ofen-
siva guerrillera de la Unión Revolucionaria Nacional Guatemalteca 
(urng), que impulsó la estrategia de consolidar territorios liberados, 
es decir, espacios donde el Estado no ejerciera control. En este contex-
to, Huehuetenango, Quiché y Chimaltenango eran territorios estraté-
gicos para el despliegue insurgente. Particularmente Chimaltenango, 
por su cercanía a la capital, permitía a las fuerzas revolucionarias es-
tar a pocos kilómetros de su objetivo central: el control del Estado. La 
segunda razón es que las operaciones militares desde principios de los 
años ochenta evidenciaban la importancia de Chimaltenango como 
territorio estratégico, con presencia de operaciones guerrilleras clan-
destinas y una alta desconfianza de la población hacia las institucio-
nes estatales, lo que agudizaba las tensiones entre indígenas y ladinos, 
favoreciendo a la insurgencia (Schirmer, 1998, p. 43).

Si bien la violencia tuvo impactos profundos durante la ofensiva 
contrainsurgente, a partir de 1985 —cuando se inicia el proceso de demo-
cratización, aún en un contexto de guerra—, las dinámicas comienzan a 
cambiar. Los niveles de violencia varían a nivel nacional, y Chimaltenango 
no es la excepción. La figura 12 muestra el comportamiento del homici-
dio entre 1986 y 1996, año de la firma del Acuerdo de Paz, evidenciando 
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una disminución en la violencia homicida en Chimaltenango, aunque 
esta aumentaría significativamente en años posteriores.

El comportamiento del homicidio en el país se mantiene alto, espe-
cialmente en zonas de fuerte disputa durante la guerra, como Petén y 
Quiché. Sin embargo, se observa un aumento sostenido de la violencia 
homicida en departamentos como Jutiapa e Izabal, considerados co-
rredores de la droga y del comercio interoceánico, debido a una mega 
carretera y línea férrea que conecta el Pacífico con el Atlántico (González-
Izás, 2014, p. 20). Chimaltenango, por su parte, experimenta una dis-
minución de la violencia y, en paralelo, comienzan procesos de reforma 
institucional que serán abordados en la siguiente sección. Por ahora, es 
importante señalar que el periodo de democratización trajo una reduc-
ción significativa de la violencia, aunque esta continuaba siendo alta en 
comparación con otras zonas del país. La figura 13 muestra esta ten-
dencia a través de la tasa de homicidios por cada cien mil habitantes.
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Figura 13. Homicidio durante el posconflicto en Chimaltenango

Fuente: elaboración propia, con base en información del Instituto Nacional  
de Estadística de Guatemala (2018).

Ahora bien, la violencia que había disminuido durante la década trans-
currida entre el inicio de la democratización —con la promulgación 
de la nueva Constitución— y la firma de los Acuerdos de Paz, se incre-
mentó de manera significativa en los diez años siguientes (1997-2007). 



108

Y al final solo hubo más violencia

Este panorama permite realizar dos aproximaciones al fenómeno. La 
primera es que, como se ha señalado, la experiencia de apertura de-
mocrática redujo, en cierta medida, las expresiones de violencia que 
enfrentaron los chimaltecos, lo que benefició a las comunidades y a 
la población civil tras haber sufrido una fuerte arremetida contrain-
surgente por parte del Estado. La segunda aproximación indica que, 
al iniciarse el periodo de posconflicto, la violencia vuelve a aumen-
tar, poniendo en entredicho el papel del Estado en el territorio. Las 
expectativas de paz generadas por los Acuerdos contrastaron con la 
transformación de las formas de violencia, que comenzaron a afectar 
nuevamente a buena parte de la población chimalteca, esta vez me-
diante extorsiones, sicariato y otras expresiones delictivas. Como lo 
expresó un entrevistado: 

La violencia de ahora [en el posconflicto] es la continuidad, lo 

que dio en el conflicto armado se dio en otro contexto, pero es 

lo mismo. En esos años quienes ejercieron la violencia fue [sic] el 

ejército y los ricos. Los que fueron violentos durante la guerra, 

muchos de ellos dirigen sicarios en Chimaltenango, hay una con-

tinuidad estructural que probablemente hizo algunos ajustes en 

los acuerdos de paz. (D. Hernández, comunicación personal, 16 

de agosto de 2018)

A partir de lo anterior, para comprender las dinámicas de la violencia 
en el posconflicto guatemalteco —y particularmente en el territorio chi-
malteco—, se hace necesario examinar los ajustes institucionales que 
se llevaron a cabo. De forma reiterada, tanto a nivel nacional como 
departamental, se alude al abandono del Estado durante el periodo de 
posterior a la guerra como una de las principales explicaciones para la 
violencia desbordada que sufre Guatemala tras el conflicto. 

Ajustes institucionales del Estado en Chimaltenango

Hablar del Estado en Chimaltenango es una paradoja. Su cercanía con la 
capital haría suponer una alta presencia estatal y una mayor experiencia 
institucional por parte de la población. Sin embargo, las percepciones 
son desalentadoras. Rubén Xoyón, alcalde del municipio entre 2000 y 
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2004, sostiene que el problema —tras la guerra— no fue la ausencia de 
reformas institucionales en el Estado guatemalteco, pues estas existie-
ron; el problema, en su criterio, fue —y sigue siendo— la incapacidad 
de llegar efectivamente a la ciudadanía. Esta visión es compartida por 
varios chimaltecos, quienes señalan que el Estado, o bien es débil frente 
a las necesidades sociales, o está involucrado en dinámicas criminales. 

En el marco del gobierno de Portillo se desarrollaron tres leyes 

importantes para el país: la ley de descentralización, la ley de con-

sejos de desarrollo y una reforma al código municipal. Las tres 

leyes se enfocaron para que la población tuviera acceso a recur-

sos estatales. Con la firma de los acuerdos de paz, y antes, porque 

esto se retorna a la democracia, entonces nace el primer sistema 

de consejos de desarrollo, primero el nacional, luego el departa-

mental, pero no llegó hasta las comunidades. Se ha intentado hacer 

[responder] pero el problema es que no se ha llegado a la ciuda-

danía. (R. Xoyón, comunicación personal, 14 de agosto de 2018)

A partir de la ola de democratización de los años ochenta, se ini-
cia la apertura del sistema político en Guatemala. Sin embargo, en 
Chimaltenango la ciudadanía no percibió cambios significativos en 
sus condiciones de vida34. La experiencia de los chimaltecos frente 
a las acciones del Estado fue que estas resultaron insuficientes: “el 
Estado hizo ciertas cosas, pienso que son limitadas, que no pon[-
gan] en riesgo al poder” (D. Hernández, comunicación personal, 16 

34	 Esto se ejemplifica con dos hechos. El primero de ellos es la dificultad de llevar 
a cabo un proceso de regionalización en Guatemala que garantizaría un desa-
rrollo regional equilibrado, consignado en la Ley Preliminar de Regionalización 
a través del decreto 70-86, que no desarrolló una legislación específica donde 
estuvieran contenidos los principios constitucionales en favor del desarrollo 
y la justicia social (Aragón, 2010, p. 97). El segundo hecho es la incapacidad 
de llevar a buen término estos procesos de regionalización, ya que solo hasta 
el año 2002, cuando se dispone del nuevo Código Municipal, de las leyes de 
Descentralización y de los Consejos de Desarrollo, es que inicia un entramado 
normativo e institucional para responder a los requerimientos de los territo-
rios. Esto muestra la enorme dificultad de llevar el Estado a los guatemalte-
cos, algo que impacta en la percepción de eficiencia de las instituciones.
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de agosto de 2018). Así, se configura un patrón de ineficiencia trans-
versal a las funciones estatales, lo que profundiza la ruptura entre la 
sociedad y el Estado. 

La percepción de ineficiencia estatal en el municipio puede anali-
zarse desde al menos tres dimensiones. La primera es la incapacidad 
del Estado para brindar servicios básicos, en particular, seguridad. 
El aumento de la violencia impactó a los chimaltecos, quienes atesti-
guaron manifestaciones desbordadas que las instituciones no lograban 
controlar. Por ejemplo: 

Las instituciones no funcionan, aquí hay cantidad de personas que 

mueren, pero no se hace nada. Hace tres o cuatro años mataron 

a 300 personas acá en Chimaltenango, eso ha aumentado, ahora 

pueden estar en 400 o 500 personas al año, y viven unas 150 000 

personas. Esa violencia incontrolable está ahí presente, se han 

vuelto muy violentos, yo digo que en otras partes no se ha dado 

esto, pero aquí han matado a varios por estar bocinando el carro.  

(D. Hernández, comunicación personal, 16 de agosto de 2018) 

Las percepciones de inseguridad en el municipio aumentaron durante 
los primeros años del posconflicto, cuando se observaba una violencia 
con nuevas lógicas que afectaba a buena parte de la población, mien-
tras el Estado, en el mejor de los casos, enfrentaba grandes dificulta-
des para hacer frente a estas amenazas emergentes. A esto se sumaba 
la sospecha de vínculos entre instituciones estatales y actores crimina-
les, lo cual minó aún más la credibilidad en las acciones del Estado, 
llevándolo a ser percibido más como un generador de violencia que 
como un ente de contención. En este sentido, se afirma, por ejemplo, 
que “las fuerzas armadas son las que proporcionan las armas para 
las maras en Guatemala, todos los mareros se vuelven prácticamente 
unas fuerzas operativas, comandos operativos al servicio del gran in-
terés de acumulación de riqueza” (D. Hernández, comunicación per-
sonal, 16 de agosto de 2018). La asociación de miembros del Estado 
con organizaciones criminales afectó profundamente la posibilidad de 
construir confianza ciudadana hacia las instituciones formales. Entre 
los chimaltecos persiste una narrativa de continuidad entre los abusos 
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estatales cometidos durante la guerra y los que comenzaron a eviden-
ciarse en el posconflicto35. En palabras de un entrevistado:

El problema que hay es que la gente no confía en la policía, la 

gente en vez de confiar y denunciar es mejor esconderse; con los 

jueces del ministerio público, tampoco. Es la irresponsabilidad del 

Estado, cuántos establecimientos de educación pública y cuántos 

de educación privada ha hecho. (R. Xoyón, comunicación perso-

nal, 14 de agosto de 2018)

El segundo aspecto relacionado con la incapacidad del Estado es la 
corrupción. La percepción general en el municipio es que el Estado re-
sulta funcional únicamente para quienes lo integran. Como lo expresa 
un testimonio: “yo digo que los únicos que ven al Estado como algo 
positivo [son] los que tienen trabajo en el Estado. La gente en general 
hay un rechazo [sic], hay un señalamiento al Estado por corrupción, 
por delincuencia, por todo (D. Hernández, comunicación personal, 16 
de agosto de 2018). La dificultad del país para depurar sus instituciones 
tras el conflicto armado ha erosionado la confianza ciudadana. Esto 
no se limita a percepciones: en 2018, el comisario y jefe de la estación 
de la Policía Nacional en el municipio fue arrestado por coordinar 
una red de extorsiones en conjunto con la pandilla Mara Salvatrucha 
(Quiñonez, 2018). Este tipo de hechos ha deteriorado aún más la ima-
gen del Estado y ha reforzado su percepción como una entidad débil. 
Xoyón (2018) en entrevista sostiene:

El Estado es responsable de esto, porque tenemos un Estado muy 

débil. El Estado acá se preocupa de ellos, de sus familias, de la 

corrupción, pero no de los principales problemas realmente. La 

tierra y los medios de producción están en manos de pocos. [Una 

vez finalizada la guerra], las leyes sí se han ido generando, hay más 

recursos en los municipios, pero lamentablemente más corrupción. 

35	 Para profundizar en las relaciones del establecimiento guatemalteco con ele-
mentos criminales durante y después de la guerra, revisar: Hidden Powers in 
Post-conflict Guatemala: Illegal Armed Groups and the Forces Behind Them 
(Peacock y Beltrán, 2003).
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Se acaba la guerra y el Estado sigue igual, no respondió a las ne-

cesidades de las personas. (R. Xoyón, comunicación personal, 14 

de agosto de 2018)

Esta lectura es fundamental, pues constituye una imagen generalizada 
de un Estado que no supo dar respuesta a las expectativas ciudadanas. 
Ello generó una desconexión entre las obras y acciones institucionales 
esperadas y las que efectivamente se concretaron en el municipio. De 
hecho, antes que reconocer avances en la relación entre el Estado y la 
ciudadanía, los chimaltecos afirman que “lo que ha hecho el Estado es 
que ha querido desmantelar la organización de los indígenas. Le tiene te-
mor a que la gente se organice. En otros lugares donde hay violencia no 
hay organización” (D. Hernández, comunicación personal, 16 de agosto 
de 2018). En otras palabras, algunas iniciativas estatales fueron percibi-
das como contrarias al interés ciudadano, lo que resultó en un distan-
ciamiento entre los pobladores y un Estado que, aunque formalmente 
presente, debilitó las capacidades organizativas locales. Esto, a su vez, 
derivó en nuevas formas de violencia, ya que las comunidades tuvieron 
que hacerse cargo de su propia seguridad y buscar formas autónomas de 
resolución de conflictos, ante la falta de una justicia confiable y legítima.

El tercer aspecto que configura la percepción de incapaci-
dad estatal se refiere a la eficiencia institucional tras la guerra. En 
Chimaltenango se reconoce que existieron reformas que buscaban 
acercar al ciudadano con el Estado mediante el fortalecimiento muni-
cipal. Sin embargo, estas reformas quedaron muchas veces en el plano 
de las buenas intenciones. En 1996, el año de la firma de los Acuerdos 
de Paz, se creó un fondo estatal denominado IVA PAZ36, “[que] quiere 

36	 Se trata de una asignación directa a las municipalidades, mediante la cual el 
1.5 % correspondiente del IVA PAZ debe ser entregado a los gobiernos locales 
para que lo administren e inviertan en educación y salud, considerando que am-
bos temas son prioridades comunitarias y que el Estado no tiene la capacidad de 
brindar soluciones completas a nivel local. Esta disposición debe implementar-
se mediante una política transversal de participación ciudadana a través de los 
Consejos Comunitarios de Desarrollo (COCODE), los cuales se constituyeron 
como espacios donde la población guatemalteca —tanto indígena como ladi-
na— pudiera participar en procesos de planificación democrática del desarrollo. 
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decir que nosotros como población es [sic] el que realmente el que sos-
tiene al Estado. Era la plata para poder mantener un Estado de paz, 
supuestamente” (R. Xoyón, comunicación personal, 14 de agosto de 
2018). No obstante, la orientación presupuestal de ese fondo no fue 
percibida por la ciudadanía, haciendo que la reforma no tuviera efec-
tos prácticos en la vida cotidiana de los chimaltecos. Por el contrario, 
se denunció el desvío de fondos hacia particulares o su apropiación 
por parte de funcionarios estatales.

Además de lo anterior, en el periodo del posconflicto —particular-
mente durante el gobierno de Alfonso Portillo (2000-2004)— se impulsa-
ron reformas a la estructura estatal que, además de promover las leyes de 
descentralización, buscaban brindar sostenimiento financiero a los mu-
nicipios37. Lamentablemente, la ciudadanía chimalteca no percibió que 
estos cambios transformaran sus condiciones de vida. Una vez firmada 
la paz, se encontraron con un Estado distante, que difícilmente lograba 
responder a las necesidades básicas de bienes y servicios de los poblado-
res. El caso de Chimaltenango resulta representativo: pese a su cercanía 
con la capital, no logró beneficiarse directamente de las reformas. O, 
dicho de otra manera, no fueron los chimaltecos quienes disfrutaron de 
los beneficios derivados de la paz; por el contrario, un grupo de perso-
nas que coparon el aparato burocrático estatal, junto con miembros del 
ejército, fue quien logró apropiarse de cuantiosos recursos económicos.

Si bien existieron iniciativas como la creación de un “impuesto al 
petróleo y derivados, [y] de cada galón 50 centavos debía llegar a las 
comunidades” (R. Xoyón, comunicación personal, 14 de agosto de 
2018), o el impuesto a la circulación de vehículos —que, en el caso 
de Chimaltenango, podría haber fortalecido su capacidad de recaudo 
debido a su condición de zona franca—, los efectos de estos mecanismos 

37	 En el Código Municipal se estipuló el situado constitucional, que hace refe-
rencia al porcentaje del presupuesto general del Estado que el Ejecutivo asig-
na anualmente a los municipios del país. La distribución de estos recursos se 
rige por criterios específicos: del 100 % destinado, un 30 % se distribuye pro-
porcionalmente según la población de cada municipio; un 35 % se divide en 
partes iguales entre todos los municipios; otro 25 % depende del ingreso per 
cápita de cada uno; y el 10 % restante se asigna proporcionalmente al núme-
ro de aldeas y caseríos presentes en cada territorio. 
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no se reflejaron en la vida cotidiana de la ciudadanía. Por el contra-
rio, persiste en muchos chimaltecos la percepción de una corrupción 
generalizada en el Estado, así como del involucramiento de miembros 
de instituciones oficiales con estructuras del crimen organizado. Esto, 
por supuesto, tiene como correlato el aumento de la violencia que ha 
afectado a los habitantes del municipio, muchas veces agobiados por 
la extorsión y el narcotráfico.

Competencias armadas en Chimaltenango

En el municipio, la violencia aumentó. A la par de un relativo perio-
do de paz, resultado de la firma de los Acuerdos de Paz, comenzó una 
rearticulación de nuevos poderes, los cuales emergieron a través de 
dispositivos orientados a aterrorizar a la población. Hernández afir-
ma que “la violencia genera millones de quetzales38 de ganancias, aquí 
[en Chimaltenango] cantidad de gente paga extorsiones, hasta la gente 
que vende tortillas, y si no pagan los matan” (R. Xoyón, comunicación 
personal, 14 de agosto de 2018). En otras palabras, la violencia se ge-
neralizó al estar dirigida a la obtención de rentas privadas, lo que tra-
jo como consecuencia la implementación de estrategias de seguridad 
construidas por la comunidad. Estas surgieron ante un Estado inefi-
ciente, incapaz de brindar respuestas a las angustias ciudadanas ni de 
garantizar los derechos fundamentales de los chimaltecos. Así, en el 
municipio se percibió que la presencia estatal no se orientó a controlar 
las organizaciones de violencia emergentes. Por el contrario, en reite-
radas ocasiones, se vinculó con estas para consolidar poderes locales, 
lo que derivó en un aumento de los índices de la violencia, aunque con 
intereses distintos a los del período del conflicto armado.

Chimaltenango afrontó en el posconflicto dos escenarios en relación 
con los grupos armados. El primero estuvo relacionado con el papel que 
desempeñaron las antiguas guerrillas. En el municipio, la violencia no 
estuvo asociada a los actores que conformaron las guerrillas durante 
la guerra; de hecho, estos perdieron protagonismo tras la firma de los 

38	 Unidad monetaria de Guatemala.
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acuerdos. Los miembros de las antiguas guerrillas no representaron un 
actor decisivo: mientras algunos comandantes fallecieron, otros lucha-
ban por evitar la desaparición del partido político que surgió después 
del conflicto. Es decir, su apuesta era por la sobrevivencia política. Por 
tanto, uno de los actores clave durante la confrontación armada no 
tuvo incidencia directa en las manifestaciones de violencia posteriores. 
Esto fue reconocido por la ciudadanía, que no percibió preocupación 
alguna por parte de las instituciones estatales ante una posible reacti-
vación de rebeldes que desestabilizaran al municipio. 

El segundo escenario resultó más complejo. En este caso, los chi-
maltecos atribuyen la generación de la violencia en el posconflicto a 
los grupos relacionados con el narcotráfico, por al menos dos razones. 
La primera se refiere a las relaciones del Estado con dichos grupos. 
“Hay altos funcionarios del Estado que están metidos en el narcotráfi-
co” (R. Xoyón, comunicación personal, 14 de agosto de 2018), lo cual 
envía un mensaje profundamente deslegitimador de las instituciones 
ante la ciudadanía. En el municipio, se evidenció una desconfianza 
generalizada hacia la institucionalidad, que trascendía su limitada ca-
pacidad de prestación de bienes y servicios. En el imaginario ciudada-
no, los vínculos entre funcionarios estatales y grupos ilegales fueron 
uno de los factores que explicaron la violencia persistente desde el fin 
del conflicto armado. Esta relación —para algunos— explica tanto la 
impunidad frente a los delitos como la ineficiencia de las medidas de 
seguridad desplegadas en el territorio. La gravedad de esta lectura lle-
vó a afirmaciones contundentes como: “el Estado mismo es el crimen 
organizado en Guatemala” (D. Hernández, comunicación personal, 
16 de agosto de 2018). 

La segunda razón que se identifica en torno a la violencia posterior 
a la guerra refiere al poder alcanzado por el narcotráfico. “Es un poder 
decisivo”, afirma Hernández (D. Hernández, comunicación personal, 
16 de agosto de 2018), al señalar que actores que participaron en la gue-
rra, especialmente miembros del ejército y del Estado, se involucraron 
en actividades ilícitas. Su “pretensión es agenciarse en el poder, esta lu-
cha contra la corrupción es muy fuerte, es un animal sin capacidad de 
racionar [sic]” (D. Hernández, comunicación personal, 16 de agosto de 
2018). La articulación entre grupos armados ligados al narcotráfico y 
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antiguos protagonistas de la guerra refuerza la percepción de inseguri-
dad, pues buena parte de la violencia que emergió en Chimaltenango 
fue producto —según algunos testimonios— de la connivencia entre 
actores que consolidaron su poder durante el conflicto armado y que, 
tras este, lograron mantenerlo e incluso ampliarlo con el respaldo de 
agentes ilegales vinculados al crimen organizado. Para muchos habitan-
tes, no existió necesariamente un enfrentamiento entre el Estado y los 
grupos armados ilegales surgidos luego del conflicto, ya que, según sus 
testimonios, fue el propio Estado quien se articuló con dichos grupos 
para controlar las economías ilegales. Eso derivó en una connivencia 
violenta que afectó directamente a la ciudadanía.

Este segundo escenario, según la percepción de los chimaltecos, 
reconfiguró la violencia sufrida durante la guerra civil, resultando en 
un incremento de la inseguridad. “Guatemala seguramente es de los 
pocos países que tiene una cámara de seguridad [en cada cuadra], hay 
más personas contratadas en empresas de seguridad que la gente ads-
crita a la policía y el ejército” (D. Hernández, comunicación personal, 
16 de agosto de 2018). Gran parte de la violencia experimentada en 
el municipio estuvo vinculada al narcotráfico y, a su vez, a las pandi-
llas que hicieron —y continúan haciendo— presencia en distintos lu-
gares del territorio. Esto representó una amenaza constante para los 
habitantes, quienes vieron cómo, antes de alcanzar la tranquilidad, la 
dispersión de la violencia alteró profundamente la vida comunitaria:

[En] Chimaltenango, solo en el área urbana, hay un montón de 

problemas, hay extorsión, asesinatos, muy peligroso, hay presen-

cia de gentes que vienen de otras partes que están viviendo ahí, de 

miembros de maras salvatrucha, alquilando en colonias, se dice que 

hay gente hondureña y nicaragüense vinculadas con las maras, son 

los que extorsionan y combinadas con los presos que están en las 

cárceles, están extorsionando a la población y generando también 

violencia. Bueno, la gente dice que los carritos, los tuc tuc39, que 

los tuctuqueros, todos son mareros, [que] tienen vinculación con 

39	 Medio de transporte motorizado que se encuentra en algunos municipios de 
Guatemala.
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la mara; yo por lo que veo, todo esto tiene que ver con la guerra, 

porque si, tal vez Chimaltenango ha tenido un poquito de organi-

zación, la guerra vino a destruir lo que hay [sic] entonces destruyó 

lo que había, ahorita se generó el caos y no se está generando esa 

[sic] forma de ordenar. (J. González, comunicación personal, 18 de 

agosto de 2018).

Así, en Chimaltenango la violencia del posconflicto fue entendida 
como el resultado de la relación entre el Estado y organizaciones cri-
minales, cuyas actividades se orientaron principalmente al narcotráfi-
co, pero también incluyeron la extorsión, el homicidio y otros delitos 
alejados de las lógicas del conflicto armado. A pesar de no estar ne-
cesariamente permeadas por dinámicas propias de la guerra, la expe-
riencia chimalteca no se apartó de la violencia. Por el contrario, hubo 
una continuidad en los procesos de victimización. Para los habitantes 
del municipio, el periodo al conflicto se recuerda como un momento 
más de expresión de violencia, pues no se evidenció una disminución 
significativa en sus índices. Por el contrario, se consolidaron condicio-
nes estructurales que facilitaron las altas tasas criminales que afectaron 
al país durante la primera década del siglo xxi. Esta reconfiguración 
de la violencia se explica, en parte, por la cercanía de Chimaltenango 
a la Ciudad de Guatemala, donde se consolidaron buena parte de los 
grupos del crimen organizado, las pandillas y las redes de corrupción 
estatal. Por ello, lejos de representar una ventaja, la relación geográfi-
ca y política con la capital se percibe como un factor que permitió el 
flujo de capital y de criminalidad que afectó directamente a la ciuda-
danía chimalteca. Muchos de los grupos armados que hacen presen-
cia en Chimaltenango tienen vínculos con estructuras asentadas en la 
capital o son, directamente, una extensión territorial de estas. 

En resumen, para la ciudadanía del municipio no existieron com-
petencias armadas entre actores como variable explicativa de la vio-
lencia en el posconflicto. Por el contrario, lo que se evidenció fue la 
configuración de un escenario criminal con la aquiescencia —e inclu-
so la complicidad activa— del Estado. En este contexto, la violencia 
no cesó: se transformó, se generalizó y se orientó hacia fines económi-
cos, afectando a muchos más chimaltecos que la propia guerra civil. 
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Por tanto, la transición no fue pacífica ni menos violenta; más bien, 
se mantuvo y, por momentos, se intensificó. 

Totonicapán: la experiencia 
de la violencia luego de la guerra

Totonicapán se encuentra alejado de la ciudad de Guatemala. El viaje 
desde el centro del país hasta este municipio dura aproximadamen-
te tres horas. Este distanciamiento geográfico, ubicado en la región 
suroccidental del país, ha generado dinámicas particulares —tanto 
durante la guerra como después de ella— en términos territoriales y 
poblacionales. Aunque el municipio fue afectado por el conflicto ar-
mado, no estuvo sometido a expresiones masivas de violencia como 
otros territorios. Durante la década de los ochenta, los impactos de la 
guerra alteraron el tejido comunitario mediante acciones selectivas que 
permitieron el despliegue de estrategias tanto por parte de la guerrilla 
como del Estado. Un ejemplo de ello fue la conformación de Patrullas 
de Autodefensa Civil (pac), lo que obligó a la población a participar 
en estas estructuras de seguridad con el fin de garantizar la lealtad ha-
cia el Estado en su lucha contra la insurgencia.

Después de la firma de los acuerdos de paz, el municipio fortaleció 
sus procesos de organización comunitaria, lo que se tradujo en bajos 
niveles de violencia que se mantuvieron a lo largo del tiempo. A dife-
rencia del contexto nacional, caracterizado por un aumento en los ín-
dices de violencia durante el periodo de posconflicto, en Totonicapán 
estos índices se mantuvieron sorprendentemente bajos. La violencia 
homicida ha sido mínima desde la finalización del conflicto armado, 
lo que hace de este territorio un caso llamativo, ya que no fue permea-
do por las dinámicas de violencia que predominaron en gran parte de 
Guatemala. La figura 14 muestra el comportamiento del homicidio 
desde la última década en que estuvo activa la guerra. En ella se ob-
serva una baja incidencia de este delito violento, con un leve repunte 
en el posconflicto, seguido por una tendencia sostenida a la baja. Este 
comportamiento contrasta notablemente con la tendencia nacional, lo 
que destaca la relevancia del caso de Totonicapán.
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Figura 14. Número de homicidios en Totonicapán

Fuente: elaboración propia con información proporcionada por Katherine Aguirre 
(2014), investigadora, complementada con datos del Instituto Nacional de Estadística 

de Guatemala (2018).

Adicionalmente, la población del municipio es mayoritariamente indí-
gena, lo que imprime una lógica colectiva y territorial orientada hacia 
la vida comunal. En este contexto, la existencia y el funcionamiento 
de los 48 cantones40 resulta determinante para la organización social, 
política y económica del territorio. La confluencia de estos elementos 
ha conducido a que la experiencia de superación del conflicto arma-
do se viva de manera diferenciada en Totonicapán. Buena parte de la 
regulación del orden social se encuentre bajo la influencia de las auto-
ridades indígenas, lo cual genera una dinámica distinta respecto a las 
formas de violencia y a la relación con el Estado en el periodo poste-
rior a la guerra. De hecho:

40	 “Los cantones son la unidad político-geográfica que mediante tramas de pa-
rentesco estructuran los estamentos territoriales autónomos de organización 
de gobierno” (Tzul Tzul, 2016, p. 18).
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Eso de la presencia de la autoridad indígena en Toto ha hecho 

que no exista violencia, ahí hay sistemas, hay normas en las co-

munidades, todo aquel que no obedece las normas comunitarias 

es sancionado por la misma alcaldía comunitaria. Hay sistemas de 

cargos que hay que cumplir, hay disciplina, es decir, todo un mon-

taje bien elaborado, hay organización. Durante la guerra era lo 

mismo, es decir, Totonicapán ya tiene una tradición desde mucho 

más antes, siempre tuvo esa organización, antes y después de la 

guerra. (J. González, comunicación personal, 18 de agosto de 2018)

A diferencia de otras regiones del país, la existencia de una fuerte or-
ganización indígena pudo haber sido determinante tanto en la limitada 
incidencia de la violencia durante la guerra, como en las dinámicas del 
posconflicto. Sin embargo, al llegar al municipio es evidente el correlato 
de estos procesos organizativos: una débil relación con el Estado guate-
malteco. Es decir, las percepciones locales reflejan que el Estado no es un 
actor relevante en las relaciones sociales y políticas, y que, en muchos 
casos, carece de legitimidad. La vida social está regulada por la comu-
nidad y las autoridades tradicionales; el Estado, aunque presente, no 
tiene un impacto significativo en la vida cotidiana de los totonicapenses. 

Ante estas particularidades, el siguiente apartado se adentra en las 
dinámicas de violencia que se desplegaron en Totonicapán durante la 
guerra y en el periodo de posconflicto. Esta mirada territorial permite 
identificar cuáles variables, consideradas por la teoría, resultan deter-
minantes para explicar la disminución de la violencia luego de un con-
flicto armado. La experiencia del municipio ofrece elementos analíticos 
clave para comprender el rol de la organización comunitaria y su forma 
de relacionamiento con el Estado en el contexto posterior a la guerra. 

La reconfiguración poblacional de Totonicapán 

Totonicapán está ubicado en la gran región sur de Guatemala, especí-
ficamente en la región suroccidente, junto con Quetzaltenango, Sololá, 
San Marcos, Retalhuleu y Suchitepéquez. Esta zona es descrita “como 
poseedora de características de desarrollo avanzadas y homogéneas, 
donde se cuenta con una infraestructura de comunicación que permite 
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la integración del territorio país” (Aragón, 2010, p. 84); sin embargo, 
Totonicapán se distancia de estos imaginarios. 

Ante todo, es un territorio predominantemente rural, con una alta 
proporción de población indígena. En 2010, su población se estimaba en 
461 000 personas, de las cuales tres de cada cinco vivían en zonas rurales, 
y el 98 % pertenecía al pueblo maya k´iche´ (pnud Guatemala, 2011b). 
Como resultado de esta configuración, ha sido un territorio marcado 
por la discriminación racial: el 51 % de sus habitantes vive en condi-
ciones de pobreza, y el 15 % en pobreza extrema; es decir, el 66 % de la 
población enfrenta dificultades para satisfacer sus necesidades básicas.

La lejanía con la ciudad capital ha sido determinante para su pro-
ceso de integración con el resto del país. Esta situación se percibe en el 
territorio a través de una desconexión entre la entidad política deno-
minada Guatemala —es decir, el Estado— y las dinámicas poblaciona-
les que allí se desarrollan. En este sentido, adentrarse en Totonicapán 
implica abordar una historia de resistencia y organización comunita-
ria que ha perfilado las dinámicas sociales y políticas del territorio, y 
que se encuentra en el centro de las reivindicaciones de sus habitantes:

Ahí hay que irse a un dato histórico, [Totonicapán] fue un bastión 

de resistencia desde la cultura misma, contra todo el proceso de 

invasión; entonces ahí hay todo un modelo desde la colonia que 

pasa por la religión, la imposición de una religión, fuimos uno de 

los primeros pueblos sometidos en la conquista. Entonces hay todo 

un proceso colonizador interno de Totonicapán que pasa por la 

religión, que pasa por la “castellanización”. (P. Ixchiu, comunica-

ción personal, 10 de agosto de 2018)

Tanto la resistencia como la organización han sido transversales en la 
experiencia ciudadana del territorio, desde la conquista hasta la guerra 
entre guerrillas y el Estado, posteriormente en el periodo de posconflic-
to. Muchos habitantes coinciden en que estos elementos son fundamen-
tales para comprender las reconfiguraciones poblacionales. Durante la 
colonia, Totonicapán fue uno de los primeros pueblos conquistados, y 
ya entonces existían formas de organización y resistencia. Esta primera 
resistencia se centró en defender los procesos organizativos propios de 
los mayas k’iche´, quienes contaban con el amaq´, denominación para 
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las formas territoriales y de gobierno previas a la colonización; cada 
amaq´ representaba la reunión de pequeños segmentos autónomos de-
nominados cht’i amaq (Tzul Tzul, 2016, p. 87). De hecho, para lo to-
tonicapenses, la expresión comunitaria está directamente relacionada 
con el territorio: “en la época de la colonia y en la construcción de la 
república, Totonicapán se enfrenta a Quetzaltenango por el territorio, 
defendemos el territorio, ahí nos morimos por el territorio, entonces 
siempre fue una rivalidad frente a los otros” (P. Ixchiu, comunicación 
personal, 10 de agosto de 2018).

Totonicapán se entrecruza con la organización de sus pobladores, 
la cual fue, al mismo tiempo, un elemento de contención y un objetivo 
durante la guerra. Para comprenderlo: 

[…] en el marco de pensar [el] gobierno indígena, significa una 

estructura de gobierno y control de territorio, y se controla el te-

rritorio porque hay gobierno, y hay gobierno porque hay tierra. 

Tierra y autogobierno es lo que contiene lo indígena. (G. Tzul, co-

municación personal, 11 de octubre de 2017) 

La notable organización indígena representada en los 48 cantones ha 
sido determinante para la regulación de la vida social, política y econó-
mica, lo que distingue al territorio de otras regiones más integradas al 
país. Pedro Ixchiu, uno de los líderes de estos cantones, lo explica así: 

Hay una idea de lo común, pero a partir del nosotros frente a los 

otros, y en algún momento los otros también son los otros pueblos 

indígenas […] porque cuidamos el territorio, es nuestro, se orga-

niza de tal manera que se asientan las comunidades alrededor del 

bosque para darle protección. (P. Ixchiu, comunicación personal, 

10 de agosto de 2018)

Esta organización permea incluso las formas económicas, dado que 
Totonicapán es un pueblo agrícola y comercial, con un mercado de ca-
pital basado en labores de subsistencia y en la comercialización de pro-
ductos artesanales. Según Pedro Ixchiu:

Somos un pueblo que se dedica a entender sus actividades de pro-

ducción, somos agricultores, solo una cosecha al año de maíz y 
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de frijol, y ahí se acaba. Es un pueblo profundamente comercian-

te, entonces sale, todos los de Toto salimos, estamos regados y el 

departamento en su conjunto [sic]. Eso hace que el movimiento 

cooperativo de ahorro y crédito es [sic] un éxito, somos de los mu-

nicipios más corporativizados del país. Ahí no pega el banco, que 

metan la banca que quieran, estamos metidos en lo comunitario. 

(P. Ixchiu, comunicación personal, 10 de agosto de 2018)

Estas prácticas son determinantes en la vida cotidiana, donde muchos 
se dedican a la panadería, a la carpintería, o al curtido del cuero, ge-
nerando procesos de autosostenibilidad en los que participa la pobla-
ción en su conjunto.

Además de las actividades económicas, en Totonicapán se han ins-
taurado dinámicas de regulación del orden social y político a través de 
formas comunitarias. Estas fueron determinantes durante la guerra, 
al convertirse en objeto de persecución por parte del ejército y, según 
los propios habitantes, por parte del Estado. Estas tensiones históri-
cas han incrementado la desconfianza hacia las instituciones estata-
les. Como se verá en el siguiente apartado, Totonicapán fue uno de 
los territorios con mayor presencia de Patrullas de Autodefensa Civil 
(pac), lo cual involucró a la población civil en la lógica de la guerra, 
particularmente del lado del Estado. Por ello: 

El pueblo siempre mantuvo una resistencia desde su organización 

y entonces el Estado ¿qué hace para reducir la violencia?, nada, 

pero sí la incrementa, porque es un factor fundamental, porque 

el Estado empieza a generar toda una política racista, que exclu-

ye, que oprime, que persigue y que explota económicamente, en-

tonces el pueblo mismo va ideando sus formas de sobrevivencia. 

(P. Ixchiu, comunicación personal, 10 de agosto de 2018)

Tras la guerra, esta organización se afianzó, combinando representa-
ciones políticas comunitarias con expresiones estatales. Como ya se 
mencionó, los cantones han sido centrales en este tipo de organización. 
Existe una suerte de mixtura organizativa en el departamento, percep-
tible al llegar al territorio: aunque existen manifestaciones institucio-
nales como la alcaldía municipal, predomina la regulación indígena 
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de la población. Para muchos totonicapenses, este fue un factor clave 
para mantener bajos los niveles de violencia en el posconflicto, ya que 
las instituciones comunitarias lograron controlar dinámicas de con-
flictividad, hurto y otras expresiones violentas, como la presencia de 
maras. Esto llevó a una mayor legitimidad de las estructuras indíge-
nas frente a las estatales. 

Totonicapán es un departamento que se caracteriza por la presen-

cia de autoridades comunitarias, en todas las aldeas de los mu-

nicipios hay presencia de alcaldes, auxiliares les llaman ahora, o 

en todo caso se les llama alcaldes comunitarios producto de un 

cambio en el código municipal en el 2002. Los alcaldes comunita-

rios son como los que mantienen el equilibro en sus comunidades, 

funcionaban, anteriormente, como que fueran auxiliares del al-

calde municipal, cuando era así, el alcalde municipal los utilizaba 

para mandar telegramas, mandar alguna encomienda, tenían que 

presentar al municipio para recoger alguna encomienda, hacía la 

función de mandadero. En el 2002, en Totonicapán, la junta di-

rectiva de 48 cantones reaccionó y dijo, nosotros no queremos ser 

mandaderos, somos alcaldes comunitarios porque somos elegidos 

en asamblea en nuestras comunidades, en nuestras aldeas, somos 

los representantes ante la municipalidad; piden al Congreso que 

se cambie el Código Municipal y ponen a los alcaldes comunita-

rios. (J. González, comunicación personal, 18 de agosto de 2018)

Estas formas de regulación social no surgieron con la guerra ni después 
de ella. Son manifestaciones históricas moldeadas con el tiempo, que 
han servido como estructuras organizativas para articular a diferentes 
actores sociales. Desde las cabeceras municipales, “todo lo urbano y 
en alguna alianza con algunos municipios, […] hace que Totonicapán 
se dedique y se preocupe por los suyos, entonces defiende su territorio 
frente al colonizador (P. Ixchiu, comunicación personal, 10 de agosto 
de 2018). El territorio se construye, así, desde la identidad comunita-
ria, no desde la identificación con el gobierno guatemalteco, que no 
representa una variable determinante en el discurso local. 

Los impactos de la guerra sobre este tipo de organización no se 
hicieron esperar. Aunque los índices de violencia no fueron tan altos 



125

Capítulo 3. La violencia después de la guerra en Guatemala

como en otras regiones de Guatemala, la categoría indígena-sospe-
choso-guerrillero41 fue clave para desplegar dispositivos como la ins-
tauración de figuras cívico-militares y la entrada de iglesias católicas 
y cristianas, las cuales, según muchos pobladores, formaron parte de 
la estrategia contrainsurgente del Estado para debilitar la capacidad 
organizativa de Totonicapán. Estos aspectos serán abordados en pro-
fundidad en el siguiente apartado.

Las experiencias de la guerra 
ante la disminución de la violencia 

La violencia del conflicto armado afectó a toda Guatemala; sin em-
bargo, sus impactos no fueron homogéneos en todos los territorios. 
Tampoco los repertorios utilizados por los grupos armados fueron los 
mismos en cada región. En otras palabras, dependiendo del territorio, 
la intensidad de la violencia varió, al igual que las estrategias desple-
gadas por los actores armados. Este es el caso de Totonicapán. Allí, la 
guerra también se sintió: la padecieron sus habitantes, y muchos con-
servan huellas hasta el día de hoy. Como relata un entrevistado: 

El ejército fue de lo más brutal, de lo más bestial, de lo más vi-

rulento en todos lados, su sola presencia te daba miedo, era un 

sinónimo de estás conmigo o contra mí. Y esas prácticas se man-

tuvieron, solo de recordarlo es fuerte. (P. Ixchiu, comunicación 

personal, 10 de agosto de 2018)

A pesar de ello, la intensidad con la que el conflicto golpeó al munici-
pio fue considerablemente menor en relación con otros territorios. No 
se registraron masacres, ni enfrentamientos a gran escala ni estrategias 
ofensivas organizadas contra el bando contrario: 

La guerra en ese entonces no logró penetrar mucho a Totonicapán, 

es decir, tal vez hubo presencia de la guerrilla, pero no tanto, los 

41	 Esta variable se analiza con mayor detenimiento en el capítulo 2, donde se 
aborda la estrategia de estigmatización de la población civil —en particular, 
la población indígena— por parte del ejército guatemalteco. 
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municipios que fueron más afectados en términos de violencia solo 

sería[sic] Santa Lucía de la Reforma, que es el único municipio que 

colinda con el departamento del Quiché, donde la guerra sí fue 

algo fuerte. Ese municipio es la clave, porque ahí fue [por] don-

de incursionó la guerrilla y el ejército a perseguirla. [Sobre] Santa 

María Chiquimula ya casi no se habló mayor cosa de ese munici-

pio que está cerca de Santa Lucía de la Reforma, Momostenango 

ya está más arriba, ya no estuvo influenciado, igual que mi munici-

pio, que se llama San Francisco El Alto y, de ahí, San Bartolo, que 

en los años [en] que se estaba dando la guerra, donde llegaron las 

pac, llegaron a mi aldea a entrar a los señores, a los jóvenes para 

atacar a la guerrilla, pero eso no duró mucho tiempo porque no 

había en realidad presencia de la guerrilla. (J. González, comuni-

cación personal, 18 de agosto de 2018)

Mientras en el norte del país se concentraban altos niveles de violencia, 
en Totonicapán el despliegue de los grupos armados no tuvo la misma 
intensidad. Ello fue resultado, entre otros factores, de dos aspectos cla-
ve que merecen atención. El primero fue su ubicación. Totonicapán se 
encuentra en la región sur del país, lo que lo hizo poco atractivo para 
las guerrillas desde el punto de vista estratégico. Por ello, no se des-
plegaron allí unidades significativas ni se construyeron estrategias de 
control territorial que representaran una amenaza directa al Estado. 
Aunque hubo presencia guerrillera, esta fue limitada:

Totonicapán está en el centro del país, está sitiado por Xela, Sololá, 

Huehuetenango, Quiché, era muy difícil penetrar a Toto, estaba 

geopolíticamente ubicado en el centro. Hay que reconocer el ni-

vel de organización y el conocimiento del área de las guerrillas, es 

impresionante, toda una escuela de guerrilla, pero en Toto [hubo] 

muy poca presencia y muy pocos se animaron a enlistarse en las 

filas, tenemos comunidades como Santa Lucía La Reforma y Santa 

María Chiquimula [donde] sí hubo presencia, también esporádica, 

más en Santa lucía, [pues] es el área Ixil. (P. Ixchiu, comunicación 

personal, 10 de agosto de 2018)
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Así, la presencia armada de la guerrilla no fue significativa en el terri-
torio, lo que se tradujo en niveles relativamente bajos de violencia. 
Como se ha mencionado en capítulos anteriores, el ejército fue res-
ponsable de más del 80 % de las acciones armadas que afectaron a la 
población civil. Al no percibir en Totonicapán una amenaza directa, 
no se implementaron operaciones de limpieza de territorio. 

El segundo factor relevante fue la organización. Como resul-
tado de la enorme legitimidad que tenían las formas organizativas 
comunitarias indígenas, estas sirvieron de soporte, actuando como 
una red de contención que evitó el reclutamiento de totonicapenses 
por parte de los grupos armados. En ese contexto, las organizacio-
nes guerrilleras no encontraron un terreno fértil para captar reclutas. 
Esto no significa que no hubiera algunas personas involucradas con 
dichos grupos, sino que la penetración de las dinámicas de la guerra 
fue menor. Al parecer, existían más elementos de arraigo al territo-
rio y una fuerte cohesión social, los cuales fueron determinantes al 
momento de decidir si desempeñar o no un papel activo en medio de 
las confrontaciones. 

Otros hechos que nosotros no conocemos son de dirigentes co-

munitarios que pertenecían a diferentes frentes guerrilleros, pero 

que el pueblo en el área urbana no los identificó porque el trabajo 

de ellos fue al nivel de comunidad y lo que nosotros hacíamos era 

abastecer, si pasaba un frente, su comidita y ya, fue muy poca la 

presencia. (P. Ixchiu, comunicación personal, 10 de agosto de 2018)

La tabla 2 muestra los impactos de la violencia en la población de 
Totonicapán. Si bien se perpetraron homicidios y otras formas de agre-
sión, el número de víctimas fue relativamente bajo en comparación con 
el total nacional, lo que refleja el limitado despliegue de las dinámicas 
más cruentas de la guerra en este territorio. 
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Tabla 2. Hechos violentos durante la guerra en Totonicapán

Hecho violento Totonicapán

Muerte directa 40

Muerte indirecta 4

Desaparición forzada 25

Desaparición, reapareció con vida 11

Secuestro extorsivo 0

Tratos crueles y torturas 18

Violación sexual 1

Atentado con lesiones 2

Atentado sin lesiones 6

Atentado con daños 4

Atentado sin daños 0

Amenazas a personas 12

Amenazas a instituciones o grupos 0

Detención irregular 12

Total de víctimas 135

Fuente: elaboración propia, con base en odhag (1998).

Al observar los hechos violentos perpetrados en el departamento, cabe 
preguntarse: si los impactos de la violencia fueron relativamente bajos, 
¿cuáles fueron entonces las lógicas de la guerra que se desplegaron en 
Totonicapán? Esta pregunta resulta central para comprender las com-
plejidades del conflicto armado, pues aunque la violencia fue ejercida 
principalmente por el ejército guatemalteco, la estrategia estatal no se 
orientó hacia una violencia masiva. Por el contrario, se centró en dos ele-
mentos interrelacionados que afectaron profundamente a la población: 
el involucramiento forzado con el ejército y el debilitamiento de los pro-
cesos organizativos comunitarios. Ambos aspectos se retroalimentaron. 
Mientras se forzaba a la población a participar en acciones coordinadas 
con el ejército, las instituciones estatales procuraban desestructurar las 
formas tradicionales de organización comunitaria, facilitando así una 
mayor penetración de las dinámicas militares en el territorio. 
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Veamos con más detalle lo ocurrido. Mariola Vicente sostiene que: 
“el Estado siempre ha usado la violencia, estados de excepción, la gente 
recuerda, aunque ahora hay otras formas. Ver al ejército es muy cho-
cante. El Estado quiere dar una lección, y por eso apoya a los milita-
res” (M. Vicente, comunicación virtual, 5 de mayo 2020). El ejército 
guatemalteco desplegó una estrategia de involucramiento a través de 
las Patrullas de Autodefensa Civil (pac), que ingresaron a Totonicapán 
con el objetivo de arrebatar el control territorial a las guerrillas, aun-
que estas no tuvieran presencia efectiva en la región.

En Totonicapán se instaló más o menos en 1983 o 1985, porque 

fue de los últimos pueblos en que se instaló [sic] las Patrullas de 

Autodefensa, y no tuvo el respaldo, sí nos sometieron a todo el 

pueblo, nos obligaron a todos, aquel hombre que no bajara iba 

sacado de su casa y la misma gente lo chillaba para irlo a bajar 

de su casa. Fuimos obligados todos los hombres a concentrarnos 

en los campos de fútbol, eran batallones inmensos de gente del 

área urbana, del área rural, para conformar las pac. Se nos obli-

gó a patrullar en las noches para estar en frente del enemigo, pero 

el enemigo nunca apareció, esas eran desveladas, pero para ir a 

chingar42, porque eran jodederas entre los muchachos. (P. Ixchiu, 

comunicación personal, 10 de agosto de 2018)

Lo interesante de este despliegue realizado por el ejército es que efecti-
vamente logró dominar a la población, al obligar a los hombres toto-
nicapenses a participar en formas organizativas que los involucraban 
en la guerra mediante la vigilancia del territorio. La lógica era que 
quien no participara en las pac se volvía automáticamente sospecho-
so de colaborar con la guerrilla. Sin embargo, dada la baja —o casi 
nula— presencia guerrillera en Totonicapán, estas pac no fueron de-
terminantes en el desarrollo de la guerra. Puede afirmarse que allí no 
se conocieron confrontaciones armadas, sino abusos perpetrados por 
el ejército. De hecho, como lo afirma Pedro Ixchiu: 

42	 Expresión coloquial que puede significar molestar o fastidiar.
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Se degradó de tal manera que las patrullas fueron espacios de re-

lajo, nos tomábamos las cervezas, no pasó nunca nada. Ahora, lo 

que sí fue duro fue cuando los reservistas militares, en los golpes de 

Estado, en los toques de queda, ellos sí eran abusivos. En el toque de 

queda no podía salir absolutamente nadie, a mucha gente golpearon 

en la calle. (P. Ixchiu, comunicación personal, 10 de agosto de 2018)

Las pac, por tanto, no representaron espacios en los que se viviera una 
experiencia cercana a la guerra, ya que el enemigo era difuso y no ha-
cía presencia en el territorio. No obstante, esto no significa que no se 
presentaran abusos o violencia. Por el contrario, según los testimonios 
de los totonicapenses, el ejército llevó a cabo acciones de violencia des-
medida contra la población para reforzar su autoridad. Paralelamente 
a las pac, el ejército desplegó una red de inteligencia en el territorio 
mediante la instalación de Comisionados Militares, civiles autoriza-
dos para portar armas y encargados de recoger información sobre los 
movimientos de la población. Esta figura resultó de enorme ambigüe-
dad en Totonicapán, ya que convertir en comisionados a líderes de las 
organizaciones comunitarias fue una forma de torpedear los lazos so-
ciales existentes. Fue una de las estrategias más recurrentes del ejército 
para hacer presencia en el área:

Lo que sí se dio era el establecimiento de muchos Comisionados 

Militares en mi aldea, de hecho, mi papá fue comisionado, un 

hermano mío lo reclutaron para el ejército en el año 1985, él va 

al ejército; muchos amigos míos fueron al ejército, los llevaron. 

Matanzas en Toto casi no hubo, solo fueron los reclutamientos 

militares, la prestación de servicio militar, los comisionados que 

sirvieron para reclutar a los jóvenes, entonces Toto se mantuvo así, 

al margen de eso a pesar de que hubo todo esto de las autodefen-

sas. (J. González, comunicación personal, 18 de agosto de 2018)

Y aunque a través de los comisionados se cometieron muchas arbitra-
riedades, ya que eran figuras de autoridad que respondían a múltiples 
intereses, también se utilizó esta figura como mecanismo de protec-
ción comunitaria. Ser reclutado por las pac, o nombrado como comi-
sionado permitía, al menos de forma transitoria, disipar las sospechas 



131

Capítulo 3. La violencia después de la guerra en Guatemala

de infiltración o colaboración con la guerrilla, lo cual salvaguardó en 
no pocas ocasiones la vida de muchos totonicapenses. La pertenencia 
a una figura militar no fue necesariamente sinónimo de colaboración 
irrestricta con los intereses estatales; por el contrario, se trató de es-
trategias utilizadas por la población para proteger sus comunidades. 

Yo no estoy de acuerdo de una lectura de los comisionados militares 

[…] como instructores de paramilitares. Yo no estoy de acuerdo, 

porque en mi pueblo no, mi papá fue comisionado militar y se lo 

agradezco profundamente porque la gente hizo su lectura, prime-

ro que la izquierda aquí promovía una repartición de tierras, eso 

no pega en la vida comunitaria, porque la tierra no se reparte, se 

mantiene. Entonces la gente no quería a la izquierda por eso, por 

no comprender nada. Y segundo, sabían que la izquierda hacía 

visitas de doctor, iban y hacían su capacitación de Marx y se re-

gresaban. Calcularon [las comunidades] que hacerse paramilitar 

en ese momento impedía la violencia del Estado, igual siempre ha 

sido así. (G. Tzul, comunicación personal, 11 de octubre de 2017)

Durante la guerra guatemalteca, en Totonicapán los despliegues de vio-
lencia adoptaron formas distintas a las de otras regiones: no se centra-
ron en las masacres o el homicidio masivo, sino en el involucramiento 
forzoso de los habitantes en las lógicas militares, particularmente del 
ejército. A la par, las estrategias también se orientaron a debilitar la 
organización comunitaria, ya que la participación de los totonica-
penses en las pac y como Comisionados Militares afectó el tejido so-
cial, generando desconfianza entre los habitantes y sospechas sobre 
la infiltración de sus prácticas organizativas. Estas estrategias tienen 
antecedentes desde la década de 1970, cuando, por ejemplo, la insta-
lación de la segunda Escuela Normal en Totonicapán significó tanto 
una oportunidad de transformación social a través del conocimiento 
como una potencial amenaza, desde la perspectiva del ejército, por el 
empoderamiento de la población. Ixchiu lo relata así: 

Ahí hay un hecho fundamental, se instala en Toto la segunda es-

cuela normal, de maestros, entonces esta escuela significó para 

muchos un espacio de superación personal, ya la gente pretendía 
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ya no ser campesino, artesano, sino campesino, artesano y apar-

te maestro. Desde la escuela se empieza a hacer algún espacio de 

análisis, discusión y de protesta en algún momento, yo fui en los 

70 u 80 dirigente de la escuela, la muerte de un dirigente estudian-

til que no tenía nada que ver con el movimiento revolucionario, 

nosotros lo exigimos, nunca apareció, en el pueblo sí se reaccionó 

muy poco ante el secuestro de Martín Morales, dirigente del cuc. 

(P. Ixchiu, comunicación personal, 10 de agosto de 2018) 

Y aunque evidentemente hubo ataques y afectaciones a las formas orga-
nizativas en Totonicapán, estas resistieron las arremetidas del ejército. 
A pesar de haber sido objetivos tácticos en las operaciones militares, 
lograron enfrentar las embestidas de infiltración y ruptura que traía 
consigo el Estado. 

Creo que la guerra influyó un poquitillo para que algunas estructu-

ras cayeran, pero lamentablemente no logró la guerra desestabilizar, 

eso parecería que se mantuvo en el tiempo y sigue manteniéndose. 

Su organización está antes, durante y después de la guerra, a pe-

sar [de] que muchos de los alcaldes auxiliares seguramente fueron 

perseguidos por el ejército o acusados de ser guerrilleros o también 

los convirtieron en Comisionados Militares para reclutar a los jó-

venes. (J. González, comunicación personal, 18 de agosto de 2018) 

Lo interesante de Totonicapán es que, a pesar de haber sufrido un tipo 
de afectación distinto al de otras zonas del país, la superación de la 
guerra no alteró significativamente sus dinámicas de violencia. Tras 
la firma de los Acuerdos de Paz, el comportamiento de los homici-
dios es notablemente bajo. La figura 15 muestra que, a partir de 1996 
—cuando inicia el periodo de posconflicto guatemalteco—, la tasa de 
homicidios por cada cien mil habitantes tiende a la baja en compara-
ción con el promedio nacional. Salvo en 2004, cuando se presenta un 
aumento relativamente significativo, los homicidios permanecen muy 
por debajo de la media nacional, configurando a Totonicapán como 
uno de los territorios menos violentos después de la guerra. Pero, ¿qué 
explicación puede tener esto?
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Figura 15. Homicidio en el posconflicto en Totonicapán

Fuente: elaboración propia, con información proporcionada por Katherine Aguirre 
(2014), investigadora, y complementada con datos del Instituto Nacional de Estadística 

de Guatemala (2018).

Al plantear la pregunta anterior, los totonicapenses remiten a sus for-
mas organizativas. Señalan que, gracias a la solidez de sus estructuras 
comunitarias fue posible —durante el posconflicto y aún en la actua-
lidad— mantener la violencia al margen de la vida social y comunita-
ria de Totonicapán. Según ellos, esto ha garantizado la convivencia y 
un ambiente pacífico en el territorio. Tan solo se han identificado dos 
referencias significativas a hechos de violencia en Totonicapán. La pri-
mera está relacionada con los linchamientos, un fenómeno recurrente 
en Guatemala, pero que en este territorio se ha presentado de forma 
esporádica. Dichos eventos se concentran en zonas con una histo-
ria particular de paramilitarismo, lo cual podría ofrecer claves para 
comprender su aparición. Al respecto, Tzul explica: 

Lo que sí vemos en Santa Cruz es un lugar donde hubo mucho 

paramilitarismo y ha habido un alto índice de violencia, de lin-

chamiento. Cuando exterminaron a las personas, cuando hubo 

el genocidio, esas tierras automáticamente las titularon a los mi-

litares, con mucho respeto por las estrategias comunitarias de 
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quienes sí decidieron ser paramilitares, como mi pueblo, mi papá 

que fue presidente de la comunidad y mis tíos también. Los para-

militares no son planos, en Santa Cruz fue un lugar donde hubo 

muchos paramilitares y es donde ha habido un índice de violen-

cia vía los linchamientos. (G. Tzul, comunicación personal, 11 de 

octubre de 2017)

La segunda referencia corresponde a un acto de violencia estatal que 
impactó a todo el departamento. En 2012, en el marco de una pro-
testa comunal y la posterior intervención del ejército, fueron asesina-
dos ocho indígenas de Totonicapán. Este hecho fue considerado como 
“la primera masacre del ejército tras la firma de la paz” (Falla, 2012). 
La masacre tuvo un alto impacto en los territorios, ya que se convir-
tió en un referente de las tensas relaciones entre el Estado y la comu-
nidad. Tzul lo relata así: 

Una señora de un barrio popular me decía, porque cuando tú dices 

reducción de la violencia en estos barrios, es que tal vez se redujo 

—si por violencia entendemos criminalidad— pero en estos luga-

res, como en mi pueblo, que la guerra no hubo masacres, sí hubo 

una masacre en el 2012, así de terror, y no escaló a más porque las 

comunidades lo contuvieron. En Santa Eulalia, es un lugar donde 

hubo dominación del ejército, pero no hubo mucha violencia, ha 

habido también estados de sitio y varios muertos. Lo mismo en 

San Marcos, los mismo en Cobán, donde sí hubo violencia de la 

guerra. (G. Tzul, comunicación personal, 11 de octubre de 2017)

A pesar de estos dos eventos, los totonicapenses consideran su terri-
torio como un lugar donde la violencia no tiene cabida. Sin embargo, 
resulta significativo que tanto en las narrativas sobre la guerra como 
en uno de los hechos más relevantes de violencia ocurridos después 
de ella, el actor central haya sido el ejército. Esto lleva a interrogarse 
sobre la relación de los pobladores con el Estado y sobre cómo este 
ha operado durante el posconflicto. Por ello, a continuación se aborda 
esta variable estatal, que ofrece elementos analíticos clave para com-
prender la complejidad del caso de Totonicapán. 
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Ajustes institucionales del Estado en Totonicapán

El imaginario del Estado que tienen los totonicapenses —occidental, 
como resaltan sus pobladores— comparte un relato común: no hace 
nada que favorezca a la población y, cuando actúa, su impacto suele 
ser negativo. Predomina una lectura de tensión en las relaciones entre 
el Estado y las formas de organización comunitaria, particularmente 
evidenciada en el periodo de posconflicto. Por ejemplo, González se-
ñala que: 

El Estado en Totonicapán siempre ha abandonado a la población, 

antes y después [de la guerra] en términos generales. El Estado no se 

ha interesado por su educación, por su desarrollo económico, social 

y político, ni cultural. De hecho, el Estado en vez de fortalecer todo 

en términos de desarrollo, como sabe que el 98 % de la población 

es indígena, pues los indígenas no mucho le importan, un poco de 

racismo estatal. Lo único que ha hecho el Estado en Toto es destruir 

la identidad de los quichés, y ¿cómo lo ha hecho?, a través de la edu-

cación escolarizada, castellanizando intencionalmente a sus niños, 

los maestros han sido pilares fundamentales para destruir la iden-

tidad. (J. González, comunicación personal, 18 de agosto de 2018)

Esta percepción generalizada condensa una experiencia del Estado 
centrada, durante la guerra, en el ejército y en el despliegue de estra-
tegias contrainsurgentes a través de la población. Tras la firma de los 
Acuerdos de Paz, se esperaba una reorientación de las acciones estatales 
e institucionales hacia la población, que derivaban de lo pactado. Sin 
embargo, esto no se cumplió. Dos elementos interrelacionados permi-
ten comprender los desencuentros entre los ajustes institucionales del 
posconflicto y los totonicapenses: por un lado, las reformas estipuladas 
en los Acuerdos de Paz; por otro, las expectativas que estas reformas 
generaron dentro de la organización comunitaria. 

Al abordar las reformas del Estado consignadas en los acuerdos, 
lo llamativo en Totonicapán es la escasa credibilidad que había en lo 
pactado. No existía reconocimiento hacia las potenciales transforma-
ciones que prometían dichas reformas: 
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Lo único que hizo esto fue profundizar la desconfianza en el Estado, 

no creemos en el Estado. Cuando te hablan de acuerdos de paz, 

tú dices de qué paz están hablando, pendejos, si lo único que hi-

cieron fue profundizar la pobreza. Totonicapán como pueblo al 

final de cuentas, y otros pueblos, porque no es solo Totonicapán, 

está también Santa Cruz, Santa María Visitación, es un pueblo 

mucho más pacífico, pero no ha habido un homicidio durante 

doce años, y ahí no hay presencia estatal, pero no se encuentra 

mucha presencia comunitaria. (P. Ixchiu, comunicación personal, 

10 de agosto de 2018)

En otras palabras, el fin de la guerra no trajo cambios significativos. 
No hubo una transformación en la relación entre comunidad y Estado. 
Por el contrario, muchos de los acuerdos crearon condiciones que afec-
taron las dinámicas comunitarias: 

[Las comunidades indígenas argumentan] nosotros no firmamos 

la paz, la paz la firmaron ellos. Hay un acuerdo indígena donde 

se consideraban tres cosas: regresarles tierra a los refugiados, en-

contrar los muertos y desaparecidos, respetar las decisiones de 

las comunidades, dignificar lo indígena y lo de la tierra. La gente 

dice el Estado está ahí, que funcione, pero que no se meta don-

de no se tiene que meter. (G. Tzul, comunicación personal, 11 de 

octubre de 2017)

Este deseo de mantenerse al margen del Estado se reivindica como 
una forma de resistencia frente al incumplimiento institucional. Esto 
ha generado una relación de desconfianza entre actores sociales e ins-
tituciones estatales. Aunque se reconoce la existencia del Estado —y 
la imposibilidad de abstraerse de sus políticas—, también se valora la 
creación de estrategias comunitarias para sostener la vida colectiva en 
paralelo a las disposiciones estatales:

Hemos hecho ese modo de vivir frente al Estado, que promocio-

na desigualdad, injusticia y entonces vemos, ahí es donde empie-

za[n] nuestros desencantos con el Estado, nos importa un carajo 

el Estado, no nos interesa, solo nos interesa porque de plano hay 



137

Capítulo 3. La violencia después de la guerra en Guatemala

que elegir, no nos interesa el contenido de la democracia, de la 

república, porque está probado, para nosotros, lo que en el 2015 

se descubre en Guatemala es que la república fracasó porque go-

biernan los corruptos, los ladrones, los sin vergüenzas. Si nosotros 

lo sabíamos antes de la formación del Estado, nosotros sabemos 

que son unos canallas y que están ahí para resolver sus problemas 

personales. Esas son las lógicas nuestras y son las lógicas que te-

nemos en Totonicapán para entender las relaciones con el Estado, 

entonces los acuerdos de paz son el cese del enfrentamiento arma-

do, punto, pero no es el fin de la guerra, entendida la guerra como 

la profundización de la desigualdad, que llevó a los hermanos del 

mismo ejército de Guatemala a crear un enfrentamiento armado 

bárbaro; para nosotros no tiene sentido, lo político es un tema de 

segunda mesa, nos afecta sí, no lo podemos negar, pero esa es la 

lógica de estar en medio de eso. (P. Ixchiu, comunicación perso-

nal, 10 de agosto de 2018)

Ante este panorama, se iniciaron transformaciones institucionales que 
pretendían llegar al territorio. No obstante, lo consignado en los acuer-
dos trajo consigo contradicciones al implementarse en Totonicapán. Si 
bien se reconocen algunos elementos formales interesantes, en la prác-
tica se generaron tensiones con las formas organizativas comunitarias:

El aidpi [el acuerdo sobre el tema indígena] que luego se amal-

gama con el de derechos humanos, y deriva en la creación de dos 

instituciones: el sistema de consejos nacional de desarrollo, que son 

una especie de ley de participación popular a la boliviana, que ins

tala mecanismos liberales en el ámbito local, y por el otro lado, 

el de derechos humanos, considera también una reforma judicial, 

porque la reforma judicial está atravesada por todos los acuerdos 

de paz. La instalación de los centros de administración de justicia 

que tenían como objetivo llevar justicia donde no había. (G. Tzul, 

comunicación personal, 11 de octubre de 2017)

Hasta ese punto se reconocen elementos importantes en las transfor-
maciones institucionales en materia de desarrollo y justicia, lo que im-
plicó un desdoblamiento del Estado en el municipio, sin precedentes 
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incluso durante la guerra. Las instituciones comenzaron a llegar a di-
ferentes lugares de Totonicapán con el objetivo de hacer presencia en 
las comunidades y prestar algún tipo de servicio, como por ejemplo, 
en el ámbito de la justicia. Sin embargo, los totonicapenses empeza-
ron a notar que estas instituciones traían consigo unas lógicas que, 
eventualmente, comenzarían a chocar con sus formas organizativas. 
Además, exigían de la población la inmersión en dinámicas que hasta 
ese momento habían sido desconocidas:

¿Qué significa crear consejos comunitarios de desarrollo y centros 

de administración de justicia?, es desmantelar lo comunitario, por-

que los centros […] se crearon cinco en Santa Elulalia, Nebaj, en 

Ixcán, en Ixchiguán (San Marcos) y en Santiago Atitlán; enton-

ces, bajo el argumento de llevar la justicia donde no había, ter-

mina juzgando bajo ley ordinaria aquello que se resolvía bajo ley 

comunal; lo que resuelve el alcalde comunitario, lo que resuelve 

la autoridad indígena, resolver problemas de agua, de conflictos 

matrimoniales, lo que sucede es que donde manda la comunidad 

con su autoridad, va a mandar el Estado vía juez. (G. Tzul, comu-

nicación personal, 11 de octubre de 2017)

Las instituciones estatales de justicia enfrentaron dificultades para in-
gresar a Totonicapán. En el posconflicto, no solo era necesaria su pre-
sencia; también debían tener en cuenta que entraban a un territorio 
con prácticas comunitarias profundamente arraigadas, lo que supo-
nía un enorme reto. Tras la guerra, la desconfianza instaurada entre 
los totonicapenses era evidente, ya que muchos de ellos habían vivido 
directamente el carácter represivo del Estado. Por tanto, reconocer a 
las instituciones como reguladoras del orden carecía de sentido para 
muchos: 

La gente no piensa en el Estado, ellos están más atentos en otras 

cosas; bueno, utilizan el Estado cuando hay problemas entre ellos, 

digamos, si hay un problema de justicia ellos ponen una denun-

cia en el Ministerio Público, entonces ya el Estado interviene ahí, 

investiga a los que causan problemas, los que generan conflictos. 

Cuando piden alguna escuela, el Estado está ahí y todo eso, pero 
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que el Estado esté presente en todo sentido, no. Terminó la gue-

rra y Toto sigue a su ritmo, en su vida; entonces la presencia del 

Estado es nada más en materia de justicia, educación. Lo que pasa 

es que el sistema de justicia en Guatemala es occidental, el oficial, 

frente al sistema de justicia indígena que tiene su propia forma 

de resolver los conflictos, entonces la gente allá prefiere ir con sus 

autoridades comunitarias para resolver sus problemas, porque la 

resolución del conflicto es más rápida, es más barato, es inmedia-

to, va por el sentido común. (J. González, comunicación personal, 

18 de agosto de 2018)

Los pobladores enmarcaron estas nuevas formas institucionales dentro 
de las mismas lógicas que el Estado había impuesto durante la guerra. 
Es decir, el despliegue estatal en el posconflicto continúo, para los to-
tonicapenses, una lógica que atentaba contra la organización comuni-
taria, la cual fue foco de intervención del ejército durante el conflicto. 
Se produjo una suerte de extrapolación de las acciones estatales antes 
y después de la guerra, lo que llevó a las comunidades a percibir cier-
ta continuidad en prácticas orientadas a debilitar el trabajo social que 
estaban desarrollando: 

Yo creo que el Estado sí se reformó, por lo menos para nosotros 

se reformó en términos de tierras y en términos de autoridad, y en 

términos de justicia. Porque el otro “pencazo” que nos metieron 

en los acuerdos de paz, son estos acuerdos de los COCODE. La 

presencia de la guerra, con el establecimiento de los comisiona-

dos, que son miembros de las comunidades, en algún momento, 

en algunas comunidades, ya no eran los alcaldes los que resolvían 

los problemas sino los comisionados militares. Entonces, como se 

dieron cuenta de que hay un superávit de organización comunita-

ria, entonces los COCODE son la reunión de todos estos comités, 

pero así no funciona en las comunidades. (G. Tzul, comunicación 

personal, 11 de octubre de 2017)

Las lógicas que trajo consigo el Estado fueron reconocidas como bu-
rocráticas, algo que entró en tensión con las comunidades: 
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Los COCODE en vez de facilitar el desarrollo se han vuelto un 

obstáculo porque han hecho más burocrático el tema de desarro-

llo, en realidad no se está consultando, y lo que están generando 

es más obra gris, que muchas veces no se necesita. (J. González, 

comunicación personal, 18 de agosto de 2018)

Se desplegaron escenarios de trabajo estatales que planteaban nuevos 
desafíos para la población, en aras de comprender las dinámicas que 
arrastraban: 

El gran logro del acuerdo de paz, [es] hacer que las decisiones co-

munales se respeten, sin embargo, comienzan a incluir criterios 

técnicos; por ejemplo, mis tíos fueron líderes de la comunidad, 

iletrados, y lo hicieron bien. Ahora necesitas conocer de marco 

lógico, el árbol de problemas, todo un tecnicismo. (G. Tzul, co-

municación personal, 11 de octubre de 2017)

En medio de este escenario, también se lograron algunos acuerdos 
que, más que brindar legitimidad por parte de la población a las insti-
tuciones, parecían formas de articulación orientadas a preservar una 
convivencia entre las estructuras estatales y las formas comunitarias. 
Al hablar de justicia, Pedro Ixchiu lo expresa de la siguiente manera:

Hace más o menos unos doce años que logramos hacer entender 

a los operadores de justicia de la cabecera departamental que es 

necesario ponernos de acuerdo en temas básicos, entonces reco-

nozcan que somos autoridad y hemos coordinado ahora con el 

Ministerio Público. Hay un espacio, un día mensual, en donde 

los operadores y los jueces se sientan a hablar y hay temas de ca-

pacitación. Hay una gran cantidad de gente que está llegando al 

sistema de justicia oficial, yo me atrevería a pensar en que si las 

autoridades indígenas no resolvieran, el sistema de justicia no se 

da abasto, colapsa; es efectivo, te quita todos aquellos problemas 

de bagatela, de baja intensidad. En aquellos temas en que las per-

sonas ponen en duda a la autoridad comunitaria, acude[n] al sis-

tema de justicia oficial. (P. Ixchiu, comunicación personal, 10 de 

agosto de 2018)
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También hubo acercamiento con los COCODE:

[En] Totonicapán hay, pero creo que funcionan mejor porque está 

en coordinación con el alcalde comunitario, en muchos de los ca-

sos el alcalde es el presidente del COCODE, pero el problema de 

los COCODE [es que] quiso romper, destruir la autoridad comu-

nitaria, pero eso no se ha logrado. (J. González, comunicación 

personal, 18 de agosto de 2018)

Durante el posconflicto, se instauró un nivel considerable de desconfian-
za en el municipio. Los totonicapenses mantuvieron, y aún mantienen, 
un recelo hacia el Estado. No lograron establecer relaciones sólidas 
con las instituciones estatales y, por tanto, la organización de los 48 
cantones se convirtió en una piedra angular de sus sistemas de regula-
ción social. Esto les permitió, según sus propias palabras, resistir a las 
dinámicas estatales que buscan debilitarlos. Al indagar sobre las posi-
bles competencias armadas que podría tener el Estado en el territorio 
—con el fin de comprender las dinámicas de tan baja violencia— los 
totonicapenses afirmaban que el principal factor generador de violen-
cia es el propio Estado. Esta complejidad encontrada en el territorio 
será desarrollada a continuación. 

Competencias armadas en el territorio

Al hablar sobre la presencia de actores armados en Totonicapán —ya 
sea por la incursión de grupos delincuenciales o por formas organiza-
das de violencia que hayan comenzado a operar tras el fin del conflic-
to armado— muchos pobladores coincidieron en que, ni entonces ni 
ahora, hay presencia significativa de dichas expresiones violentas en el 
municipio. Según sus habitantes, una de las razones que explican esta 
diferencia frente a otros territorios de Guatemala es la existencia de 
una fuerte organización comunitaria, que logró mantener al margen 
estas manifestaciones de violencia organizada:

No hay presencia de grupos armados, existen sus propios meca-

nismos de control. A mí me pasó, porque fuimos a hacer una cere-

monia para el solsticio en un cerro que nos permite los efectos de 



142

Y al final solo hubo más violencia

la luz y sombra, y subimos y bajamos, pero yo nunca me imaginé 

que a las siete y media u ocho de la noche bajaban una talanque-

ra y tapaban el camino, y nosotros nos quedamos adentro. Las 

mismas comunidades tienen sus propios mecanismos de control. 

Hay comunidades, [en] Paxtocá, el nivel de control de esa comu-

nidad es altísimo, controlan hasta el tema de las maras, tienen el 

control de los hijos de migrantes, ahí en la misma comunidad y 

entonces los llaman [a los muchachos] y les dicen ustedes no pue-

den estar en esto, les pedimos el favor, llaman a los familiares, 

controlen a los patojos, no pueden estar manchando las paredes; 

hay sanciones, te imponen sanción, la más dura es que te cortan 

el servicio del agua o el eléctrico. (P. Ixchiu, comunicación perso-

nal, 10 de agosto de 2018)

Sin embargo, algo que llama poderosamente la atención es que, al ha-
blar de actores que pudieron haber generado algún tipo de violencia, 
los totonicapenses señalan al Estado como el principal desencadenan-
te de esta en el municipio, tanto durante como después del conflic-
to armado. Identifican en muchas de sus acciones —e incluso en sus 
omisiones— factores que han generado violencia en un territorio que, 
según ellos, se ha caracterizado por ser pacífico. Desde Totonicapán, 
esta afirmación se sustenta en dos componentes. El primero se refiere a 
la recomposición del Estado tras la guerra. Sostienen que buena parte 
de quienes participaron en el conflicto armado, en particular los mi-
litares, pertenecen al Estado, lo que impidió una transformación real 
en sus prácticas, ya que: 

Hay una incompatibilidad en la forma de organización estatal y 

comunitaria […] Es en la estructura del Estado donde se anida el 

narcotráfico y es claro que están juntos, no es una contradicción la 

forma narco y la forma Estado, porque tienes control administra-

tivo y de territorio. ¿Quién es el Estado aquí? Militares. (G. Tzul, 

comunicación personal, 11 de octubre de 2017)

De esta manera, se identifica al Estado como un actor clave en la pro-
ducción de violencia en Totonicapán en el periodo de posguerra. Las 
instituciones estatales no generaron confianza; por el contrario, fueron 
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vistas como responsables de acciones delictivas que afectaron a la po-
blación. Pedro Ixchiu lo resume así: 

Es que es la presencia misma del Estado la que genera violencia, 

el Estado es generador de violencia, Juan Tipaz del Quiché, en 

un análisis de seguridad y justicia (hace unos diez años) dijo: yo 

no entiendo esta cosa, donde no hay policía no me asaltan, pero 

donde hay policía me asaltan y me roban ¿cómo la presencia del 

Estado ahí es generadora de violencia? Realmente es impresio-

nante. (P. Ixchiu, comunicación personal, 10 de agosto de 2018)

Así, para muchos totonicapenses, quienes integraron o integran las 
instituciones públicas han participado en acciones violentas dentro 
del municipio, alterando su vida social y comunitaria.

El segundo componente, estrechamente relacionado con el anterior, 
es la corrupción y la participación de agentes estatales en acciones de-
lictivas vinculadas al narcotráfico, lo que profundizó aún más la des-
confianza ciudadana hacia las instituciones públicas. En Totonicapán 
se sostiene que muchos miembros del aparato estatal han estado —y 
continúan estando— involucrados en negocios ilegales, lo que genera 
impunidad y, en consecuencia, lleva a la población a preferir mante-
nerse al margen del Estado. 

Especialmente en los pueblos fronterizos e indígenas, no hay pre-

sencia del Estado. Como este Estado está fundado en el privile-

gio para unos pocos, es increíble que en este país los encargados 

de la seguridad nacional, y esto no me lo crees, en este momen-

to toda la droga, el 85 % de la droga que llega a EE. UU. pasa 

por Guatemala. Se está muriendo más gente hoy en Guatemala 

que durante el enfrentamiento armado, por día, a mí me pare-

ce que eso tiene alguna relación, es [el] narcotráfico un corredor, 

obvio, nosotros ponemos los muertos; un elemento fundamental, 

pobreza. El nivel de violencia llega a ser uno de los más graves en 

Latinoamérica y en el mundo, ahí hay un hecho desencadenante 

y es el narco, aparte de eso, los aparatos de seguridad no se van a 

dar abasto si los dirigentes de la policía, del ejército, son los que 

están relacionados con estas redes de corrupción. Van a generar la 
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violencia a propósito para sus intereses. (P. Ixchiu, comunicación 

personal, 10 de agosto de 2018)

Estas dinámicas, de una u otra manera, afectaron al municipio, que 
no pudo escapar del tráfico de drogas ni de la participación de actores 
ilegales en dichas actividades. Aunque fueron situaciones complejas, 
las autoridades comunitarias buscaron mecanismos para enfrentarlas. 
No obstante, en el municipio se reconoce que es muy difícil combatir 
estos fenómenos cuando existe un entramado estatal que los favorece:

Totonicapán no puede quedarse al margen de estas dinámicas, por-

que en algunas zonas se han descubierto mercados de marihuana, 

porque al final de cuentas de nuevo es la pobreza, si a ti te ofrecen 

pagarte porque siembres marihuana y te van a pagar, vas a tener 

maíz durante diez años, tú lo haces. Las autoridades comunita-

rias participan para evitar esto, aunque ahí tenemos una discu-

sión, porque no es prohibido sembrar. En Toto, si te cacharon, te 

cacharon, estás consciente que, si tienes siembras de marihuana. 

Y esto, de alguna manera, […] los diputados también están en la 

jugada. Curiosamente, cae una avioneta en Totonicapán y nadie vio 

nada, nadie dijo nada, desapareció todo, solo dejaron la avioneta 

tirada. (P. Ixchiu, comunicación personal, 10 de agosto de 2018)

Para muchos, esto representa un abandono del Estado, que se refleja en 
la omisión de sus instituciones frente a las necesidades de la población. 
Como resultado, los totonicapenses reconocen que, en muchos casos, les 
va mejor sin el Estado, ya que cuentan con una organización comuni-
taria que les permite sobrevivir. Otros sostienen que, cuando el Estado 
sí hace presencia, genera impactos que se orientan hacia la violencia: 

Toto está abandonado, vas a visitar Santa Lucía de la Reforma, es 

un municipio muy pobre; vas a Toto, ves casas de dos pisos, enor-

mes, pero esas casas son productos de las remesas familiares que 

vienen de los Estados Unidos. Sus comunidades están muy levanta-

das aparentemente, pero es porque hay mucha remesa, y los jóvenes 

que se fueron hace 25 años, construyeron casas, pusieron negocios 

en sus comunidades, algunos lograron establecer grandes negocios, 
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pero no es el Estado. Si no fuera por la migración internacional, 

Toto estaría sumida en la pobreza, levantó aparentemente la ima-

gen económica, pero hay que ir a ver adentro. (J. González, comu-

nicación personal, 18 de agosto de 2018)

En resumen, en Totonicapán, al hablar de posibles generadores de 
violencia tras la guerra, no se hace referencia a pandillas ni a grupos 
armados vinculados al narcotráfico. Por el contrario, se identifica al 
Estado como el principal actor generador de dicha violencia. Se reco-
noce que Totonicapán es uno de los municipios menos violentos del 
país desde los Acuerdos de Paz, en parte por su escasa presencia es-
tatal, lo que le otorga cierta particularidad. Sin embargo, también se 
enfatiza que las instituciones estatales —y especialmente los agentes 
involucrados en actividades ilegales— fueron quienes introdujeron 
dinámicas de violencia en el territorio. Por ello, se experimenta una 
tensión constante entre las formas organizativas comunitarias y las ex-
presiones institucionales del Estado guatemalteco, ya que se asocian el 
crimen y el narcotráfico con la presencia de agentes estatales, lo que 
ha deteriorado la relación entre la ciudadanía y el Estado en el perio-
do posterior a la guerra.
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En Colombia ha predominado un imaginario en torno a la violen-
cia, que podría sintetizarse de la siguiente manera: el país ha esta-

do inmerso en una guerra continua desde la independencia del Reino 
de España (Giraldo, 2018). A pesar de los debates que este imaginario 
suscita sobre una guerra sin fin en Colombia, en 2016 se logró la fir-
ma de un Acuerdo de Paz con las Fuerzas Armadas Revolucionarias 
de Colombia – Ejército del Pueblo (Farc-EP), el cual marcó el fin de un 
segundo ciclo de violencia en el país43. Este acuerdo puede entenderse 
como un parteaguas en las dinámicas del conflicto armado colombia-
no, y como el inicio de un periodo de posconflicto, aunque no exento 
de altos niveles de violencia. 

Ahora bien, a pesar de la firma del Acuerdo de Paz —y a diferen-
cia del caso guatemalteco— en Colombia la violencia homicida no 

43	 Para profundizar en las dinámicas del conflicto armado colombiano, y en par-
ticular en los ciclos de su despliegue, puede consultarse el ensayo del profesor 
Francisco Gutiérrez Sanín (2020), ¿Un nuevo ciclo de la guerra en Colombia? 
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presentó una reducción significativa a nivel nacional, como lo muestra 
la figura 16. Es decir, no se evidenció una disminución de la violencia 
que reflejara los beneficios de haber puesto fin al conflicto armado, a 
pesar de haberse alcanzado una tasa de 24 homicidios por cada cien 
mil habitantes en 2017, un año después de la firma del acuerdo. Por 
el contrario, el homicidio en el país se mantuvo relativamente estable 
durante las negociaciones entre los actores armados, registrando un 
descenso en los dos años previos a la firma, seguido de un aumento 
significativo hacia 2021.

De hecho, al observar los territorios históricamente afectados por 
el conflicto armado, se evidencia un aumento sostenido de la tasa de 
homicidios desde 2016. En otras palabras, incluso en aquellos lugares 
donde se concentró la violencia producto de las confrontaciones y de 
la presencia de grupos armados que detentaban o disputaban el con-
trol poblacional y territorial, la violencia homicida aumentó tras la 
firma del Acuerdo de Paz. Surge entonces la pregunta: ¿qué ocurrió?

2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021
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Figura 16. Tasa de homicidios de Colombia

Fuente: Policía Nacional (s. f.), información consultada de siedco en 2023.



149

Capítulo 4. El posconflicto colombiano: las transformaciones  
de la violencia luego de los acuerdos

Al menos dos elementos pueden ser analizados preliminarmente para 
abordar este interrogante. El primero hace referencia a la forma en 
que se desarrolló el conflicto armado en el país, el cual presentó va-
riaciones temporales y espaciales. En este sentido, el despliegue de la 
violencia no fue homogéneo a lo largo de más de cincuenta años, ni 
tampoco uniforme en los territorios. Fue determinante el grupo armado 
que ejercía control, así como los intereses en dominar a la población o 
el territorio, y las posibilidades de acceder a rentas legales o ilegales. 
En Colombia se configuraron estados de guerra, como los caracteriza 
Uribe (2001), donde coexisten regiones relativamente pacíficas junto 
a otras particularmente violentas, así como momentos de agudización 
de las violencias combinados con periodos de baja intensidad (p. 251). 
El conflicto armado en Colombia podría entenderse a través de dos 
macrorregiones: norte y sur. En la macrorregión norte, la pretensión 
de expansión de la guerrilla fue enfrentada mediante la organización 
del paramilitarismo, lo que derivó en la conformación relativamente 
exitosa de un orden paraestatal. En la macrorregión sur, en cambio, 
existieron condiciones más favorables para la consolidación y expan-
sión de las Farc, lo cual condicionó, en parte, la inserción del parami-
litarismo (Vásquez, 2017, p. 151). 

En el caso de las Farc-EP, al momento de la firma del Acuerdo de 
Paz, su presencia se concentraba —aunque no exclusivamente— en los 
departamentos del suroriente y suroccidente del país. Esta concentra-
ción territorial puede ayudar a explicar por qué el desmonte de esta 
guerrilla no se tradujo en una reducción significativa de los indicadores 
de violencia homicida a nivel nacional. Además, es importante señalar 
que la violencia en Colombia no ha sido ejercida únicamente por las 
Farc, sino también por otros actores armados —criminales y guerrille-
ros— que desplegaban sus repertorios de violencia en los territorios. 

El segundo elemento está relacionado con las dinámicas de vio-
lencia durante y después de la firma del Acuerdo de Paz, en particu-
lar por la aparición de facciones dentro de las Farc que decidieron no 
continuar con el proceso (disidencias), o que abandonaron el com-
promiso con la implementación del acuerdo (desertores); así como 
por las dificultades del Estado para materializar lo pactado. Durante 
las negociaciones y tras la firma, surgieron grupos provenientes de las 
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Farc que cuestionaron tanto la negociación como la implementación, 
argumentando la ineficacia del Estado. La proliferación de estos gru-
pos, que en buena medida continuaron operando en los territorios pre-
viamente ocupados por las Farc, impidió una disminución sustancial 
de la violencia (Álvarez et ál., 2018), la cual se mantuvo aunque con 
ciertas transformaciones. 

Figura 17. Región del Bajo Cauca Antioqueño

Fuente: Henao (2015).

A esto se suman las dificultades en la implementación de los compro-
misos consignados en el Acuerdo de Paz, estructurado alrededor de 
seis puntos orientados a abordar las causas estructurales del conflicto 
armado. Sin embargo, la brecha entre los compromisos, las expectati-
vas generadas y las capacidades institucionales reales ha derivado en 
incertidumbre y escepticismo por parte de las comunidades (Fundación 
Ideas para la Paz, 2019, p. 14). Estas disparidades entre lo prometido 
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y lo cumplido han generado, además de desconfianza hacia las institu-
ciones, nuevas manifestaciones de violencia que afectan directamente 
a los territorios. Ejemplo de ello son el asesinato sistemático de líderes 
sociales o los confinamientos de comunidades enteras. 

Ante este panorama, el presente capítulo no pretende abordar la 
enorme complejidad del caso colombiano en su totalidad, ya que esto 
desborda el propósito de este libro. En su lugar, busca problematizar 
algunos elementos de la teoría desarrollada en el capítulo 1, así como 
la forma en que estos se manifestaron tras la firma de los Acuerdos 
de Paz. Para ello, se toman algunas experiencias de la región del Bajo 
Cauca44, las cuales permiten ampliar el análisis teórico y formular 
atisbos de explicación que, como suele suceder, pueden ser rebasados 
por la realidad. 

Bajo Cauca Antioqueño: 
la violencia que no dio tregua 

Esta subregión se encuentra ubicada en el departamento de Antioquia 
y está conformada por seis municipios: Cáceres, Tarazá, El Bagre, 
Caucasia, Zaragoza y Nechí. Limita con los departamentos de Bolívar, 
Córdoba y Sucre, y, además de poseer una gran riqueza minera y ga-
nadera, ha sido escenario de un despliegue recurrente de violencia que 
ha involucrado a múltiples actores armados a lo largo de los años. 
El Bajo Cauca ha vivido el conflicto armado en su interior, siendo un 
territorio estratégicamente situado en el norte del país, entre las serra-
nías de San Lucas y Ayapel, y atravesado por los ríos Cauca y Nechí. 
En esta región también habitan resguardos indígenas, consejos comu-
nitarios y organizaciones de comunidades afrocolombianas (Rutas del 
Conflicto, 2021).

Las condiciones regionales convirtieron al Bajo Cauca en un te-
rritorio disputado por diversos grupos armados durante el conflicto. 

44	 A manera de referencia, la figura 17 presenta la región del Bajo Cauca, ubica-
da en el departamento de Antioquia.

Capítulo 4. El posconflicto colombiano: las transformaciones  
de la violencia luego de los acuerdos



152

Y al final solo hubo más violencia

A partir de la década de 1970, las guerrillas del Ejército Popular de 
Liberación (epl), el Ejército de Liberación Nacional (eln) y las Farc-EP, 
hicieron presencia en esta subregión, consolidándose hasta la década 
de 1990, cuando establecieron bases, zonas de refugio y de avanzada. 
A partir de entonces comenzó la arremetida paramilitar por parte del 
Bloque Mineros y el Bloque Central Bolívar de las Autodefensas Unidas 
de Colombia (Comisión de la Verdad, 2020). La población civil que-
dó atrapada en medio de las disputas entre los grupos armados, que 
buscaban garantizar el control del territorio, de sus habitantes y de 
los recursos presentes en la región, como los cultivos de uso ilícito y 
la minería, entre otros. 

La afectación a la población ha sido de tal magnitud que, para 
2022, la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas45 
—a través del Índice de Riesgo de Victimización, que mide la proba-
bilidad de que la población sea víctima del conflicto armado— ubicó 
a Cáceres y Tarazá en riesgo alto, mientras que los demás municipios 
de la subregión se clasificaron en riesgo medio alto (Unidad para la 
Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 2023). Esto evidencia 
cómo la violencia ejercida por los grupos armados sigue afectando a 
los territorios del Bajo Cauca, incluso después de la desmovilización 
de las Autodefensas Unidas de Colombia y de la firma del Acuerdo de 
Paz con las Farc-EP.

En 2002 inicia un proceso de negociación con las Autodefensas 
Unidas de Colombia, una suerte de confederación que agrupaba diver-
sas expresiones del paramilitarismo dispersas por el territorio nacional, 
especialmente en la zona norte del país (Duncan, 2015). Esta negocia-
ción dio lugar al Acuerdo de Ralito46, que implicó la desmovilización de 
varios bloques paramilitares. El proceso comenzó el 25 de noviembre 
de 2003 con el Bloque Cacique Nutibara, en Medellín, y finalizó el 15 

45	 Esta institución fue creada en enero de 2012 mediante la Ley 1448, por la cual 
se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas 
del conflicto armado interno.

46	 El acuerdo recibe su nombre por el lugar donde se llevaron a cabo las nego-
ciaciones: Santa Fé de Ralito, una zona rural del municipio de Tierralta, en el 
departamento de Córdoba.
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de agosto de 2006 con el Bloque Elmer Cárdenas. En la región del Bajo 
Cauca, se desmovilizaron los bloques Mineros y Central Bolívar, lo que 
implicó un alivio para la población. López (2016) muestra cómo, entre 
2003 y 2006, se redujeron significativamente las acciones armadas de 
los paramilitares, la tasa total de homicidios, los homicidios políticos 
y las masacres (p. 344). Además, entre 2006 y 2011, las tendencias de 
violencia se mantuvieron relativamente estables. Sin embargo, a partir 
de 2011, los registros de violencia cambiaron debido a la reconfigura-
ción de los grupos armados herederos del paramilitarismo, conocidos 
como bandas criminales. 

Ahora bien, la firma del Acuerdo de Paz con las Farc-EP no signi-
ficó un alivio en los niveles de violencia en el Bajo Cauca. La figura 18 
evidencia varios aspectos al respecto. En primer lugar, es importante 
señalar la tasa de homicidios de los municipios que conforman la re-
gión. Mientras que la tasa nacional ha oscilado entre 24 y 26 homici-
dios por cada cien mil habitantes, los seis municipios del Bajo Cauca 
presentan tasas muy superiores al promedio nacional, con excepción 
de Nechí, que tuvo una tasa menor entre 2012 y 2014, y entre 2016 y 
2017. En otras palabras, los municipios de esta subregión han experi-
mentado niveles elevados de violencia que no disminuyeron durante 
la negociación ni después de la firma del Acuerdo de Paz.

En segundo lugar, se observa un aumento de la violencia a partir 
de la firma del Acuerdo de Paz: los seis municipios del Bajo Cauca re-
gistraron un incremento continuo en la violencia homicida desde 2016, 
con una ligera reducción en 2021 —salvo el caso de Nechí. Este pano-
rama muestra que la región no experimentó un alivio tras el Acuerdo 
de Paz; por el contrario, municipios como Cáceres y Tarazá sufrieron 
un aumento desmedido de la violencia, lo cual impidió que la pobla-
ción percibiera beneficios tangibles derivados de la desmovilización de 
las Farc-EP. Como lo expresa una habitante de la región: “creo que los 
acuerdos de paz, desde el 2016, antes han aumentado en Bajo Cauca 
mucho más la violencia(sic), entonces a veces es inexplicable que diga 
se firmó la paz pero acá eso no se ha visto” (Entrevista anónima 3, co-
municación personal, 30 de junio de 2023).
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Figura 18. Tasa de homicidios en el Bajo Cauca

Fuente: Policía Nacional (s. f.), información consultada de siedco en 2023.

Ante este panorama, ¿cómo se puede explicar el aumento de la violen-
cia en esta región? Y, además, ¿qué hizo —o dejó de hacer— el Estado, 
para que esta situación se consolidara? A partir de la teoría plantea-
da en capítulos anteriores, se abordan elementos que pueden aportar 
claves explicativas sobre las dinámicas de la violencia en el periodo 
del posconflicto en Colombia. 

La reconfiguración poblacional del Bajo Cauca

La población del Bajo Cauca ha estado fuertemente influenciada por 
las culturas antioqueña y costeña, lo cual ha moldeado sus prácticas 
culturales y sus formas de relacionamiento comunitario. Además, en la 
región habitan pueblos indígenas como los Senú (presentes en Cáceres, 
El Bagre y Zaragoza), los Embera Chamí (en Cáceres) y los Embera 
Katío (en El Bagre y Tarazá), así como comunidades afrodescendien-
tes (Universidad de Antioquia, 2020, p. 3). Aunque buena parte de la 
población se encuentra en las cabeceras municipales, existen dispari-
dades entre los seis municipios. Por ejemplo, mientras que en Caucasia 
el 80 % de la población vive en zonas urbanas, en Cáceres solo lo hace 
el 23.1 % (Cámara de Comercio de Medellín para Antioquia, 2019). 



155

La configuración y reconfiguración poblacional de la región ha es-
tado determinada por dos factores principales: los intereses económicos 
y las dinámicas del conflicto armado. Los primeros fueron decisivos 
para el asentamiento poblacional durante el siglo xx, especialmente 
en relación con la hacienda ganadera (Gómez Cardona et ál., 2008) 
y la minería. Estas economías estuvieron fuertemente vinculadas con 
los procesos de colonización. Por ejemplo, a mediados del siglo xix, la 
producción minera facilitó la adquisición de tierras entre Yarumal y el 
Bajo Cauca, proceso que se articuló con la llegada de ganado desde 
el departamento de Bolívar, lo que impulsó la instalación de haciendas 
ganaderas (Ocampo, 1986, p. 12). 

En el Bajo Cauca, la minería ha tenido un papel preponderante en 
la economía regional y ha incidido en su configuración poblacional. 
Existen al menos tres formas de minería: a gran escala, mediana esca-
la y artesanal. Las dos primeras han estado a cargo de empresas na-
cionales y extranjeras, mientras que la minería artesanal ha sido una 
forma de inserción económica para la población local. El impacto de 
esta actividad es tal que, durante las décadas de 1980 y 1990, el muni-
cipio de El Bagre lideró la producción de oro en el departamento con 
un 26.7 % y 25.7 %, respectivamente. En los años ochenta, otros pro-
ductores importantes fueron Caucasia (15.32 %), Zaragoza (16.82 %), 
Segovia (14 %) y Nechí (14 %). En los noventa, destacaron “Segovia 
(16.64 %), Zaragoza (17.17 %) y Remedios (11.14 %). En el siglo xxi, 
El Bagre ha tenido una contribución promedio de 14.82 %, seguido por 
Tarazá con 10.19 %, Remedios con 11.15 % y Caucasia con 8.36 %” 
(Giraldo Ramírez y Muñoz Mora, 2012, p. 59).

Estas economías determinaron que la población estuviera estruc-
turada alrededor de grandes haciendas o de actividades artesanales 
que les permitieran subsistir ante la notoria falta de presencia y regu-
lación estatal. Tanto las economías legales como las ilegales incentiva-
ron la llegada de grupos armados, aunque no fueron el único factor47. 

47	 La región, además, es un corredor territorial estratégico, por donde estos gru-
pos pueden desplazarse desde el Catatumbo, en Norte de Santander, hasta el 
Urabá antioqueño (Fundación Ideas para la Paz, 2014). 
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Un habitante de Caucasia lo expresa así: “aquí las economías ilegales 
tienen un valor muy agregado. Nosotros aportamos el 30 % del oro 
nacional” (Entrevista anónima 2, comunicación personal, 29 de junio 
de 2023). Esto explica, por un lado, el interés de los grupos armados 
por ejercer el control territorial y poblacional en la región, y por otro, 
la manera en que estas estrategias han afectado la relación entre los 
ciudadanos, los grupos armados y las instituciones estatales. Un tes-
timonio lo ilustra:

Ellos [los grupos armados] terminan siendo un actor reconocido 

por las comunidades rurales porque están 24/7 allá, y su razona-

miento es innegable. Ellos empiezan a ganarse las comunidades, 

solucionan los conflictos. En algunos casos, también depende de 

las circunstancias del actor. En Cuturú, que es un corregimiento 

de Caucasia, capturan a un miembro de un grupo de los que an-

tes eran los Caparros, ahora son los del Bajo. Es el tío de “San 

Miguel”, quien da la orden de que toda la población salga a dónde 

tenían detenido a su tío a decir que él era miembro de la comuni-

dad y que no era ningún bandido. (Entrevista anónima 2, comu-

nicación personal, 29 de junio de 2023) 

La población ha estado sujeta, antes y después del conflicto armado, 
a las disputas entre grupos armados, lo que ha moldeado sus formas 
de relacionamiento y organización social. Estas dinámicas han impac-
tado la vida comunitaria; así lo expresa una habitante:

Después de los Acuerdos de Paz, créeme que yo tengo una percep-

ción de que cuando acaba la guerra todo va a mejorar, pero acá 

la violencia ha aumentado, acá nada ha cambiado después de los 

acuerdos por mucho que hemos trabajado desde lo social. Siempre 

hemos vivido en guerra, en conflicto, estigmatizados. Yo dije que 

con el Acuerdo de Paz mi Bajo Cauca iba a poder reír de manera 

positiva y dejar de ser esa región estigmatizada de que somos los 

violentos. Yo pensé que iba a haber una paz en armonía. (Entrevista 

anónima 3, comunicación personal, 30 de junio de 2023)

Estas expresiones de control territorial, que afectaron a la población an-
tes de la firma del Acuerdo de Paz de 2016 y que también se mantienen 
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años después, han sido determinantes para la vida colectiva. La mane-
ra en que los grupos armados han direccionado las formas de acción 
comunitaria se refleja en prácticas cotidianas, como lo indican algu-
nos testimonios: 

Estos grupos operan como una administración más. Ellos te di-

cen cuándo puedes abrir los establecimientos y cuándo no, si te 

peleas con tu vecino tienes que pagar una multa de 500 000 pe-

sos, o de un millón de pesos. Los fines de semana tienes que salir 

a barrer las calles; por ejemplo, en Puerto Bélgica pasa eso. Ahí 

los fines de semana obligan a la gente a barrer las calles y quien 

no lo hace tiene una multa. En Guarumo te decían cuándo abrir y 

cuándo cerrar durante el paro minero. Hoy en día en la zona sur, 

hay una zona demasiado compleja, porque sigue habiendo com-

bates. La situación es crítica porque está limitando la entrada y 

salida de víveres; hay confinamiento. (Entrevista anónima 1, co-

municación personal, 29 de junio de 2023)

Se ha visto confinamiento y restricciones en algunas comunidades; 

no tienen libertad para movilizarse. Tengo entendido que en algu-

nas veredas deben pedir permiso para poder salir. Inciden en al-

gunas formas más eficientemente que las instituciones. (Entrevista 

personal 4, comunicación personal, 30 de junio de 2023)

El impacto sobre las formas de relacionamiento poblacional también 
ha estado marcado por el desplazamiento forzado, no solo producto 
del conflicto armado, sino también por la implementación de proyec-
tos de infraestructura que han afectado directamente a los municipios 
de la región. Como lo señala un habitante: 

En el municipio de Cáceres, el flagelo de la violencia se incremen-

tó, y sumado a eso, un proyecto llamado Hidroituango sacó de 

nuestro municipio el 30 % o 35 % de gente desplazada y no ha 

retornado. Perdimos buena parte de la población (Entrevista per-

sonal 4, comunicación personal, 30 de junio de 2023). 

Además, las dinámicas de violencia siguen expulsando a la población 
de sus territorios: 
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Por ejemplo, en El Bagre hubo una incursión de unos 200 hom-

bres de las disidencias, y entonces el ejército colombiano entró a 

patrullar en Puerto Claver. En este escenario muchas comunidades 

sintieron mucho temor y se desplazaron, a sabiendas a que tal vez 

[sic] iba a explotar un conflicto con estos grupos. Luego, al salir 

el ejército, las agc entran al territorio y comienzan los homici-

dios, eliminando al enemigo. Entonces ves la disputa territorial. 

(Entrevista anónima 2, comunicación personal, 29 de junio de 2023)

Las afectaciones sufridas han generado la percepción de que la firma del 
Acuerdo de Paz de 2016 no transformó la realidad en la región: “en el 
Bajo Cauca, en Tarazá por lo menos, hace poco, [hubo] jóvenes de 14 
años sacados de sus casas. El flagelo nos sigue azotando” (Entrevista 
anónima 4, comunicación personal, 30 de junio de 2023). Por el contra-
rio, muchos habitantes identifican impactos y formas de victimización 
que contradicen las expectativas que se habían construido en torno 
a la implementación del acuerdo. Como lo expresa una pobladora:

Después de los Acuerdos de Paz, créeme que yo tengo una percep-

ción de que cuando acaba la guerra todo va a mejorar, pero acá 

la violencia ha aumentado, acá nada ha cambiado después de los 

acuerdos por mucho que hemos trabajado desde lo social. Siempre 

hemos vivido en guerra, en conflicto, estigmatizados (Entrevista 

anónima 3, comunicación personal, 30 de junio de 2023).

Las dinámicas del posconflicto han estado determinadas por las for-
mas en que los grupos armados se han relacionado con la población. 
La regulación de la vida social y comunitaria en el Bajo Cauca ha es-
tado orientada por los intereses de estos actores armados, quienes han 
intervenido activamente en la cotidianidad de las comunidades. Por 
su parte, el Estado aparece ausente en los relatos de los habitantes, 
ya que tanto antes como después de la firma del Acuerdo de Paz, los 
principales referentes de orden, control y coerción han sido los acto-
res armados hegemónicos.
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Las experiencias de la violencia en la guerra

La violencia ha marcado profundamente al Bajo Cauca. Como se ha 
sostenido, la región ha experimentado el accionar de múltiples actores 
armados desde la década de 1970. Tanto las guerrillas como los grupos 
paramilitares orientaron sus esfuerzos hacia el control del territorio y 
de la población. Cada actor armado tuvo motivaciones distintas para 
establecerse en la zona: el epl la identificó como una región estratégi-
ca para consolidar un corredor entre las montañas de Antioquia y el 
Urabá; el eln, en el marco de sus reivindicaciones nacionales, desta-
có el potencial minero de la región por su producción aurífera; y las 
Farc ingresaron como parte de su proyecto de expansión territorial 
(Fundación Ideas para la Paz, 2014, p. 15). 

En medio de esta presencia guerrillera, los grupos paramilitares in-
cursionaron hacia mediados de la década de 1990, dando lugar a una 
intensa disputa territorial entre el Bloque Mineros y el Bloque Central 
Bolívar. Esta confrontación condujo a un repliegue estratégico de las 
guerrillas y al posterior control del territorio por parte de los bloques 
adscritos a las Autodefensas Unidas de Colombia (auc). Si bien este 
dominio no estuvo exento de enfrentamientos armados, comenzó a 
debilitarse con el proceso de desmovilización de las auc entre 2005 y 
2006. Sin embargo, para los habitantes de la región, dicha desmoviliza-
ción no significó el fin del paramilitarismo: “Cuando hubo el acuerdo 
de Ralito, eso también fue un teatro. Dejaron las armas el paramili-
tarismo de ese momento, y luego crearon un nuevo paramilitarismo 
¿quién era Otoniel? Solo hubo un cambio de estructuras” (Entrevista 
anónima 1, comunicación personal, 29 de junio de 2023). 

En otras palabras, para los habitantes de la región, la desmovili-
zación paramilitar no significó el inicio de un escenario de paz, sino 
la reconfiguración de las estructuras armadas existentes. Se produjo lo 
que muchos perciben como un reciclaje de los grupos, los cuales fueron 
posteriormente denominados por el gobierno colombiano como ban-
das criminales. Entre las de mayor impacto en la zona se encuentran 
los Paisas y los Rastrojos, ambas conformadas principalmente por ex-
integrantes del antiguo Bloque Mineros (Fundación Ideas para la Paz, 
2014, p. 31). En consecuencia, la experiencia de la violencia para la 

Capítulo 4. El posconflicto colombiano: las transformaciones  
de la violencia luego de los acuerdos



160

Y al final solo hubo más violencia

población bajocaucana ha sido la de un continuum, en el cual la victi-
mización no ha cesado. Los cambios observados no han estado tanto 
en los repertorios de violencia como en su intensidad. 

Ya hoy en día han aprendido de sus historias pasadas, ya hoy no 

es tan habitual el tema de las masacres. Antes las masacres eran 

una cosa desbordada. Hoy existen, pero no como en ese grado 

tan agudo como el de los años noventa y en la primera década 

de 2000. Hoy no son tan ostentosos los paramilitares y los nar-

cotraficantes, son más recatados y… no sé, ha sido de pronto esa 

evolución. Persuaden para que la cosa no salga tanto a la luz pú-

blica; por ejemplo, en estos momentos, el accionar del Clan del 

Golfo ha ido tomándose los territorios gradualmente. En el caso 

de Cáceres, primero estaban en la zona norte y existía en aquel 

momento los Caparros, una subestructura del mismo Clan que se 

rebeló. Cuando ya ellos se hacen del territorio se van hacia el sur, 

por eso es tan conflictivo. Un territorio que tampoco estaba va-

cío, porque había presencia del eln, de las disidencias de las Farc. 

(Entrevista anónima 1, comunicación personal, 29 de junio de 2023)

La persistencia de la violencia es percibida, además, como resultado 
de las disputas por el control de las rentas criminales. Para muchas 
personas, los grupos armados actuales carecen de un discurso políti-
co que justifique su accionar. Cuando existe algún tipo de enunciado 
ideológico, este es visto como una estrategia para legitimar prácticas 
violentas que responden, en realidad, a fines económicos.

Es la misma violencia, en algunos casos es más aterradora que 

en otros momentos. Pero hablando de discurso, en este momento 

no hay ninguno, pese a que las agc emiten comunicados, lo que 

vemos en territorios es violencia por violencia. Control del terri-

torio y control de las economías ilegales. En esa disputa, ahí cae 

todo el mundo. (Entrevista anónima 2, comunicación personal, 

29 de junio de 2023)

Debido a las dinámicas de la violencia que ha atravesado el Bajo Cauca, 
para gran parte de su población resulta más significativo el proceso de 
desmovilización paramilitar que la firma del Acuerdo de Paz de 2016. 
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Esta percepción se sustenta, al menos, en dos razones fundamentales. 
En primer lugar, los grupos paramilitares constituyeron durante décadas 
el actor armado hegemónico en la región, desplazando a las guerrillas 
no solo del territorio, sino también del vínculo con las comunidades. 
La desmovilización de las auc cobró, por tanto, una importancia cen-
tral, ya que implicó el desmonte de las estructuras armadas que ha-
bían controlado históricamente los seis municipios del Bajo Cauca, 
así como el inicio de su reconfiguración bajo nuevas denominaciones, 
algunas de ellas aún activas. En segundo lugar, los efectos del poscon-
flicto en la región han sido diferenciados. Aunque el Acuerdo de Paz 
de 2016 significó la disolución formal de las Farc y generó un debate 
sobre la persistencia del conflicto armado en el país, en el Bajo Cauca 
no se experimentó una disminución significativa de la violencia. Esto 
se debe a que el actor hegemónico en la zona no era esta guerrilla, sino 
estructuras armadas hoy denominadas como grupos armados orga-
nizados. Por lo tanto, para los habitantes, la violencia no cesó tras la 
firma del Acuerdo: 

Acá no [disminuyó] tanto [la violencia] en el norte, porque la pre-

sencia de las guerrillas ha sido muy mermada desde el movimiento 

paramilitar. Ya tomado el control de esos espacios, estos lugares 

no estaban copados de guerrilla. Sí tenemos una guerrilla en al sur 

del municipio, que es el eln, pero si usted le pregunta a alguien 

en Caucasia [si] ha visto un guerrillero alguna vez, le dice: no, yo 

nunca he visto un guerrillero. (Entrevista anónima 1, comunica-

ción personal, 29 de junio de 2023)

El panorama de la violencia en los municipios del Bajo Cauca después 
de 2016 presenta notorias similitudes con las formas violentas desple-
gadas durante las etapas más intensas del conflicto armado. Esta con-
tinuidad es percibida por la población como un hecho evidente, dado 
que los grupos armados que actualmente operan en la región no fue-
ron impactados por el Acuerdo de Paz. Por el contrario, han reforzado 
su control territorial y poblacional mediante repertorios de violencia 
que remiten directamente a los empleados en la primera década del 
siglo xxi, lo que pone en entredicho la idea de una transición efectiva 
hacia el posconflicto en esta zona del país. 
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Ajustes institucionales del Estado en el Bajo Cauca

El Acuerdo de Paz de 2016 dispuso una nueva institucionalidad estatal 
para la implementación de los seis puntos que lo componen48, la cual 
debía transformar las condiciones territoriales de los municipios más 
afectados por el conflicto armado. Uno de sus propósitos centrales era 
superar las condiciones estructurales que desencadenaron la violencia, 
por lo que se consideraba necesario intervenir en zonas —especialmen-
te rurales— con el fin de propiciar transformaciones en las condicio-
nes de vida comunitaria. Sin embargo, al dialogar con los habitantes 
de la región, una reflexión recurrente es la siguiente: 

Lamentablemente da risa para no llorar, pero realmente el Estado 

no se vio. En algunos sectores se vio con algunas ayuditas, que 

no es lo que la comunidad colombiana necesita. Se necesita una 

ayuda que se refleje, que una comunidad comience a vivir en unas 

condiciones mejores. (Entrevista anónima 4, comunicación perso-

nal, 30 de junio 2023) 

Muchas de las observaciones en relación con las actuaciones del Estado 
tras la firma del acuerdo giran en torno a la falta de regularidad en 
su presencia. En otras palabras, si bien no se desconoce que, de ma-
nera paulatina, algunas instituciones estatales han procurado realizar 
acciones en la región, también se resalta que dichas acciones no han 
sido suficientes, dado que las necesidades poblacionales y territoriales 
las superan ampliamente. Además, la falta de constancia en estas in-
tervenciones refuerza la percepción de abandono. En palabras de un 
habitante:

El Estado dice “llegamos a territorio”, pero para mí el Estado no 

ha llegado a territorio. A mí a veces me preguntan si el Estado 

48	 Para ampliar la información sobre la institucionalidad derivada del Acuerdo de 
Paz de 2016, se puede consultar: Transparencia por Colombia (2020), Arquitectura 
institucional y fuentes de financiación del Acuerdo Final de Paz. https://trans-
parenciacolombia.org.co/Documentos/Publicaciones/cuidado-paz/cauca/
Arquitectura_institucional_fuentes_financiacion_acuerdo_final_paz.pdf 
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ha ayudado, y sí, yo sé que ha ayudado a sacar proyectos adelan-

te, pero esos proyectos nunca se tienen en cuenta realmente y se 

quedan en un papel. Llegan a las cabeceras municipales y hacen 

como ellos quieren, toman fotos, asistencia para mostrar que sí 

entregaron los beneficios. (Entrevista anónima 4, comunicación 

personal, 30 de junio de 2023) 

La región del Bajo Cauca hace parte de los Programas de Desarrollo con 
Enfoque Territorial (pdet), los cuales constituyen un instrumento de 
planificación y gestión orientado a implementar, de manera prioritaria, 
planes sectoriales y programas en el marco de la Reforma Rural Integral 
(rri) y otras medidas contempladas en el Acuerdo Final (Decreto 893 
de 2017, Colom.). Así, a través de las disposiciones del Acuerdo, la 
región fue priorizada para ejecutar proyectos destinados a superar 
condiciones de vulnerabilidad y exclusión. No obstante, al indagar 
sobre los posibles beneficios de dicha implementación, la percepción 
entre los habitantes sigue siendo crítica: 

El Estado engloba [lo] nacional, departamental, municipal e ins-

tancias locales. [En]Caucasia uno piensa que van a venir [sic] a 

mejorar la institucionalidad, vienen y se van, y los procesos que-

dan a medias. Cuando uno pide unas vías terciarias y vemos que 

el campesino no tiene dónde cultivar. Los vemos muy lejanos. 

(Entrevista anónima 3, comunicación personal, 30 de junio de 2023)

Incluso, para algunas personas, las acciones del Estado en los últi-
mos años no han respondido tanto a la implementación del Acuerdo 
de paz como a presiones sociales ejercidas en la región. Por ejemplo, 
en abril de 2023 tuvo lugar un paro minero que duró poco más de un 
mes. Este fue resultado de acciones estatales contra la minería artesa-
nal que afectaron las fuentes de subsistencia de buena parte de la po-
blación. El paro, además de generar pérdidas económicas, provocó el 
confinamiento de comunidades enteras, lo que incrementó la presión 
sobre el Gobierno nacional. Lo significativo de esta forma de movi-
lización es que, para algunos pobladores, la protesta fue más efecti-
va que el Acuerdo de Paz para lograr acciones gubernamentales: “El 
Estado llegó, está llegando, no gracias al acuerdo, sino gracias al paro 
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minero. Pero luego de la firma estábamos igual, no pasó nada. Había 
temores que terminaron siendo verdades. Se van unos, pero comen-
zaron a llegar otros” (Entrevista anónima 2, comunicación personal, 
29 de junio de 2023).

Para los pobladores, la incapacidad del Estado para hacer presen-
cia efectiva en el territorio después de 2016 es una de las razones por 
las cuales la violencia no ha disminuido. La presencia institucional ha 
sido fragmentada y se ha enfrentado a poderes violentos de facto que, 
como se ha visto, regulan la vida social en los municipios. Las expre-
siones de estatalidad han tenido que competir con estructuras arma-
das profundamente arraigadas, que, mediante el uso de la violencia, 
han logrado ejercer control sobre la población. En este sentido, un 
habitante señala: 

Esa guerrilla tenía tanto poder que era amo [sic] y señor de tantos 

territorios que uno se pregunta ¿cómo llega la nación a ocupar 

esos territorios? Y en la realidad ese vacío se llena con otro [gru-

po]. El Estado no tuvo, o no ha tenido, la capacidad de llenar esos 

espacios donde están esos actores armados. Lo que vemos aquí 

es una mutación y un cambio del líder de esos territorios. Líderes 

de la ilegalidad. (Entrevista anónima 1, comunicación personal, 

29 de junio de 2023)

Las experiencias del Estado siguen siendo lejanas para buena parte de 
la población. Aunque el territorio ha sido priorizado en el marco del 
Acuerdo de Paz, la presencia estatal continúa percibiéndose como di-
fusa, en tanto no ha cumplido las expectativas depositadas en dicho 
proceso. Además, el control territorial ejercido por grupos armados 
ha obligado al Estado a competir no solo en el ámbito de la seguri-
dad, sino también en la regulación de la vida social del Bajo Cauca.

Competencias armadas luego de la guerra

La violencia no ha cesado en el Bajo Cauca tras la firma del Acuerdo 
de Paz en 2016. La disputa por el control armado del territorio, de la 
población y de las economías —tanto legales como ilegales— ha lle-
vado a que los grupos armados desplieguen una serie de repertorios 
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de violencia, los cuales se han intensificado a partir de 2017. Por ejem-
plo, en relación con los cultivos de hoja de coca, los municipios que 
presentaron mayor incremento fueron Tarazá y Cáceres, mientras que 
El Bagre, Nechí y Zaragoza —que habían sido considerados territo-
rios libres de estos cultivos— volvieron a registrar aumentos (Valencia 
Agudelo, 2017, p. 97). Así, las estrategias desplegadas por los grupos 
armados se orientaron a garantizar corredores de tránsito para las eco-
nomías ilegales, entre las cuales la subcontratación fue una de las me-
didas adoptadas. El Clan del Golfo, organización que ha mantenido 
el dominio territorial antes y después de 2016, subcontrató a grupos 
como los Pachelly, los Caparros y los Paisas para extender su presencia 
en los seis municipios (Valencia Agudelo, 2017, p. 85). Esta dinámica 
es descrita por los propios habitantes de la región: 

Los espacios que ellos [las guerrillas] ocupaban fueron disputa-

dos a sangre y fuego por otros actores, sobre todo paramilitares. 

Hubo picos de violencia altos. El Clan del Golfo disputándose 

esos territorios, todavía están en eso, de hecho, antes o después 

de la firma siempre ha sido disputado. Los actores cambian, pero 

todos quieren tener control del territorio. (Entrevista anónima 2, 

comunicación personal, 29 de junio de 2023)

Los territorios del Bajo Cauca han estado inmersos en lógicas de dis-
puta que han impactado directamente los niveles de violencia munici-
pal. Por esta razón, la firma del Acuerdo de Paz no se tradujo en una 
disminución de homicidios. Por el contrario, generó dos dinámicas. 
La primera fue la fragmentación y aparición de nuevos grupos arma-
dos, como las disidencias49 de las Farc, que comenzaron a disputar 
territorios a lo largo y ancho del país. En palabras de un habitante:

Las Farc se dividieron en 2 o 3 subgrupos, pero las auc en más, 

que Rastrojos, Caparros, los de Abajo, los Costeños. Entonces 

49	 Al hablar de disidencias, se hace referencia a aquellas facciones de las Farc-EP 
que se apartaron de la organización guerrillera antes de la firma del Acuerdo 
de Paz. En esta categoría se incluyen los grupos comandados por Gentil Duarte 
e Iván Mordisco.

Capítulo 4. El posconflicto colombiano: las transformaciones  
de la violencia luego de los acuerdos



166

Y al final solo hubo más violencia

mira que el cambio que esperábamos era vivir diferente, sin zo-

zobra, sin miedo con nuestros hijos, con nuestros ancianos. Pero 

aún hoy por hoy todo continúa. (Entrevista anónima 4, comuni-

cación personal, 30 de junio de 2023)

Para la población bajocaucana esto no fue una sorpresa. Como se ob-
serva en el testimonio anterior, su referente inmediato fue la manera 
en que los grupos herederos del paramilitarismo se reconfiguraron y 
consolidaron su presencia en los municipios. Sin embargo, esta situa-
ción sí impactó las expectativas de paz que se habían generado tras la 
firma del acuerdo:

En lo que he visto desde que se firmó ese acuerdo en 2016, en el 

Bajo Cauca realmente el cambio que se ha visto no fue el indicado. 

¿Cuál fue el cambio que realmente se vio? Que del desmonte de un 

grupo se generaron dos grupos. Aparte de eso, vivimos con el fla-

gelo de otros grupos que vienen del gobierno de Uribe con las auc. 

(Entrevista anónima 4, comunicación personal, 30 de junio de 2023)

La segunda dinámica está relacionada con las disputas entre los gru-
pos armados presentes en la región, las cuales se intensificaron lue-
go de 2016. La figura 18 muestra que, para 2018, en el municipio de 
Tarazá hubo un aumento desmedido en la tasa de homicidios, como 
resultado de la confrontación entre el Clan del Golfo y los Caparros 
(Fundación Paz y Reconciliación, 2022). Ambas agrupaciones, que ha-
bían sido aliadas en años anteriores, protagonizaron una disputa te-
rritorial que elevó los índices de violencia a niveles incluso superiores 
a los registrados durante el conflicto armado. Esta situación no pasa 
inadvertida para la población: 

Los espacios que ellos ocupaban fueron disputados a sangre y 

fuego por otros actores, sobre todo paramilitares. Hubo picos de 

violencia altos. El Clan del Golfo disputándose esos territorios, 

todavía están en eso, de hecho, antes o después de la firma siem-

pre ha sido disputado. Los actores cambian, pero todos quieren 

tener control del territorio. (Entrevista anónima 2, comunicación 

personal, 29 de junio de 2023)
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Además, las competencias armadas no solo han sido protagonizadas 
por nuevos grupos, sino también por actores que han persistido a lo 
largo del tiempo, como la guerrilla del eln. Este grupo armado, pese 
a los distintos intentos de acercamiento para su desmovilización, ha 
permanecido inmerso en las lógicas de violencia. Aunque no tiene la 
misma presencia que el Clan del Golfo, ha protagonizado enfrenta-
mientos en el sur de la región, afectando las expectativas de paz de la 
población. Al respecto, se afirma:

Yo no sé lo que es vivir en paz, y en el Bajo Cauca no ha habido 

paz después del acuerdo. Hay una disputa territorial, [en] Tarazá y 

Valdivia ves al eln, en el otro lado del río a las agc, [en el] Bagre 

y Zaragoza. (Entrevista anónima 2, comunicación personal, 29 

de junio de 2023)

En definitiva, para el Bajo Cauca, los vacíos dejados por los grupos 
armados —tanto luego de la desmovilización de las auc como tras la 
firma del Acuerdo de Paz— se tradujeron en una reconfiguración de 
la violencia que no ha disminuido. Para los pobladores, la violencia 
ha aumentado e, incluso, los grupos armados han logrado ejercer ma-
yor control. La siguiente afirmación resume la percepción de un pos-
conflicto violento:

Siento que ha aumentado la violencia porque llegaron otros ac-

tores armados al territorio, a ocupar esos territorios que dejaron 

las Farc. Todo eso hizo que aumentara la violencia, porque fue 

un territorio que quedó solo por otros actores. Esto se trata de un 

reciclaje, unos se van, pero otros llegan. Acá operan todos los ac-

tores armados. (Entrevista anónima 3, comunicación personal, 30 

de junio de 2023)

Las competencias armadas ya habían elevado la violencia años antes 
de la firma del Acuerdo de Paz, pero esta tendencia se profundizó a 
partir de 2016. Las tasas de homicidio aumentaron significativamente, 
lo que implicó para las poblaciones una continuidad de la violencia. 
En términos generales, no se vivió una ruptura clara con las dinámi-
cas del conflicto; no hubo un antes y un después. La violencia, simple-
mente, no ha dado tregua al Bajo Cauca. 
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Un miedo pánico se extendió por todos los vericuetos de 

la sociedad guatemalteca, en especial entre los sectores más 

modestos, y unos excesos en la misma violencia que superaban 

todos los horrores precedentes.

Mario Vargas Llosa, Tiempos recios (2019)

La cita con la que inicia este apartado final refleja buena parte de la 
historia guatemalteca. Antes de la guerra, la violencia ya permeaba 

las relaciones políticas y sociales del país50; sin embargo, el conflicto 
armado la llevó a niveles sin precedentes, mediante prácticas que invo-
lucraron directamente a la población civil, afectaron gravemente a las 
comunidades —particularmente indígenas— y transformaron las re-
laciones entre la población y el Estado. Esta violencia, que se desplegó 
en todo el territorio nacional, no afectó por igual a todas las regiones: 
algunas fueron altamente impactadas por actores armados que ejer-
cieron una violencia letal extrema, mientras que en otras se recurrió a 
repertorios violentos distintos que implicaron la participación activa 
o forzada de las comunidades en las dinámicas del conflicto.

Al finalizar la guerra, cuando muchos guatemaltecos pensaban 
que las violencias quedarían atrás, el periodo del posconflicto trajo 
consigo un incremento significativo de las mismas. Esta nueva etapa 

50	 Para contextualizar los convulsionados años previos al inicio del conflicto 
armado en Guatemala, resulta pertinente remitirse a la novela de Tony Raful 
(2017), La rapsodia del crimen. Trujillo vs. Castillo Armas. 
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también estuvo marcada por diferencias territoriales: la violencia no 
aumentó de forma uniforme en todos los municipios del país, pues 
en algunos se mantuvo estable e incluso descendió en ciertos años. 
Algo similar ha ocurrido —y continúa ocurriendo— en Colombia. 
La firma del Acuerdo de Paz con las Farc no significó el fin de la vio-
lencia; por el contrario, como se ha analizado en este libro, en algu-
nas regiones esta aumentó de forma considerable, con la presencia 
de diversos grupos armados que regulan y controlan la vida cotidia-
na de las comunidades. 

La explicación de las dinámicas de la violencia en los periodos 
de posconflicto está relacionada con la manera en que diversos ele-
mentos se articulan en el marco de la re-construcción de la capaci-
dad estatal. Para comprender estar dinámicas, además de considerar 
cómo los Estados formulan acciones orientadas a dicha re-construc-
ción —generalmente desde el nivel nacional—, es necesario valorar, 
a nivel local, factores como la reconfiguración poblacional, las ex-
periencias vividas durante la guerra, los ajustes institucionales y la 
persistencia de competencias armadas. De esta manera, la violencia 
posterior al conflicto se entiende a partir de las particularidades tan-
to locales como nacionales, lo que se refleja en el aumento, la esta-
bilización o la disminución de los índices de violencia, incluso entre 
municipios de un mismo país. 

Este libro presenta, en el marco de las explicaciones sobre la vio-
lencia en los periodos de posconflicto, tres hallazgos relevantes. El pri-
mero se refiere a la forma en que se han concebido los periodos de 
posconflicto para su estudio. El segundo gira en torno a los elementos 
que deben ser considerados para explicar la violencia que emerge una 
vez superado el conflicto armado. El tercer hallazgo aborda la manera 
en que se desplegó la violencia durante la guerra, aspecto clave para 
comprender las diferencias territoriales en sus expresiones posterio-
res. A continuación, se desarrollan estos tres hallazgos centrales, los 
cuales permiten una comprensión más profunda de las violencias que 
emergen luego de las guerras.
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Acerca de los periodos de posconflicto

Al hablar de un periodo de posconflicto, en primer lugar, se hace re-
ferencia a un proceso que no necesariamente inicia con el fin de las 
confrontaciones armadas, como si se tratara de un punto cero a par-
tir del cual comienzan las reformas institucionales para enfrentar los 
años venideros. Por el contrario, encierra dinámicas que pueden ges-
tarse incluso antes del término formal de los conflictos. Se trata, por 
tanto, una categoría flexible, que permite ubicar las reformas institu-
cionales emprendidas por los Estados para transformar las realidades 
heredadas de la violencia armada y, con ello, garantizar la regulación 
del orden social a lo largo del territorio nacional. 

Un periodo de posconflicto comprende más elementos que aque-
llos formulados al momento de declarar el fin de una guerra, ya que 
puede incluir, como en los casos guatemalteco y colombiano, las ex-
periencias institucionales desarrolladas por los Estados en medio mis-
mo de las confrontaciones. Esto obliga a revisar las dinámicas y los 
arreglos institucionales desde una perspectiva de mayor alcance tem-
poral y territorial. 

Al hablar de la re-construcción de la capacidad estatal en un pe-
riodo de posconflicto, no basta con observar las formulaciones que 
implican reformas institucionales consignadas en planes nacionales, 
ya que hacen estas suelen responder a estrategias formales orienta-
das por una mirada homogénea de las condiciones que surgen tras el 
fin de la guerra. Por tanto, la re-construcción de capacidades también 
debe incluir los elementos locales en los que se manifiesta el relacio-
namiento entre las reformas institucionales, las prácticas territoriales 
y la manera en que estas responden a las expectativas generadas por la 
ciudadanía. En conjunto, se evidencia que, aunque las acciones estata-
les pueden incidir en la violencia que emerge en los posconflictos, no 
constituyen un factor explicativo único. La conjunción de elementos 
locales permite adentrarse en las complejas dinámicas de la relación 
entre las instituciones estatales y las poblaciones, así como en el im-
pacto que estas tienen sobre los índices de violencia. Esto justifica la 
necesidad de mantener un enfoque diferenciado frente a las particula-
ridades de la violencia, como se refleja en los casos de Chimaltenango 
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y la región del Bajo Cauca en Colombia —donde la violencia aumen-
tó tras la guerra—,en contraste con Totonicapán, donde se mantuvo 
en niveles relativamente bajos durante el posconflicto.

En segundo lugar, es importante señalar que un periodo de pos-
conflicto no es homogéneo, y las dinámicas que conlleva deben ser 
abordadas a partir de las particularidades locales. La noción de un 
posconflicto diferenciado permitió tomar distancia de posturas teóri-
cas (como las presentadas en el capítulo 1) que tienden a generalizar 
las condiciones de los Estados tras una guerra, asumiendo tenden-
cias nacionales que pretenden explicar realidades complejas, pero 
que con frecuencia omiten las especificidades territoriales. El análisis 
a escala municipal ofreció la posibilidad de examinar cómo se con-
jugan diversos elementos que configuran condiciones determinantes 
en la producción de violencia. Este enfoque facilita la comprensión 
de cómo las iniciativas estatales, formuladas con el propósito —al 
menos formal— de re-construir las instituciones, se despliegan de 
manera desigual en el territorio, adoptando distintos rumbos según 
las condiciones estructurales y emergentes que se presentan luego de 
los conflictos armados.

Los despliegues institucionales fueron analizados dentro de este 
marco de relaciones entre lo nacional y lo local. El caso guatemal-
teco mostró que las formulaciones emanadas desde la apertura de-
mocrática y los Acuerdos de Paz tuvieron una orientación nacional 
que, al momento de ser implementada, no contempló las particulari-
dades de los municipios. Esto generó tensiones en el relacionamiento 
social con la institucionalidad estatal. En consecuencia, las explica-
ciones sobre la violencia en los posconflictos deben considerar las 
tensiones derivadas de estos despliegues locales, ya que es a partir 
de dichas particularidades que se pueden inferir cambios en los ni-
veles de violencia, con posibles aumentos o disminuciones según el 
contexto territorial.
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Elementos que impactan en la 
violencia en los posconflictos

Además de la re-construcción de la capacidad estatal, es fundamen-
tal considerar la forma en que se articulan los cuatro elementos que 
conformaron la teoría planteada. El primer elemento hace referencia 
a la reconfiguración poblacional de un territorio. Las formas organi-
zativas con las que cuentan las poblaciones resultan determinantes en 
los periodos de posconflicto, especialmente al analizar la violencia y el 
relacionamiento con el Estado. En cuanto a la violencia, la evidencia 
mostró que, durante las guerras, las organizaciones comunales pueden 
convertirse en objetivos estratégicos de los grupos armados, los cua-
les despliegan diversos repertorios de acción para afectar la cohesión 
social e influir en las dinámicas comunitarias. 

Al ingresar en un periodo de posconflicto, los efectos de la violen-
cia de la guerra pesan considerablemente sobre la vida comunitaria, 
dejando huellas en la estructura social y en la organización de los terri-
torios. A nivel local, una vez finalizado el conflicto, las formas organi-
zativas robustas pueden desempeñar un papel clave en la contención de 
la violencia, gracias a las prácticas de regulación social comunal en las 
que participan activamente los pobladores, como ocurrió en el caso de 
Totonicapán. En cambio, formas débiles de relacionamiento comunal, 
donde prevalece la desconfianza ciudadana hacia el acatamiento del 
orden social, difícilmente pueden actuar como disuasoras de nuevas 
formas de violencia. Esto se traduce en rupturas sociales que favore-
cen la reproducción de mecanismos violentos para mediar las interac-
ciones comunitarias, como se evidenció en el caso de Chimaltenango.

La reconfiguración social también resulta clave en la relación con 
el Estado. En los municipios guatemaltecos se observó una profunda 
desconfianza hacia las iniciativas estatales tras el fin de la guerra, lo 
cual dificultó la recomposición de las relaciones entre los habitantes 
y unas instituciones estatales debilitadas por un conflicto de treinta 
años, además de marcadas por la participación de sus agentes en actos 
de violencia contra las comunidades. En los periodos de posconflicto 
confluyen las iniciativas del Estado y las reconfiguraciones sociales, 
lo que puede conducir tanto a la reconstrucción de los vínculos entre 
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población e instituciones, como a una profundización de la descon-
fianza. El grado de organización comunal se vuelve así un elemento 
clave: puede convertirse en una herramienta de regulación social que 
facilite la re-construcción de la relación con el Estado, o también en 
una alternativa para sustituir la regulación estatal si no se conside-
ran las particularidades locales expresadas por las poblaciones tras la 
guerra. En cualquier caso, el relacionamiento entre el Estado y la so-
ciedad es determinante en las dinámicas de violencia: entre mayores 
sean las posibilidades de re-construcción de esta relación, mayores se-
rán también las capacidades de los territorios para contener posibles 
amenazas violentas.

El segundo elemento abordado corresponde a las experiencias de 
la guerra. La manera en que las poblaciones vivieron el conflicto incide 
directamente en los procesos de re-construcción de la capacidad estatal, 
especialmente ante la desconfianza generada por el involucramiento 
de agentes estatales en actos de violencia durante el conflicto armado. 
Estas experiencias pueden llevar al debilitamiento de las formas co-
munales, instaurando inseguridades y desconfianzas que obstaculizan 
la recomposición de los vínculos tanto entre los propios pobladores 
como entre estos y las instituciones del Estado. 

La violencia de la guerra también puede arraigarse en el imagina-
rio colectivo de las poblaciones, lo que conduce a la construcción de 
interpretaciones en las que dicha violencia se concibe como parte de un 
continuum en la historia del Estado. En este marco, no se identifican 
rupturas claras entre los actores que despliegan la violencia, sino que se 
percibe una continuidad de las acciones violentas a lo largo del tiempo, 
como se evidencia en la región del Bajo Cauca. Así, la violencia en el 
posconflicto suele interpretarse como una prolongación de una histo-
ria violenta cuyas raíces anteceden a los propios conflictos armados, 
lo que dificulta un análisis que permita identificar las transformacio-
nes sufridas en términos de motivaciones, actores y objetivos. En con-
secuencia, las afectaciones de la guerra inciden en la manera como se 
leen las violencias en el posconflicto, dificultando la comprensión de 
amenazas emergentes y de nuevas configuraciones de violencia. 

El tercer elemento abordado se refiere a los ajustes institucio-
nales. Tal vez este sea el aspecto más claramente vinculado con la 
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re-construcción de la capacidad estatal, ya que remite directamente a 
las reformas y despliegues institucionales implementados en los territo-
rios. Estos ajustes incluyen tanto los procesos de rediseño institucional 
tras la superación del conflicto como las formas en que dichas trans-
formaciones llegan o no a las poblaciones. Por tanto, resultan deter-
minantes para explicar las dinámicas de la violencia, en la medida en 
que las reformas en materia de democratización, seguridad y justicia 
pueden contribuir a la restauración de las relaciones entre el Estado y 
la sociedad, así como a la prevención de amenazas latentes en los terri-
torios. La manera en que se ejecutan estos ajustes afecta directamente 
las dinámicas de violencia, ya que dichas acciones deben orientarse a 
la recuperación del vínculo con las comunidades, lo que permitiría de-
sarrollar respuestas legítimas para controlar las expresiones violentas. 

El último elemento considerado para explicar la violencia en el 
posconflicto es el de las competencias armadas. La relevancia de este 
factor radica en que, durante el posconflicto, el Estado se encuentra en 
un proceso de re-construcción de su capacidad reguladora del orden 
social, lo que implica responder eficazmente ante cualquier amenaza 
violenta que cuestione su autoridad. En el transcurso de este proceso, 
el Estado puede enfrentar dificultades para desactivar las competen-
cias armadas, lo que puede traducirse en la aparición de nuevas formas 
de violencia que comprometan su capacidad de acción y debiliten la 
re-construcción del vínculo con la sociedad. De este modo, las formas 
coercitivas del Estado pueden verse superadas por actores violentos 
que logran ejercer control sobre la población, minando la legitimidad 
y efectividad de las intervenciones institucionales frente a las expecta-
tivas de cambio surgidas tras la guerra.

Rastrear la presencia de grupos armados en el periodo posterior 
al conflicto permite valorar su impacto en las dinámicas de violencia 
del posconflicto, ya que estos actores constituyen una amenaza po-
tencial que puede debilitar tanto las acciones institucionales como la 
percepción ciudadana sobre las mismas. Además, estos grupos pueden 
experimentar transformaciones significativas en sus formas de actuar, 
ya que las motivaciones u objetivos que los guían pueden distanciar-
se de los que caracterizaron la guerra. Este aspecto resulta clave para 
comprender los cambios que eventualmente pueden producirse en 
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los repertorios de violencia. Por ejemplo, en Guatemala, buena parte 
de la violencia posterior al conflicto armado no estuvo directamente 
vinculada con las motivaciones políticas del pasado, lo que dio lugar 
a una modificación de los repertorios violentos dirigidos contra la po-
blación. Incluso se evidenciaron cambios en los espacios de operación, 
ya que los actores armados abandonaron zonas rurales y se trasladaron 
a entornos urbanos como parte de nuevas estrategias de cooptación 
territorial. En contraste, en el Bajo Cauca colombiano, los grupos ar-
mados que ejercen control sobre la vida social mantienen vínculos di-
rectos con las dinámicas del conflicto armado, particularmente con el 
proceso de desmovilización de las Autodefensas Unidas de Colombia 
entre 2005 y 2006.

Las dinámicas de la violencia luego de la guerra

Luego de este recorrido por las explicaciones teóricas, es importante 
señalar que, para abordar adecuadamente las dinámicas de la violen-
cia en el posconflicto no basta con un enfoque centrado exclusivamen-
te en la re-construcción de la capacidad estatal. Es necesario, además, 
considerar los elementos teóricos que se desarrollan en los territorios 
de un Estado y que inciden tanto en los procesos de re-construcción 
como en las propias dinámicas de la violencia. Es decir, un Estado pue-
de emprender reformas institucionales orientadas a regular el orden 
social después de la guerra, pero la manera en que estas se implemen-
tan, por sí sola, no es suficiente para explicar las dinámicas violentas. 
El análisis debe considerar cómo los territorios articulan una serie de 
factores que, en conjunto, determinan el aumento, la estabilidad o la 
disminución de la violencia.

En este sentido, para comprender las dinámicas de la violencia 
en los periodos de posconflicto, se requiere un enfoque analítico que 
contemple tanto elementos nacionales como locales, y que permita ex-
plicar cómo se configuran e interactúan dichos factores. Esta interac-
ción es la que, a largo plazo, definirá si la violencia se incrementa, se 
mantiene o se reduce. Incluso la re-construcción de la capacidad esta-
tal debe tener en cuenta las omisiones del propio Estado, ya que las 
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expectativas generadas por el fin de las acciones armadas influyen de 
manera decisiva en la forma en que se restablecen las relaciones entre 
la ciudadanía y las instituciones estatales, en el marco de los esfuerzos 
por regular la vida social.
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Anexo 1. Acuerdos de Paz en Guatemala
Acuerdos de paz - Guatemala

Nombre del Acuerdo Fecha Lugar Asunto general

Acuerdo global sobre 
derechos humanos 

29 de marzo 
de 1994

México

Reafirma la adhesión del Gobierno 
de Guatemala a los principios y 
normas orientadas a garantizar y 
proteger la plena observancia de 
los derechos humanos, así como 
su voluntad política de hacerlos 
respetar. 

Además, compromete al 
Estado a continuar impulsando 
todas aquellas medidas destinadas 
a promover y perfeccionar 
las normas y mecanismos de 
protección de los derechos 
humanos. 

Acuerdo para el 
reasentamiento de 
las comunidades 
desarraigadas por el 
conflicto armado

17 de junio 
de 1994

Oslo

Establece el compromiso de 
contribuir de manera constructiva, 
junto con el resto de la sociedad 
guatemalteca, a una solución 
duradera que facilite el proceso 
de reasentamiento de la población 
desarraigada, en un marco de 
justicia social, democratización 
y desarrollo nacional sostenible, 
sustentable y equitativo.
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Acuerdos de paz - Guatemala

Nombre del Acuerdo Fecha Lugar Asunto general

Acuerdo sobre el 
establecimiento de 
la comisión para 
el esclarecimiento 
histórico de las 
violaciones a los 
derechos humanos y 
los hechos de violencia 
que han causado 
sufrimientos a la 
población guatemalteca 

23 de junio 
de 1994

Oslo

Tiene como objetivo esclarecer, 
con objetividad, equidad e 
imparcialidad, las violaciones a los 
derechos humanos y los hechos de 
violencia que causaron sufrimiento 
a la población guatemalteca en el 
marco del conflicto armado. 

Acuerdo sobre el 
definitivo cese al fuego

4 de 
diciembre 
de 1994

Oslo

Establece el cese total de las 
acciones insurgentes por parte de 
las unidades de la urng, así como 
de las acciones contrainsurgentes 
por parte del Ejército de 
Guatemala.

Acuerdo sobre 
identidad y derechos de 
los pueblos indígenas 

31 de marzo 
de 1995

México

Reconoce que la identidad de los 
pueblos indígenas es fundamental 
para la construcción de la unidad 
nacional, basada en el respeto 
y ejercicio de los derechos 
políticos, culturales, económicos 
y espirituales de todos los 
guatemaltecos. 

Acuerdo sobre aspectos 
socioeconómicos y 
situación agraria

6 de mayo 
de 1996

México

Establece que, para profundizar 
una democracia real, funcional 
y participativa, el proceso de 
desarrollo económico y social 
debe ser democrático e inclusivo. 
Plantea tres ejes: a) la concertación 
y el diálogo entre los agentes del 
desarrollo socioeconómico; b) la 
articulación de estos actores con 
las instancias del Estado para 
formular y aplicar estrategias de 
desarrollo; y c) la participación 
efectiva de la ciudadanía en la 
identificación, priorización y 
solución de sus necesidades. 
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Acuerdos de paz - Guatemala

Nombre del Acuerdo Fecha Lugar Asunto general

Acuerdo sobre el 
fortalecimiento del 
poder civil y función 
del ejército en una 
sociedad democrática 

19 de 
septiembre 
de 1996

México

Subraya la importancia de 
fortalecer el poder civil como 
expresión de la voluntad 
ciudadana, a través del ejercicio 
de los derechos políticos, la 
consolidación de la función 
legislativa, la reforma judicial y la 
garantía de seguridad ciudadana. 
En este contexto, se redefine 
la función del Ejército, cuya 
responsabilidad principal será la 
defensa de la soberanía nacional y 
la integridad territorial dentro de 
un marco democrático. 

Acuerdo sobre 
reformas 
constitucionales y 
régimen electoral

7 de 
diciembre 
de 1996

Suecia

Establece que las reformas 
constitucionales contribuirán 
a la estabilidad política, al 
fortalecimiento del poder civil 
y a la redefinición acordada de 
las funciones del Ejército, en una 
nueva etapa para el país.

Acuerdo sobre bases 
para la incorporación 
de la Unidad 
Revolucionaria 
Nacional Guatemalteca 
a la legalidad

12 de 
diciembre 
de 1996

España

Define el proceso mediante el 
cual los miembros de la urng 
se integrarán a la vida política, 
económica, social y cultural, en 
un marco de dignidad, seguridad, 
garantías jurídicas y pleno 
ejercicio de sus derechos y deberes 
ciudadanos.

Acuerdo sobre el 
cronograma para 
la implementación, 
cumplimiento y 
verificación de los 
acuerdos de paz

29 de 
diciembre 
de 1996

Guatemala

Presenta una guía para 
calendarizar la implementación 
de los compromisos contenidos 
en los acuerdos de paz, asegurando 
su cumplimiento progresivo y 
verificable.
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Acuerdos de paz - Guatemala

Nombre del Acuerdo Fecha Lugar Asunto general

Acuerdo de paz firme y 
duradera

29 de 
diciembre 
de 1996

Guatemala

Los acuerdos de paz representan 
consensos de carácter nacional, 
avalados por los distintos sectores 
representados en la Asamblea 
de la Sociedad Civil, así como 
por actores externos a ella. 
Su cumplimiento progresivo 
debe responder a las legítimas 
aspiraciones del pueblo 
guatemalteco y, al mismo tiempo, 
convocar a la unión de esfuerzos de 
todos los sectores en torno a estos 
objetivos comunes.

Fuente: elaboración propia, con base en Universidad Rafael Landívar y Misión de Verificación 
de las Naciones Unidas (Minugua) (1997).
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Anexo 2. Justicia en los Acuerdos de Paz
Organismo Judicial

Reformas legales

Carrera judicial Establecimiento de la carrera judicial.

Servicio público de 
defensa penal

Creación del servicio público de defensa 
penal para proveer asistencia jurídica a la 
ciudadanía.

Código Penal

Reforma del Código Penal para permitir 
la persecución efectiva de delitos con alto 
impacto social, considerando además la 
diversidad cultural del país.

Iniciativas 
y medidas 
administrativas

Asignación de mayores recursos para la modernización del sistema 
judicial y su expansión en el interior del país.

Implementación de un sistema de justicia multilingüe.

Comisión de 
Fortalecimiento de 
la Justicia

Modernización

Separación de funciones entre el Organismo 
Judicial y el Ministerio Público. 

Distribución adecuada de los recursos 
públicos.

Acceso a la justicia

Inclusión de las formas propias de 
administración de justicia de los pueblos 
indígenas.

Creación de defensorías indígenas y bufetes 
populares de asistencia jurídica gratuita para 
personas de bajos recursos económicos en 
las municipalidades con población indígena 
mayoritaria.

Agilización
Promoción de la oralidad en los procesos 
judiciales y reconocimiento de mecanismos 
alternativos de resolución de conflictos.

Excelencia profesional
Implementación de procesos meritocráticos y 
fortalecimiento de las escuelas de formación 
judicial.

Actores no estatales 
Inclusión de instituciones no estatales que 
colaboren con el sistema de justicia.

Fuente: elaboración propia, con base en Universidad Rafael Landívar y Misión de Verificación 
de las Naciones Unidas (Minugua) (1997).
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Anexo 3. Seguridad en los Acuerdos de Paz
Reformas de seguridad

Enfoque de 
seguridad

Agenda de 
seguridad

Respeto a los derechos humanos y al carácter 
multiétnico de Guatemala.

Seguridad ciudadana y seguridad del Estado.

Consejo Asesor de Seguridad para una seguridad 
integral.

Fin del conflicto

Desarticulación de los Comités Voluntarios de Defensa 
Civil.

Disolución de la policía militar ambulante.

Reducción del 33 % de los efectivos del Ejército durante 
1997.

Fuerzas de 
seguridad

Policía Nacional 
Civil

Orden público y seguridad interna.

Único cuerpo policial armado con competencia nacional.

Nueva Ley de Orden Público.

Está sujeta al Ministerio de Gobierno.

Regular alcance y funcionamiento de empresas privadas 
de seguridad.

Ejército

Defensa de la soberanía del país y la integridad del 
territorio.

Apolítico, obediente y no deliberante.

Nueva doctrina orientada al respeto de la Constitución 
Política de la República, a los derechos humanos y a los 
instrumentos internacionales ratificados.

Organismos 
de seguridad

Organismos de 
inteligencia 

Creación de un Departamento de inteligencia civil y 
análisis de información que dependerá del Ministerio de 
Gobernación.

La Secretaría de análisis estratégico, la Dirección de 
Inteligencia del Estado Mayor de la Defensa Nacional 
y el Departamento de Inteligencia Civil y Análisis de 
Información del Ministerio de Gobernación respetarán 
estrictamente la separación entre funciones de 
inteligencia.

Fuente: elaboración propia, con base en Universidad Rafael Landívar y Misión de Verificación 
de las Naciones Unidas (Minugua) (1997).
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Anexo 4. Democratización en los Acuerdos de Paz
Reformas dirigidas a la democratización

Elecciones 
democráticas

Acuerdo sobre identidad 
y derechos de los pueblos 
indígenas

Institucionalizar la participación de los 
pueblos indígenas en los niveles local, 
regional y nacional.

Creación de la Defensoría de la Mujer 
Indígena y promover la divulgación y el 
fiel cumplimiento de la Convención Sobre 
la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación Contra la Mujer.

Acuerdo sobre reformas 
constitucionales y régimen 
electoral

Creación de la Comisión de Reforma 
Electoral.

Participación 
política 

Acuerdo sobre identidad 
y derechos de los pueblos 
indígenas

Comisión Paritaria de Reforma y 
Participación.

Elaborar e impulsar el contenido de 
las reformas constitucionales, legales e 
institucionales que garanticen y aseguren la 
participación plena de los pueblos indígenas 
en el proceso de toma de decisiones de las 
políticas públicas de carácter social.

Acuerdo sobre aspectos 
socioeconómicos y 
situación agraria

Promover reforma al Código Municipal.

Propiciar proceso de descentralización.

Reforma de la Ley del Organismo 
Ejecutivo y de la Ley de Gobernación y 
Administración de los Departamentos de la 
República.

Reforma a la Ley de Consejos de Desarrollo 
Urbano y Rural.

Acuerdo sobre el 
fortalecimiento del 
poder civil y función del 
Ejército en una sociedad 
democrática

Sistema de Consejos de Desarrollo.

Consejos Locales de Desarrollo.
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Reformas dirigidas a la democratización

Cultura 
democrática

Acuerdo global sobre 
derechos humanos

Contribuir al fomento de una cultura de 
observancia de los derechos humanos en 
cooperación con el Estado y las diversas 
instancias de la sociedad.

Acuerdo para el 
reasentamiento 
de comunidades 
desarraigadas

Promover una auténtica reconciliación, 
favoreciendo en las áreas de reasentamiento 
y a nivel nacional, una cultura de paz basada 
en la participación, la tolerancia mutua, 
el respeto recíproco y la concertación de 
intereses.

Acuerdo sobre aspectos 
socioeconómicos y 
situación agraria

Elaborar y ejecutar un programa de 
educación cívica nacional para la democracia 
y la paz que promueva la defensa de los 
derechos humanos, la renovación de la 
cultura política y la solución pacífica de los 
conflictos.

Fuente: elaboración propia, con base en Universidad Rafael Landívar y Misión de Verificación 
de las Naciones Unidas (Minugua) (1997) y Azpuru et ál. (2007). 
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Anexo 5. Reformas en el posconflicto
Reformas en el posconflicto

Institucionales 
políticas

Ley de Descentralización
Eficiencia en la gestión pública, participación 
y control social desde las comunidades y 
promoción del desarrollo económico.

Ley de los Consejos de 
Desarrollo Urbano y Rural

Niveles de los Consejos de Desarrollo.

Código Municipal Nueva definición del modelo municipal.

Institucionales 
de seguridad

Gabinete de Seguridad y 
Derechos Humanos

En cabeza de la Vicepresidencia.

Coordinadora 
Interinstitucional de 
Seguridad

Responde a la Presidencia y es el encargado 
de planificar las estrategias para atender 
todos los asuntos relacionados con el 
terrorismo.

Decreto Número 40-2000

Ley de Apoyo a las Fuerzas de Seguridad 
Civil: determina que los Ministerios de la 
Defensa Nacional y de Gobernación, por 
medio de la Policía Nacional Civil y la 
Jefatura del Estado Mayor de la Defensa 
Nacional, coordinarán las operaciones 
de apoyo para prevenir y combatir la 
delincuencia común y el crimen organizado.

Decreto Número 8-2000

Establece que los Ministerios de la Defensa 
Nacional y de Gobernación, podrán 
apoyarse mutuamente con Policía Militar 
y Policía Nacional Civil, para prevenir 
delincuencia, mantener el orden y la 
seguridad publica en el país.

Acuerdo Gubernativo 
87-2000

Se acuerda la cooperación entre los 
ministerios de Defensa Nacional y de 
Gobernación para mantener el orden y la 
seguridad en los Centros y Cárceles del 
Sistema Penitenciario.



198

Y al final solo hubo más violencia

Reformas en el posconflicto

Institucionales 
de justicia

Decreto 129-97 Instituto de la Defensa Pública Penal.

Decreto 41-99 Ley de la Carrera Judicial.

Acuerdo Gubernativo 
525-99 

Se crea la Defensoría de la Mujer Indígena.

Decreto 67-2001
Ley contra el Lavado de Dinero u otros 
Activos.

2006
Se crea el Instituto Nacional de Ciencias 
Forenses (Inacif).

Decreto Gubernativo 
58-2005

Ley para Prevenir y Reprimir el 
Financiamiento del Terrorismo.

Decreto Gubernativo 
40-2005

Se instaura la Oficina del Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos en Guatemala.

2007 Reformas a los delitos sexuales.

Fuentes: Institucionalidad de la seguridad, controles democráticos y sistema de inteligencia 
(2002), Molina (2004) y pnud (2010).
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Esta obra cuestiona la premisa de que el fin de la guerra 
conduce automáticamente a la paz. Mediante un rigu-

roso análisis comparado entre Guatemala (Chimaltenango 
y Totonicapán) y Colombia (Bajo Cauca antioqueño), el autor 
examina cómo la violencia persiste y muta en el posconflicto 
debido a la compleja interacción entre la reconstrucción es-
tatal y las dinámicas locales.

Lejos de ser hechos aislados, estas dinámicas revelan 
los desafíos estructurales de la transición. Este libro ofrece 
una lectura indispensable para comprender la gobernanza 
criminal y los retos del Estado en territorios donde la cons-
trucción de paz sigue siendo una tarea pendiente.
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